LIBRO I

PARTE GENERAL

TÍTULO I: NUESTRO SISTEMA PENAL


TEMA 1

INTRODUCCIÓN

1.1 LA LECr 1882

Para definir el derecho procesal penal hemos se saber qué es el derecho, que puede dividirse en el derecho sustantivo i el derecho procesal. 
1) Mediante el derecho sustantivo o material el estado o los estados regulan como debe comportarse en su sociedad estatal el individuo o la persona física i jurídica, particulares, empresas… todos los que integran el tejido social i estatal. Dentro del derecho substantivo el estado viene a regular todos los ámbitos de la actividad de la vida humana. Dentro de éstos hay una separación entre lo que es el derecho público y el derecho privado:

A) el derecho público contiene el derecho administrativo i el derecho penal. Todo esto es derecho sustantivo, normas de conducta en virtud de las cuales el estado le dice a todos los que están sujetos a su poder como debe comportarse en cada uno de los aspectos de la vida. 

Por qué hace esto? Para evitar los conflictos i preservar la paz i permitir que los ciudadanos que habitan en el estado tengan una mínima seguridad que les permita desarrollar su personalidad. 
2)  Al lado del derecho sustantivo está el derecho procesal, en virtud del derecho procesal el estado regula la forma en la que van a resolverse los eventuales conflictos que puedan plantearse, tanto conflictos entre ciudadanos o personas físicas o jurídicas como con conflictos entre ciudadanos i personas i por otro lado con administraciones públicas. Mediante el derecho procesal el estado nos dice cómo va a resolver los conflictos que se producen cuando dos sujetos o personas entes no entienden de una misma forma o no interpretan de la misma manera una o varias normas de derecho sustantivo. Cuando el problema o conflicto se produce entre un ciudadano i el estado porque el ciudadano ha cometido un hecho aparentemente delictivo, el estado tiene una herramienta que es el derecho procesal penal. El derecho procesal penal es esa rama del derecho que regula cómo debe de actuarse o como se debe de actuar para resolver un conflicto entre algún ciudadano i el estado. Eventualmente puede haber resultado perjudicado por la conducta de ese ciudadano un tercer ciudadano, pero el principal agraviado debe ser el estado. se interesa proteger los bienes jurídicos más importantes: vida, seguridad, integridad física, medio ambiente… se pretende protegerlos a través de la tipificación de determinadas conductas en determinados conflictos. Esta forma de resolución de conflictos se denomina proceso penal.
El proceso penal
El proceso penal es la herramienta al que se someten el estado i la ciudadanía para en primer lugar investigar hechos aparentemente delictivos. Ello ya nos da una pista o nos señala hacia que la primera gran fase del proceso penal es la investigación. Fases de la investigación: 
-    1º paso. Se trata de investigar hechos aparentemente delictivos para descartar la criminalidad o reafirmarla. Se trata de asegurar los “indicios racionales de criminalidad” atribuibles a un sujeto o a un conjunto de sujetos concretos i determinados. Es una fase previa al proceso penal por decirlo de alguna manera, si con la investigación se ve que no hay hechos entonces ya no se abre el proceso de enjuiciamiento. 
-   2º paso. El estado enjuicia esos hechos investigados. 
-   3º paso. Proceso penal. Castigo. Es la herramienta a través de la cual el estado una vez enjuiciado si con éste llega a la conclusión de que hay pruebas suficientes para desvirtuar la presunción de inocencia, entonces se abre el proceso penal i se castiga a la persona que ha cometido los hechos. 
(  La Ley de enjuiciamiento Criminal de 1882
La Ley de Enjuiciamiento Criminal  de 14 de septiembre de 1882, es el texto que, aunque ha sufrido algunas reformas, en la actualidad sigue regulando, prácticamente en un 75%, el Derecho Procesal Penal en España. 

Su exposición de motivos constituye una declaración programática de principios que sigue hoy en plena actualidad. En esa exposición de motivos, el Ministro de Gracia y Justicia de la época, Alonso Martínez, a modo de carta al Monarca, explica los trabajos y reformas que deben acometerse en el sistema penal español para llevar a cabo una modernización de la justicia que acoja los postulados garantistas de unas tendencias doctrinales que en aquel entonces eran pioneras, y que hoy en día caracterizan a nuestro sistema penal.

La LECr. regula básicamente dos procesos:

· Proceso ordinario: Para la investigación y enjuiciamiento de delitos. Es un Proceso penal todavía vigente y con un marco de aplicación general. (Anteriormente se conocía como procedimiento ordinario por delitos porque se investigaban y juzgaban anteriormente todos los delitos a partir de éste proceso). En este procedimiento se distinguen dos fases procedimentales y dos órganos competentes para cada una de ellas:

· 1ª fase: la instrucción la llevan a cabo los Juzgados de Instrucción, en un procedimiento que recibe el nombre de SUMARIO cuya finalidad  es investigar los hechos ocurridos, bien para preparar el juicio, bien para descartarlo. (órgano: juzgados de instrucción)

· 2ª fase: el enjuiciamiento que lo realiza la Audiencia Territorial (en la actualidad la Audiencia Provincial)

Esta separación de fases y esta distinción de órganos es esencial para evitar que el órgano que tiene que enjuiciar esté contaminado por la investigación, se intenta favorecer la objetividad. 
· Juicio de Faltas: encontramos otro tipo de proceso para las lesiones menos graves: el juicio de faltas. Se establece para el enjuiciamiento rápido de las faltas. Es un procedimiento sencillo, pero sin garantías. Esa falta de garantías se debe a que un mismo órgano, el Juzgado de Instrucción, realiza tanto la investigación como el enjuiciamiento, no hay separación entre estas dos fases. Sin embargo, se considera un “mal menor” por la poca importancia de la pena que llevan aparejadas las faltas. Ello, no obstante, puede constituir un grave problema en el tema de Responsabilidad Civil por las cantidades económicas de que se trata, ya que en ocasiones pueden ser muy elevadas.

Cabe decir que se convoca a las partes a juicio sólo por la presentación de una demanda.
Reformas


     Este sistema de dos pilares funcionó bien desde su promulgación hasta mediados del  siglo XX, los órganos jurisdiccionales aumentan el volumen de trabajo, que produce un colapso en los Juzgados; las graves protestas llevan al legislador a realizar cambios tendentes a agilizar el proceso, como por ejemplo a establecer unos plazos más cortos. Sin embargo, el problema básico estribaba en la falta de medios materiales, eran necesarios más Juzgados, más funcionarios, en definitiva, más medios.

El colapso de la justicia se agravó en 1978 con motivo de la entrada en vigor de la Constitución Española, por las garantías que en ella se establecen al poner la justicia al alcance de todos  los ciudadanos: 

· Tutela judicial efectiva

· Derecho a la defensa

· Presunción de inocencia

· Proceso con todas las garantías

La Constitución, recoge también otros Derechos Fundamentales de igual importancia (en sus artículos 24, 15, 16, 18…) que pueden afectar a la fase de la investigación.

En el año 1978, se promulga la Ley Orgánica General Penitenciaria L.O. 1/1978, y el Reglamento que la desarrolla en el año 2000, cuya finalidad es llevar a cabo la ejecución de las sentencias.

Para solucionar ese problema el legislador fue introduciendo reformas pretendiendo agilizar el proceso, hacerlo más rápido, acortar sus fases.  La situación actual es el resultado de sucesivas reformas a modo de parche. Nos referimos solo a aquellas reformas más importantes:
1) Ley Orgánica 10/1980 que introdujo un proceso para el enjuiciamiento de delitos dolosos, flagrantes y menos graves. (sobre delitos  que tienen une pena no superior a los 12 años prevista en el C.Penal) . Se crea un proceso ágil pero APRA obtener rapidez se requieren garantías.

Un procedimiento de carácter urgente en el que la fase de instrucción y la de enjuiciamiento la llevaba a cabo el mismo órgano, los Juzgados de Distrito. Se denunció su inconstitucionalidad por la doctrina porque el tribunal queda contaminado. Desde 1980 hasta 1988 estuvo en vigor. 
2) En 1985 de promulga la LOPJ, de 1 de julio, que  en su artículo 219 regula las causas de abstención, y contempla en el número 11, como causa de abstención, precisamente haber intervenido en la instrucción.

El 1988 el TC frente a numerosos recursos inconstitucionales declara inconstitucional la L.O. 10/1980, por infracción del derecho constitucional a un derecho de tener un proceso con todas las garantías mediante la Sentencia del Tribunal Constitucional núm. 145 del año 1988, de 12 de julio, lo que supuso un nuevo colapso del sistema penal español.

3) Para paliar ese grave problema, el legislador crea los Juzgados de lo Penal, a través de la Ley de Demarcación y Planta Judicial de 1988 y regula su distribución en el territorio; Hay que crear un nuevo proceso judicial para vehiculizar el enjuiciamiento de estos delitos ante el tribunal.

4) Completa esta reforma creando el Procedimiento Abreviado, mediante la L.O. 7/1988, de 28 de diciembre, para la investigación y enjuiciamiento de procedimientos cuyas penas privativas de libertad sean igual o inferiores a 12 años. 
Otra reforma desdobló la competencia del enjuiciamiento, de modo que:

                      A)  para procedimientos con penas de privación de libertad desde 6 años hasta 12, serían competentes las Audiencias Provinciales

          B) y para penas privativas de libertad de hasta 6 años, los Juzgados de lo Penal.

Una vez que se constató que hasta el 80% del total de los procedimientos que se llevaban a cabo en nuestro país quedaba incluido dentro del Procedimiento Abreviado, que pasó de ser un procedimiento especial, como se creó en un principio, al procedimiento más común, y que la regulación de las competencias de enjuiciamiento entorpecía el buen funcionamiento de la justicia, se llevó a cabo una nueva reforma, que es la que está en vigor actualmente, por la que se atribuye a:

* Las Audiencias Provinciales, el enjuiciamiento de los procedimientos

· Ordinarios: con penas privativas de libertad  superiores a 9 años

· Abreviados: con penas privativas de libertad de entre 5 y 9 años

* Los Juzgados de lo Penal, el enjuiciamiento de los procedimientos

· Abreviados: con penas privativas de libertad de hasta 5 años

A pesar de todas las reformas legislativas realizadas, el colapso judicial continúa porque siguen siendo escasos tanto los órganos como los medios.

5) En 1992, el legislador prevé (debido a la gran afluencia de público que se espera para  los acontecimientos del momento, la Exposición Universal en Sevilla, y los Juegos Olímpicos en Barcelona) la comisión de numerosos delitos menos graves, y crea, precipitadamente, mediante la L.O. 10/1992, de 30 de abril, los llamados Juicios Rápidos al que la Doctrina denominaba de Alta velocidad, para penas leves. Fue un fracaso, fue un procedimiento que se aplicó poco y cayó en desuso tanto por carecer de garantías como por su complejidad. Fue utilizado para delitos de alcoholemia  ( algunos juzgados lo hacían y otros no) lo que hacen es introducir la ley de enjuiciamiento criminal. 
6) En 1995 se aprueba la Ley Orgánica 5/1995, de 22 de mayo, reguladora del Tribunal del Jurado, desarrollando lo establecido en el artículo 125 de la Constitución Española. Mediante esta Ley se crea un nuevo procedimiento para el enjuiciamiento de determinados delitos que vienen determinados en el art. 1 de la propia Ley, y también un nuevo órgano jurisdiccional, el Jurado popular que estará formado por 9 miembros, más 2 reservas, todos ellos legos en Derecho, y el Magistrado-Presidente. Cabe decir que el jurado se crea ad hoc para el caso concreto cada vez que ha de juzgar cada uno de los delitos del art. 1 de la ley del jurado. 

- Función del jurado: el jurado tiene al función de declarar probados o no unos hechos , emite su veredicto de autoría o no, el magistrado-presidente es el que dictará la sentencia motivada (porque es un hecho delictivo y no otro y si tiene que ir el acusado a prisión)

La puesta en marcha del Jurado supuso una gran inversión económica por las modificaciones estructurales que tuvieron que realizarse en los edificios judiciales a fin de adaptar las Salas de Vistas a los requisitos del Jurado.

`
7) En el año 2000, se promulga la L.O. 5/2000 Reguladora de la Responsabilidad Penal del Menor, se regula y establece un nuevo procedimiento penal que es la ley reguladora de la responsabilidad penal de los menores. Sirve para investigar y juzgar los hechos aparentemente delictivos que comete alguien en la minoria de edad que va entre los 14 y 18 años de edad. En esta ley se crean dos organos nuevos: La fiscalía de menores donde se atribuye la función de instruir e investigar los supuestos delitos cometidos por los menores y los Juzgados de Menores donde se les atribuye la función de juzgarlos. Siempre viene separado. Cuando es juicio de faltas como LECR 1882, lo hacia el de instrucción.

En este procedimiento, la fase de instrucción la lleva a cabo el Ministerio Fiscal.
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8) en el año 2003 se modificó toda la regulación del procedimiento abreviado y del juicio rápido, esta se encuentra en cualquier ejemplar de la ley. Se dota al procedimiento abreviado de mayores garantias pq lo pedia la doctrina y esto comportó, la introducción en el procedimiento abreviado y tambien al ser más garantista que la del procedimiento ordinario, alguno de los precveptos que estan en sede ede regulaci´pn del procedimiento abreviado, tambien se le aplica hoy en dia al procedimiento ordinario, en el Tc quien hace efectivas esas garanbtias enel ptocedimiento ordinario. Y tambien esta ley 2003 escindió esa regulación caotica del 1992 del juicio rapido que estaba intercalado en algunos arts del procedimiento abreviado. Ahora se escinde y se crea aparte en otro apartado para regular el juicio rápido. Goza por tanto en un impulso de la ley y en la practica, su mayor regulación tiene mejor utilización por los tribunales. Es un cauce por donde se dilucidan los tribunales.

9) En el año 2004 hay otra reforma que modifica la LECr se aprobó la LO 1/2004, de 28 de diciembre que es la llamada LO de protección integral contra la violencia de genero. Esta crea los juzgados de violencia contra la mujer, son los que ejercen la función instructora cuando se presenta una violencia de genero previstos en el CP. Tipificados por tanto y tienen un cauce especial por la alarma social que se ha despertado desde hace algunos años.

10) LO 3/2003, de 14 de marzo, por la que se introduce en España la orden de detención y entrega, es una consecuencia lógica y pactada, derivada de la integración de España en la UE. A través de aquí aparece la extradición, cuando debe de tramitarse entre Estados que pertenecen ambos a la UE. Cuando en España se busca un delito que no se encuentra la persona aquí sino que está en el extranjero, se busca la orden y entrega de la detención europea.

1.2 FUENTES DEL DERECHO PROCESAL PENAL ESPAÑOL

· LECr

· LOPJ

· Código Penal

· Convenio Europeo de Derechos  Humanos

· Pacto Internacional para los Derechos  Civiles y Políticos

· Pacto Intenacional para los Derechos Económicos Sociales y Culturales

1) Aparte de la LECR está tambien la CE 78 donde se establecen los derechos fundamentales y el art 24 CE con las garatnias procesales, aparte art 10 CE y en relacion con el art 96 CE por los cuales hay TTII o Convenios Internacionales como:

(Convenio Europeo para la protección de los derechos humanos de 4 de noviembre de 1950. Auqneu antes del convenio se habia aprobado la 

(Convención Universal de los derechos humanos, NY, 1948, apoyada por las Naciones Unidas donde se aprobó.

(Pacto internacional para la protección de los derechos civiles y políticos, NY por la ONU en 1966. 

En estos 3 convenios se establecen diversos derechos fundamentales cuyo respeto es exigible en el marco del proceso penal y cuyos preceptos son aplicables por los tribunales españoles por los preceptos 10 y 96 CE 78.

2) LOPJ : en esta ley se distribuye la competencia dentro de los ordenes jurisdiccionales y dentro del orden jurisdiccional penal se distribuye entre: la objetiva, funcional y territorial (art 14 y 15 LOPJ).

3) La ley de extradición pasiva de 1985, es la que se aplica cuando un Estado extranjero solicita que se le envie un ciudadano extranjero a su país ( la extradición de una persona a su país), en este caso se aplica esta ley para territorio español. Se toca en el tema de la rebeldía cuando hay que acudir a lso mecanismos de extradición.

4) Ley General Penitenciaria, LO 1/1978 y el Reglamento que la desarrolla que el actual es de 2005. Por el tema de la ejecución procesal penal.

Como consecuencia de este panorama legislativo, el derecho procesal penal español está en continua modificación y es bastante nuevo, siempre se quiere modificar o hacer una ley procesal penal nueva que nunca se hace porque nadie se atreve y por tanto, estamos aun con la del siglo pasado –1882-. Hay muchos proyectos que aun no han visto la luz. Por tanto estamos ante una obra inacabada. 

Nosotros estudiaremos la LECr. Junto con los ppios y características basicas que tienen que presidir el proceso penal y que nunca pueden ser vulnerados por el legislador. Hay unos que estan constitucionalizados y otros que no, por tanto, hay que verlos.

1.3 SIST. PROCESALES PENALES: INQUISITIVO, ACUSATORIO, MIXTO

Existen tres  sistemas procesales penales:

· Inquisitivo

· Acusatorio

· Mixto

A) INQUISITIVO: Los sistemas inquisitivos se caracterizan porque se concentra en un mismo órgano o persona, todos los poderes (impulso, investigación, enjuiciamiento). es aquel donde el organo jurisdicional puede promover de oficio la fase de instrucción y puede incluso de oficio juzgar a alguien sin que éste haya sido formalmente acusado por otra persona. Sin que nadie le haya acusado previamente, el juez puede ordenar detener a alguien sin que haya una acusación previa. 

En los Estados de derecho no rigen estos sistemas.

        B) ACUSATORIO: En el sistema acusatorio puro, el impulso de la investigación lo debe promover un órgano distinto al órgano que enjuicia; y una vez finalizada la investigación, sólo podrá llevarse a cabo la fase de enjuiciamiento si hay acusación por parte de un órgano distinto del que ha realizado la investigación.

No puede iniciarse una investigación ante el orden jurisdiccional penal sin una previa denuncia con ordne a como revista la denuncia. No puede el juez iniciar de oficio el proceso penal y en el que ningun tribunal podria nunca juzgar a un sospechoso o un imputado sin que alguien no hubiera ejercitado la acusación contra el mismo. Tiene que haber una parte perjudicada o víctima, alguien que formule previamente la acusación contra la persona

         C) MIXTO: El sistema mixto es el que rige en nuestro país, es nuestro OJ actual, es aquél en el que coexisten elementos propios del inquisitivo más las del acusatorio. La investigación  puede ser incoada de oficio: en nuestro sistema procesal el juez de instrucción puede impulsar toda la fase de investigación aunque nadie se lo pida, basta con que tenga hechos aparentemente delictivos y esto constituye una caracteristica propia del sistema inquisitivo, sin embargo, una vez concluida la instrucción no puede abrirse la fase de enjuiciamiento si no existe acusación, es decir,  no se puede someter al proceso penal de enjuiciamiento a nadie si no se ha formulado contra esa persona una previa acusación. Es un elemento esencial del sistema acusatorio.

(   Clasificación de los delitos, a efectos procesales:
( Delitos privados:

Estos delitos requieren que el perjudicado formule querella instando la instrucción ante el Juzgado.

· son los delitos de injuria y calumnias, así como la mayoría de las faltas

( Delitos semiprivados:

Requieren denuncia previa, es decir, no se inician de oficio, sin embargo, una vez interpuesta la denuncia, aunque el ofendido quiera retirar la denuncia el procedimiento sigue su curso.

· Reproducción consentida

· Agresión, acoso y abuso sexual

· Revelación de secretos

· Abandono de familia

· Delitos societarios que no afectan a una pluralidad de afectados

· Delitos cometidos por venta a plazos de bienes muebles

· Faltas:

· Amenazas, coacciones, injurias y vejaciones leves, salvo en caso de violencia doméstica

· Imprudencia grave con resultado de lesiones o de muerte

· Alteración de linderos

( Delitos públicos:

Son perseguibles de oficio, es decir, sin necesidad de que la víctima los denuncie.


TEMA 2

DIFERENCAIS ESENCIALES ENTRE PROCESOS PENAL Y CIVIL

2.1 PRINCIPIOS

La diferencia de los procesos la encontramos con que penal y civil tienen unas diferencias esenciales que exigen su separación. Los ppios inspiradores de proceso penal son diferentes a los del civil, existen unos que son comunes a todos los procesos: igualdad de partes, juez imparcial, etc. Pero en cambio hay otros que son diferentes y que los distinguen:

1) ppio de necesidad y ppio de subsidiariedad y conveniencia (art 25 CE y art 1 LECr) para conseguir el fin pretendido por la norma jurídica:

-  el proceso civil es subsidiario respecto de la voluntad del obligado por dicha norma jurídica. En el proceso civil rige el ppio de conveniencia o subsidiariedad, es decir que para que un sujeto cumpla la pretensión de la otra parte, no tiene porqué existir necesariamente un proceso, el obligado puede cumplir voluntariamente en cualquier momento. 
- el proceso penal: En cambio el proceso penal siempre es necesario para el cumplimiento de su norma, su norma pretendida en el CP para aplicarse en cada caso, no depende de la voluntad del obligado, aunque una persona haya cometido un delito y quiere cumplir voluntariamente con la pena que dice el CP y se dirija a una cárcel no le pueden dejar permanecer allí, es necesario un proceso penal con todas las garantías y con sentencia firme para que se cumpla con la norma que hay en el CP. No hay delito sin sentencia penal firme. Por tanto debe haber un proceso en el que se respeten todas las garantías, tras el cual se dictará una sentencia, que en el caso de ser condenatoria y cuando ésta gane firmeza se ejecutará para el cumplimiento de la pena
Esto es así porque la norma penal va dirigida al Juez, mientras que la norma civil va dirigida a las partes de la relación jurídica.

2) Ppio de legalidad y de oportunidad: art 105 LECr,
- el proceso civil: la incoación o inicio del proceso civil se deja en ppio a la voluntad del interesado, puede acudir a tribunales en el ambito civil o extrajudicial primero, si no hay acuerdo se va a tribunales, no se exige por ninguna parte que haya violencia unicamente, se prohibe que haya violencia. 
- el proceso penal: En cambio en el proceso penal cuando se produce un hecho delictivo constituye un deber propio del Estado, deber de actuar. Para que exista Estado ha debido de producirse el pacto social en virtud del cual los ciudadanos renuncian el uso de la violencia y depositan el cumplimiento bajo el Estado. , si alquien tiene conocimiento de hechos aparentemente. delictivos, tiene el deber de incoar una investigación (sumario- xa delitos graves- o diligencias previas- xa los demás delitos). Se investigan conductas que atentan a valores sup. ya que el perjudicado no es sólo la víctima misma sino tb. toda la comunidad (alarma social xla existencia de delitos)

3) Principio de inmutabilidad frente al principio dispositivo: completar con art 106 y 107 LECr.
-  En el proceso civil el interesado o perjudicado es libre de poner en marcha el proceso civil y también de terminarlo cuando quiera y como quiera-ppio dispositivo- puede renunciar o desistir mediante transacción o allanamiento. 
- En el proceso penal: En cambio, en el proceso penal el perjudicado directo, víctima o familiares, no tienen un poder de disposición sobre el proceso. La falta de voluntad de la víctima o interesados en perseguir el delito ni vincula al Estado ni le exime de proseguir con esa investigación hasta el esclarecimiento de los hechos y si considera el Estado que hay indicios de un hecho delictivo en una persona concreta, tiene el DEBER de iniciar la investigación.

(  ¿Por qué existen estas diferencias? 

1) En el primero de necesidad vs. Subsidiariedad es que la norma penal es una norma dirigida al juez, mientras que la norma civil y mercantil va dirigida a las partes e intenta regular su conducta frente algunas situaciones. El CP lo que dice en cada tipo delictivo es establecer que ante tal hecho tipificado hay tal pena.

2) Entre el ppio de legalidad vs. Oportunidad el porque de la dicotomía de principios se halla en que el Estado resulta siempre perjudicado por la comisión de un delito y también por las personas o conjunto de personas que se puedan ver afectadas. Pero el Estado siempre es perjudicado porque son bienes jurídicos protegidos por él.

3) El ppio de inmutabilidad vs. Ppio dispositivo la diferencia obedece a que el objeto del proceso civil en ppio pertenece a la libre voluntad de las partes pq en ppio es algo convertible en algo de carácter patrimonial: hacer o no hacer, entregar, etc. En cambio, el objeto del proceso penal esta fuera del proceso de disposición de las partes.

( Tanto en proceso civil como penal hallamos EXCEPCIONES de estos ppios:

-  Existen ppios civiles inquisitivos en los que no rige esta materia de ppios que hemos visto en el proceso civil. Estos procesos civiles inquisitivos son donde hay elementos que el Estado cree que es importante: ejemplo: menores o derechos de los niños, incapaces, etc. En los supuestos de separación y divorcio, incapacitación, adopción, etc. No son propios que los que hemos visto en el proceso civil. En estos casos es necesidad por ejemplo.

Para incapacitar a alguien el fiscal del estado debe de iniciar de oficio el tramite y el proceso civil que debe promover.

El ppio dispositivo por ejemplo, no sirve unicamente que lo diga el incapacitado que le tiene que dar la incapacidad sino que es necesario que hayan pruebas practicadas, etc.

En otro lado, hay unos procesos penales que son Por delitos privados: injuria y calumnia.

-   Hay otros que son semipúblicos o semiprivados, la vigencia de unos u otros ppios es más dificil de desplegar con claridad: cmo los delitos contra la libertad sexual: éstos solo son perseguibles de oficio pero con previa denuncia de la victima, si no se denuncian los hechos por la victima no se busca. Aquí rige el ppio de oportunidad en el inicio pero con la denuncia se crea el ppio de inmutabilidad: va a seguir el proceso una vez lo haya denunciado aunque sea en condición de testigo.

En el ámbito penal ( en los delitos privados: injurias y calumnias

En el ámbito civil   ( en los procesos inquisitivos, es decir, aquellos que versen sobre:




    (Estado civil de las personas  (Procesos de paternidad




    (Capacidad de las personas   (Procesos de filiación




En todos interviene el M. Fiscal si hay menores o incapacitados.

2.2 OBJETO. PRETENSIÓN PUNITIVA Y DE RESARCIMIENTO
El objeto del proceso civil es distinto al del proceso penal que es más amplio. 

Pueden tener elementos comunes pero el otro es más amplio. 

- Proceso Civil:  En civil es la pretensión civil 

-  Proceso penal: y en el penal se puede enjuiciar tanto la pretensiíon civil como la penal.


  Diferencias 

P.CIVIL

- Las partes: En el proceso civil las partes, la que acude a instar el proceso: demandante, le va a pedir al juez que declare el derecho aplicable al caso concreto y si es necesario, pq el demandado no cumple una vez impuesta la sentencia, se le vuelve a pedir que ejecute la sentencia si no la ha cumplido. 

- Acción: En el proceso civil se quiere una accion que tienda a restituir a la normalidad un comportamiento que se habia separado de la misma. Que se cumpla lo que se ha incumplido.

- enjuiciamiento: En el proceso civil se enjuician hechos cuyas consecuencias afectan unicamente a los implicados, inter partes, entre las partes de una relación jca que puede ser o no contractual.
P.PENAL

 - Las partes: En cambio, en el proceso penal esta pensado para ejercer no un derecho de las partes (civil) sino que esta pensado para que se ejerza un derecho-deber del Estado: el ius puniendi. 
- la acción: Es la acción penal y es una acción que escapa y va más allá del interés de los particulares (persona física o jca). Es el derecho deber que tiene el Estado de castigar determinadas conductas que atentan contra los bienes jcos más dignos de protección o valores superiores en un Estado de Derecho.

El Estado tiene deber de castigar lo que atenta a los derechos de vida, integridad física, medio ambiente, libertad sexual, etc.

- Enjuiciamiento: En el proceso penal, lo que se enjuicia son conductas que por un lado, afectan siempre al Estado o a la Comunidad estatal, al colectivo de personas que componen ese Estado en medida que provocan un ataque a la paz, seguridad y orden publico y que afectan por otro lado a los particulares y empresas, a veces (no siempre, p ej//. El delito de medio ambiente perjudica a la colectividad pero si beben agua por ejemplo ya puede afectar a una persona concreta).

Por tanto, el Estado resulta siempre perjudicado por la comisión de un delito, y a su lado, a veces pueden resultar perjudicados por el delito, personas concretas. Debido a esto, se dice que en el proceso penal los hechos cobran una doble dimensión:

-  penal

-  civil.

LA DIMENSIÓN: 

- Penal: dimensión penal de los hechos es objeto de protección mediante la pretensión punitiva o acción penal 

· Civil: dimensión civil de los hechos es objeto de protección mediante la pretensión de resarcimiento o acción de responsabilidad civil derivada del delito. 
Entre la punitiva o penal y la de resarcimiento o civil existen 4 diferencias:
1) La penal o punitiva tiene dos elementos esenciales:

-  el sujeto pasivo de la acción –imputado o condenado – 
y unos hechos esenciales –punibles-.

    En cambio la pretensión de resarcimiento tienen tres elementos: 
· sujetos –activo y pasivo- 
· el objeto – lo que se pide – 
·  la causa de pedir.

2) Otra diferencia es la FINALIDAD:

- Punitiva o penal lo que se pretende es que los hechos o conductas no se vuelvan a repetir y por tanto tiende a la imposición de castigo o condena ejemplificante para tener carácter disuasorio. Castigo que el art 25 CE 78 que exige que tienda a la reinserción y resocialización.

-En cambio la civil pretende la reparación patrimonial de la victima o de los perjudicados. Y por tanto, para conseguir la reparación tiende a
la indemnización.

3) Para que haya pretensión punitiva es necesario para el proceso penal mientras que para el civil de resarcimiento se tiene que pedir, sino no se da.

4) Pueden optar el hacer la pretensión de resarcimiento en el mismo proceso penal que la haga el mifi o pueden hacerla después por el proceso civil o pueden incluso renunciar a la pretensión, nadie le obliga a reclamar ni a recibir lo que no quiere recibir.

Conclusión: 

Podemos decir de la pretensión punitiva  que:

· requiere:

· hechos susceptibles de delito o falta

· sujeto autor / partícipe de los hechos

· pretende que los hechos no vuelvan a repetirse

· impone la pena (castigo/sanción) con finalidad ejemplarizante y de resocialización del sujeto

· es imprescindible para el proceso penal, no habrá proceso penal sin pretensión punitiva

En cuanto a la pretensión de resarcimiento:

· requiere:

· dos sujetos, uno activo (el que reclama) y otro pasivo (el que es reclamado)

· objeto

· causa de pedir (causa petendi)

· pretende que se repare el daño a los perjudicados (sólo a ellos y no al resto de la sociedad)

· la reparación puede cuantificarse económicamente mediante indemnización a las víctimas y / o al perjudicado

· la pretensión de resarcimiento (responsabilidad civil ex delito) puede ejercerse, renunciarse o reservarse para ejercer un posterior proceso civil

· dentro del proceso penal será siempre accesoria de la pretensión punitiva

2.3 ESTRUCTURA. LA INSTRUCCIÓN PENAL

La estructura es distinta en el proceso penal que en el civil, que tiene más elementos. El penal es doble y el civil es singular.

(  El Proceso Penal

           El proceso penal antes del enjuiciamiento tiene la fase previa de instrucción que a su vez, recibe varios nombres: diligencias previas, urgentes en juicios rápidos, sumario en el ordinario.

Tenemos que partir de la base de que el Estado es la administración estatal y el perjudicado a su vez por el delito así como también como depositario del ius puniendi, goza de auto tutela ejecutiva. No le hace falta de ir a tribunales para imponer una sanción o multa, si no paga la ejecuta sin necesidad de pasar por los tribunales. Ante la vulneración de los valores superiores de su OJ podría ejercer esa auto-tutela punitiva. 

Pero en cambio el Estado no hace eso en auto-tutela ejecutiva, cuando se le impone una sanción a un ciudadano es de tal gravedad que le puede poner una pena privativa de libertad o ha hecho un tipo del CP (vienen recogidas en esta ley especial). El estado para dar mayores garantías al sospechoso y de acierto a los hechos que se van a producir de tal gravedad se somete el Estado a un proceso jurisdiccional teóricamente independientes que forman parte de la división de poderes (judicial). 

Este sometimiento del Estado a un proceso jurisdiccional se articula mediante un desdoblamiento, el Estado se desdobla por dos figuras:

-  de un lado los tribunales estatales integrados en el poder judicial 

-  y por otro lado mediante la figura del Ministerio Fiscal, que a diferencia de los jueces independientes, éste esta sujeto a la dependencia jerárquica del poder ejecutivo pq el órgano superior de la fiscalía lo nombra el Gobierno (poder ejecutivo).

Uno juzga y el otro acusa.

El estado no puede iniciar directamente un proceso penal de enjuiciamiento sino que antes de iniciar y formular la pretensión, debe de promover una fase previa “instrucción” para investigar y esclarecer los hechos para saber como han ocurrido en la realidad. El Estado esta en desventaja respecto del delincuente y necesita hallar la realidad de los hechos y saber si están tipificados o no. 
El proceso penal lo que tiene es que solo sabe los hechos claramente la persona que los ha cometido, al contrario que en el proceso civil que lo saben las dos partes. Por tanto, en el penal, tienen que hacer una investigación de los hechos para esclarecerlos, art 259 a 648 LECr son las medidas de instrucción para descubrir hechos. Solo en los supuestos de quien quiere ser demandante que ve que no llega a acoger la información se le permite entonces que haga las diligencias preliminares, y es la única que se le permite y con petición de la parte y en los casos que concurran las circunstancias del art 256 a 263 LEC. 

Una vez concluida la instrucción si no se archiva y hay alguien dispuesto a ejercer la pretensión punitiva la estructura es la misma penal que civil:

0) Denuncia o demanda.

1) Alegaciones.

2) Escrito de defensa, o contestación de la demnada

3) Fase de prueba

4) Fase de alegaciones con conclusiones.

5) Sentencia.

Las fases y estructuras es la misma en los dos procesos teniendo unos más tiempo que otros tal vez.

Así podemos esquematizar:

· Hechos 

· Instrucción

· Imputado -> fase de enjuiciamiento:

· Pretensión punitiva

· Acusación 

· Proceso

· No delito o no imputado -> no proceso: archivo

(  El Proceso Civil
            En cambio, en el proceso civil, la investigación, en caso de ser necesaria, se llevará a cabo por las partes extrajudicialmente. Como excepción, se realizará judicialmente cuando una de las partes no puede acceder a la documentación, para ello se debe acudir a  un procedimiento excepcional, las Diligencias Preliminares (artículos 256 a 263 LEC).
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2.4 CARÁCTER DEL PROCESO DE EJECUCIÓN

Carácter del proceso de ejecución:

· p. civil

· p.penal

El art. 117. 3 de la Constitución consiste en juzgar y hacer ejecutar lo juzgado y establece que “el ejercicio de la potestad jurisdiccional en todo tipo de procesos, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado, corresponde exclusivamente a los Jugados y Tribunales determinados por las leyes, según las normas de competencia y procedimiento que las mismas establezcan” de ello se desprende que la declaración del derecho y la ejecución carácter jurisdiccional.

Ello era así en el proceso civil principalmente y no en el penal necesariamente: 
Proceso Civil: en proceso civil si la stc que se dicta es estimatoria de la pretensión de la parte actora: se estima la demanda y además en el caso que el demandado que ha sido condenado  no cumpla voluntariamente con el contenido de la stc en este caso, el vencedor (actor demandante) que ha vencido en juicio no puede directamente sin mas i por si mismo acudir a casa del deudor y sacudirlo hasta que pague aunque haya una stc firme a su favor. ( no puede aprehenderlo y cobrarlo por si mismo). 

El vencedor ha de acudir a un proceso jurisdiccional de ejecución: acudir al juzgado que ha dictado la stc: interponer la demanda de ejecución y seguir procedimiento judicial de ejecución de stc. 

Proceso Penal: En p. penal eso no es así: si la stc firme es estimatoria de la pretensión punitiva (ejercida por el Ministerio Fiscal como acusador público) el estado como beneficiario y beneficiado por esta stc estimatoria de la pretensión punitiva no necesita acudir nuevamente a un juez para iniciar un proceso de ejecución contra esa persona que ha sido condenada. Una vez terminado proceso judicial el estado no tiene pq volver a someterse a un juez sino que el estado como adm. Publica por excelencia una vez tiene una stc firme favorable en orden penal ya puede ejecutar por si mismo dicha stc: ordenara aprehender al condenado, detenerlo y ingresar en prisión ( en caso de pena privativas de libertad sobre las cuales esta pensada la teoría del sistema penal)

De esto se desprende que mientras la ejecución en orden civil tiene carácter meramente jurisdiccional, la ejecución en el orden penal tiene un carácter ppalmente administrativo, no jurisdiccional. 
Es el estado quien a través de la policía lo aprehende y detiene y quien a traves de la dirección general de instituciones penitenciarias se encarga de ejecutar la condena penal. 

Cosa distinta es que en esa ejecución penal que tiene caract. Ppalmente adm. (sin necesidad de jueces) los actos de esa administración puedan ser sometidos a un control jurisdiccional de legalidad, pero ello ya es eventual, no es necesario. (ej// si el imputado considera que se esta violando alguna norma del dº penitenciario puede impugnar ese acto del centro penitenciario ante un juez : lo lleva en 1 instancia: juzgado penitenciario en 1 instancia, 2 instancia: audiencia provincial)

2.5 EFICACIA DE COSA JUZGADA
Concepto: La cosa juzgada tiene una eficacia distinta en p. civil y proceso penal cuando en realidad cosa juzgada es un concepto unico: la cosa juzgada implica la irrevocabilidad de un pronunciamiento jurisdiccional. Cuando una stc gana firmeza ya sea civil o penal o de otro orden jurisdiccional, significa que no cabe ningun recurso sobre la misma: pq se haya agotado via de recursos ordinarios sobre la misma o se ha dejado pasar el plazo sin presentar los recursos

Consec de la firmeza de la stc = valor de cosa juzgada que comporta la irrevocabilidad de esa sentencia: un mismo caso no puede volver a ser juzgado de nuevo

Esta irrevocabilidad es distinta en el orden procesal civil y en el procesal penal. 

En ambos ordenes jurisdiccionales la irrevocabilidad de la cosa juzgada tiene 3 excepciones: 

· Posibilidad de acudir a un proceso de amparo consittucional: rec. De amparo. 

· El recurso de audiencia litigante rebelde o proceso de nulidad a favor de litigante rebelde. 
· Proceso de revisión: es un proceso excepcional que sirve para combatir la apariencia de cosa juzgada que ha ganado una stc,. Cuando esa stc haya sido obtenida a través de algún tipo de fraude procesal ya sea pq se ha obtenido mediante la aportación de un doc. Falso y que haya sido decisivo ese doc, a través de la declaración de un testigo falso, por otros tipos de maquinaciones fraudulentas y en definitiva procede este proceso por las causas previstas en art. 954 - 961 LECrim. 

En orden civil el proceso de revision: art. 509-516 LEC. 

( Alcance, efectos del proceso de revisión: Este proceso de revisión es distinto en cuanto a su alcance, sus efectos según nos refiramos al proceso de revisión civil o al penal. Estas diferencias son básicamente 3 y de estas se desprende la conclusión de que la eficacia de la cosa juzgada es distinta en el p. civil que en el p. penal. 


1 diferencia

P civil. Se puede acudir al recurso excepcional de revisión tanto cuando al stc haya sido absolutoria como cuando haya sido condenatoria

P penal: únicamente se puede acudir al recurso excepcional de revisión cuando nos hallemos ante una stc condenatoria. La stc absolutoria aunq conseguida a traves de doc falso por ejemplo, una vez firme ya no cabe recurso de revision: prevale el ppio favor reo. 

             2 diferencia

P civil : la interposición del proceso excepcional de revision esta sometida a un det. plazo en ppio 3 meses desde que se tiene conocimiento de la concurrencia de una causa de revision con el limite max. De 5 años desde momento en que se hubiera publicado esa stc. Que gano firmeza. Pasados estos 5 años ya no se puede revisar aunq stc se haya dictado en base una declaracion falsa, doc falso… etc.. pq prevalece el valor de seguridad jurídica.

P penal;: la interposición de un recurso de revision no esta sometida a ningun plazo. Si hay una persona verdaderamente inocente en la carcel cumpliendo condena a traves de stc firme que se ha dictado por alguna de las causas de revision del proceso penal (stc obtenida fraudulentamente) no importa cuando se ha descubierto el fraude, prevalece el valor justicia pq esta en juego el dº fundamental de la libertad de las personas por encima del valor de seguridad jurídica

               3 diferencia

P. civil: La stc dictada en un p. civil de revision se limita unicamente a anular la stc que habia sido obtenida y ganado firmeza en virtud de doc. Falso, falso termimonio o otra causa de revision prevista en la LEC: es el carácter meramente rescindente del carácter civil. Hay que volver a iniciar otro proceso juzgando los echos una vez apartados los falsos testimonios, falsos doc, o otras maquinaciones fraudulentas: se vuelve a iniciar un proceso civil con juego limpio. 

P. penal: La stc dictada en p. penal de revision no se limita a anular la stc ganada en virtud de maquinación fraudulenta, dino que determina automatica e inmediatamente la absolución y inmediata puesta en libertad del que habia sido injustamente condemnado. 

TÍTULO II: SUJETOS DEL PROCESO PENAL


TEMA 3
JURISDICCIÓN PENAL

3.1 CONCEPTO Y ÁMBITO
concepto de jurisdicción penal:
( Concepto procesal de la jurisdicción penal: Es el primer presupuesto para la válida constitución y la válida tramitación del proceso penal. Debe ser examinada de oficio por el órgano ante el que se plantea y si no fuera competente debe abstenerse y remitir al solicitante al orden jurisdiccional competente.

Cualquier acto que se realice por un órgano carente de jurisdicción será nulo de pleno derecho conforme al artículo 238 LOPJ. La competencia es improrrogable, es decir, el órgano tiene el deber de examinar su propia competencia de oficio (art. 9.6 LOPJ), lo que no quiere decir que las partes no puedan  plantear la falta de jurisdicción
( Concepto orgánico: Es el conjunto de órganos pertenecientes al poder judicial del estado que tienen encomendada o atribuida en exclusiva la potestad jurisdiccional en el orden penal. Enfatiza la circunstancia de “ en exclusiva” pq es una caract. Que diferencia el p. civil del penal. 

· –p. penal.: potestad jurisdiccional es un monopolio exclusivo del estado

· – p. civil: la potestad jurisdiccional no es monopolio exclusivo del estado, las partes pueden optar en acudir a los órganos estatales o acudir al arbitraje. 

( Concepto Funcional: ¿En que consiste la potestad jurisdiccional en el orden penal? art. 9.3 LOPJ : “los del orden jurisdiccional penal tendrán atribuido el conocimiento de las causas y juicios criminales, con excepción de los que correspondan a la jurisdicción militar”.  La jurisdicción es la actividad tendente a la declaración del  aplicable al caso concreto en los procedimientos seguidos por presuntos delitos o faltas

· que significa “ el conocimiento de las causas y juicios criminales”?

· –causa es como sinonimo de instrucción

· – juicio: es el enjuiciamiento

Por tanto el ámbito de la jurisdisdicción. Penal lo consittuyen la investigacion y el enjuiciamiento de hechos aparentemente delictivos. 

( El ámbito objetivo de esta jurisdicción Penal comprende tanto la pretensión punitiva como la de resarcimiento. Los órganos que componen esta jurisd. Penal tienen competencia para conocer en un proceso penal tanto la pretensión punitiva como la de resarcimiento

( El ámbito territorial: En cuanto al ambito territorial: nos remitimos a art. 21 y 23LOPJ. ( objeto de exam estos artículos, estudiar)

En virtud del juego d estos dos art. En ppio el ambito de la jurisd. Penal española se extiende a la investigación, enjuiciamiento y eventualmente tb control de la ejecución o control del castigo de todos los echos delictivos cometidos en territorio nacional español.  Es decir, los hechos delictivos cometidos dentro de: 

En primer lugar: de las fronteras del estado español. 


En segundo lugar: el concepto de frontera se extiende fuera del territorio nacional propiamente dicho en dos supuestos:



1) art. 23.1 LOPJ: los buques y aeronaves españoles. ( de pabellón o bandera española) son supuestos en que un buque (cualquier embarcación) o aeronave español se encuentre en territorio, en aguas, de nadie o en cielos de nadie, se entiende entonces que el territorio español se extiende tb al interior de ese buque o aeronave en el que se ha cometido un supuesto delito.  Pero si estos han aterrizado o estan en territorio de otro pais la jurisd. Espñola no tiene ninguna jurisdicción alli. Tiene que ser en cielo o en mar de nadie!!



2) los delitos cometidos en el interior de las embajadas o consulados españoles en el extranjero: este supuesto no esta previsto expresamente en la LOPJ sino que lo esta en dos convenios de Viena: C. de Viena de 18 abril de 1961  sobre relaciones diplomaticas y C. de Viena de 24 abril de 1963 sobre relaciones consulares. 

Apartir de alli tenemos definido el ambito territorial de la jurisd. Española

3.2 LÍMITES TERRITORIALES. EXCEPCIONES (ART 21 Y 23 LOPJ)
1 limite: es la frontera: es el territorio nacional con las excepciones mencionadas anteriormente ( embajadas, consulares, buques o aeronaves en tierra o cielos de nadie) Este primer limite plantea un muy facil problema en primera instancia: el de los delitos complejos: son aquellos delitos cuya accion se produce en un territorio y cuyo resultado se produce en el territorio de otro estado ( ej// estada que se comete produciendose el engaño desde Francia pero la consecuencia del acto de desprendimiento material se da en España) en estos casos el TS tiene sentada la teoria de la ubicuidad: cualquier estado dnd se haya producido o bien la accion o el resultado delictivo tiene jurisdicción para su investigación y enjuiciamiento. No puede haber otro criterio pq si los estado fueran libres de acogerse al criterio de la accion, unos se acogerian al criterio de la accion y otros al del resultado!!

(  Los problemas serios se plantean cuando varios estado se plantean juzgar ese mismo hecho: alli tendran que entrar en juego las funciones diplomaticas, los convenios de extradición y otros instrumentos no estrictamente del proceso penal para hacer efectivo el ppio non bis in idem  ( que nadie sea condenado dos veces por un mismo hecho)

            ( Tb hay excepiones a ese limite territorial: art. 2, 3, 4 del art. 23 LOPJ ( copiar)

· partimos de la base que son delitos cometidos fuera del territorio español en rela. A los cuales resulta excepcionalmente que la jurisdicción española puede conocer. 

( Art 23.2:  Delitos cometidos por ciudadanos españoles en el extranjero siempre que concurran det. requisitos: Conocerá de los hechos previstos en las leyes penales españolas como delitos, aunque hayan sido cometidos fuera del territ. nacional, siempre que los criminalm. responsables fueren españoles o extranjeros que hubieren adquirido la nacionalidad española con post. a la comisión del hecho y concurrieren los siguientes. requisitos: 

1) delitos de españoles en el extranjero siempre que para el estado español sea delito y tb lo sea en el estado dnd se ha cometido (para el estado extranjero)
2) que el agraviado o el Ministerio fiscal denuncie o presente denuncia o querella por ese delito ante un órgano jurisdiccional de la jurisdicción penal española

3) delincuente no absuelto, indultado o penado en el extranjero o penado xo con la pena no cumplida

(  Art 23.3: delitos cometidos contra intereses del estado español: Conocerá la jurisdicción española de los hechos cometidos x españoles o extranjeros fuera del territorio nacional cuando sean susceptibles de tipificarse según la ley penal española como alguno de los sig. delitos:

a) De traición o contra la paz o indep. del E’

b) Contra el titular de la Corona, su Consorte, Sucesor o el Regente

c) Rebelión o sedición

d) Falsificación de firma o estampilla reales, del sello del E’, de las firmas de los Ministros y de los sellos públicos u oficiales

e) Falsificación de moneda española y su expedición

f) Otras falsificaciones que perjudiquen directam. al crédito o intereses del E’, e intro. O expedición de lo falsificado

g) Atentado contra las autoridades o funcionarios públicos españoles

h) Perpetrados en el ejercicio de sus funciones x funcionarios públ. españoles residentes en el extranjero y los delitos contra la AP española

i) Los relativos al control de cambios

( Art 23.4: delitos contra la humanidad: trafico de personas, delitos de proxenetismo colectivo, de trafico de drogas, genocidio, terrorismo…. Tb. será competente la juridic.española xa conocer de los hechos cometidos x españoles o extranjeros fuera del territ.nacional, susceptibles de tipificarse según la ley penal española como

a) genocidio

b) terrorismo

c) piratería y apoderamiento ilícito de aeronaves

d) falsificación de moneda extranjera

e) delitos relativos a la prostitución y los de corrupción de menores o incapaces

f) tráfico ilegal de drogas psicotrópicas, tóxicas y estupefacientes

g) relativos a la mutilación genital femenina, siempre que los resp. estén en España

h) otros que, según los TI o CI deban ser perseguidos en España

Esto es complicado cuando se trata de delitos complejos (delitos cometidos en un E’ xo con efectos en otro- ej: carta bomba enviada o bala disparada al otro lado de una frontera). Xa resolver estos problemas no puede acudirse a la ley. El TS ha determinado que si se trata de un delito complejo, los trib.españoles tienen jurisdic. tanto si la acción como si el resultado se han producido en territ. español (tª de la oblicuidad), xa evitar que si se aplica la tª del resultado y en otro país la tª de la acción, los delitos queden impunes+ xa evitar que queden impunes los delitos con resultado frustrado.

* Estos delitos ( 23.2, 3 y 4) ademas, no es que excepcionalmente puede conocer de ellos la jurisdicción penal española sino que todos los estados pueden conocer de estos delitos aunque se hayan producido fuera de su territorio nacional. Para el conocimiento de estos delitos de los que conoce excepcionalmente la jurisdicción española esta la Audiencia nacional con sede en Madrid. 

(  Para que entren en juego estos supuestos excepcionales (todos) debe concurrir un requisito comun:


1) que el imputado por ese delito no haya sido todavía juzgado, sentenciado en - firme, por la jurisdicción de otro estado por aquello que rige el ppio de non bis in idem. 

2) O no haya sido indultado si ha sido condenado pero lo han indultado en el lugar de comision o en otro lugar. 

3) O si ya hubiera cumplido condena en otro estado. 

3.2 LÍMITES OBJETIVOS: LA JURISDICCIÓN MILITAR

Nos referimos a los limites del ambito objetivo de la jurisdicción española. La cual conoce de las causas y juicios criminales salvo los que correspondan a la jurisdicción militar. ( TS tiene una sala 5 que es la sala militar) 

La LOPJ en su art. 3.2 estable: “la competencia de la jurisdicción militar quedará limitada al ámbito estrictamente castrense respecto de los hechos tipificados como delitos militares por el Código Penal Militar y a los supuestos de estado de sitio, de acuerdo con la declaración de dicho estado y la Ley Orgánica que lo regula…”

La jurisdicción militar es una jurisdicción especial y está regulada por la LO de competencia y organización de la organización militar: 4/1987, de 15 de junio.

Hay que distinguir la jurisdicción para el conocimiento de procedimientos por comisión de delitos,  según se trate de 

· tiempos de paz -> será competente la jurisdicción militar para hechos tipificados como delito en el Código Penal militar

· tiempos de guerra -> habrá que estar al Decreto que declare el estado de que se trate, según lo establecido en la LO 4/1981, de 1 de junio, reguladora del estado de alarma, excepción y de sitio.

3.4 CONFLICTOS DE JURISDICCIÓN

Regulación: Para resolver los conflictos de jurisdicción, debemos dirigirnos a la LO 2/1987, de 18 de mayo, de conflictos jurisdiccionales

En el art. 44 de la LOPJ se establece que: el orden jurisdiccional penal es siempre preferente. Ningún Juez o Tribunal podrá plantear conflicto de competencia a los órganos de dicho orden jurisdiccional”.

En el caso de que haya que resolver algún conflicto, se constituye una Sala “ad hoc”, la Sala de Conflictos del Tribunal Supremo, y también se sigue un procedimiento especial para la resolución de los mismos.

Los únicos conflictos de jurisdicción que se pueden plantear en la actualidad en la jurisd. Penal española son los que se produzcan frente a la jurisd. Militar. 


- la jurisd. Penal es siempre preferente: ningun organo de otro orden jurisd le puede plantear un conflicto a ningun organo del orden jurisd. Penal español. Los unicos conflictos que puede tener son entre jurisd penal española con la jurisd, militar española.

Va a resolver al sala de conflictos constituida en el TS ( LO 2/1987 de 18 mayo: ley organica de conflictos jurisdiccionales: establece los organos que pueden conocer y el procedimiento a seguir para dirimir el conflicto
3.5 CUESTIONES PREJUDICIALES
Son otra excepcion al ambito objetivo de la jurisdicción penal española. 


- El ambito objetivo se extiende al conocimiento de la accion punitiva y de la accion de resarcimiento. 

- Al lado de la pretensión punitiva y eventualmente cuando la haya de la pretensión de resarcimiento, los organos de la jurisd. Penal española tb pueden conocer excepcionalmente y a los solos efectos de la represion del delito ( LOPJ) de unas det. cuestiones llamadas prejudiciales. Estas cuestiones prejudiciales son ajenas a la pretensión punitiva y de resarcimiento y pueden ser pretensiones tanto del orden civil comod el orden contencioso-adm, como del orden laboral pero cuya resolucion es necesaria que se haya realizado para poder dictar STC sobre la pretensión punitiva y en su caso la de resarcimiento. Son cuestiones conexas pero distintas a la pretensión punitiva. 

· ej// se esta investigando delito de allanamiento de morada y el imputado durante el proceso penal nos dice que es usufructuario o subarrendatario: eso no es pretensión punitiva ni de resarcimiento. Nos esta diciendo que tiene un derecho para entrar en esa vivienda pero para hacer valer ese derecho hay que ir al orden civil! 
     En cambio es necesario saber si esta persona tiene algun derecho de lo que se alega para acabar condenandole o absolviendole. 
-  Puede conocer el mismo juez del orden jurisd. Penal y puede declarar si existe o no derecho arrendaticio del imputado sobre la vivienda objeto de allanamiento?? O hay que ir al proceso civil y para el penal? Art 10 LOPJ : a los solos efectos prejudiciales cada orden jurisd, podra conocer de asuntos que no le esten atribuidos privativamente: por tanto el juez de la jurisd, penal podria conocer de este caso aunq no le este atribuida la competencia.

-   Que significa a los solos efectos prejudiciales o a los solos efectos para la represion del delito? Art 3 LECrim. Significa que en ppio ese juez del orden penal puede decir a estos solos efectos prejudiciales o de las represiones y declarar la existencia o no del arrendaminto alegado. Pero esa declaracion no va a producir efectos de cosa juzgada pq el arrendamiento no es competencia del orden penal sino que pertenece al orden civil. 

Ello no impide que en un proceso civil posterior se discuta ese derecho o no de arrendamiento y acabe diciendo que no existe o que existe tal derecho. 

(  Estas serian las cuestiones prejudiciales no devolutivas: son las que no requieren que se paralice el proceso penal y se vaya a discutar al organo civil correspondiente, nos devuelvan el expediente y a partir de alli se vuelva al proceso penal. Sino que se permite que el juez penal conozca a efectos prejudiciales de esa cuestion. 

Las cuestiones prejudiciales no devolutivas = art. 3 LECRIM se clasifican en : 

·       absolutas: art 5 LECrim

· relativas: art 4 LECrim: dentro de estas hay una excepcion que encontramos en el art. 6 LECrim: si esta cuestion prejudicial civil en ppio devolutiva versa sobre derechos reales relativos a bienes inmuebles y se funda en documento publico o en actos indubitados de posesion, entonces el juez de lo penal puede resolver directamente la cuestion prejudicial sin suspender ni tan siquiera el proceso durante los dos meses. 

(Hay otras cuestiones: c. prejudiciales devolutivas que exigen siempre la suspensión del proceso penal para que sea el orden jurisd. Civil el que resuelva la cuestion prejudicial y una vez resuelta en firme esta cuestion prejudicial por el orden civil se devuelva la competencia al juez del orden jurisd. Penal para que este juez de lo penal con base en la resolucion de la cuestion prejudicial que ha realizado un organo del orden jurisd. Civil dicte stc.  

(ej// la existencia de relacion de paternidad: se acusa a una persona de haber cometido un robo con fuerza en las csoas en casa de otra persona y el imputado dice que es hijo de la persona cuyo dinero se ha quedado al entrar en casa: si el imputado es hijo de un delito que afecta solo al patrimonio entonces concurre la excusa absolutoria del codigo penal y no puede ser condenado, sin perjuicio que no tiene derecho a quedarse el dinero. Si durante el proceso el imputado plantea esta cuestion hay que ir al orden juris. Civil. 

· Dentro de las cuestiones prejudiciales devolutivas las hay de dos clases: 

· absolutas: son las que hacen referencia al estado civil de las personas. Por tanto siempre daran lugaer a un proceso civil de los llamados inquisitivos dnd interviene el Ministerio fiscal. El objeto no pertenece a la libre disposición de las partes: son procesos civiles necesarios. En estas cuestiones prejudiciales absolutas se produce automáticamente en cuanto se plantea una de estas cuestiones la suspensión del proceso penal la cual no se va a alzar y el proceso penal no se reanudara hasta que no haya terminado el proceso civil inquisitivo ante el organo jurisdiccional civil correspondiente. 

· relativas:  cuando se plantea esta cuestión prejudicial relativa el juez en el orden penal suspende el proceso penal durante un plazo de dos meses. Si durante este plazo de 2 meses quien ha planteado la cuestión prejudicial acude al orden jurisd. Civil, interpone una demanda civil y por tanto inicia un proceso civil entonces la suspensión que inicialmente se a acordado por dos meses se amplia hasta que se resuelva en firme el proceso civil. Si por el contrario, planteada ante el orden penal la existencia de una posible cuestion prejudicial civil devolutiva relativa y paralizado por el juez penal el proceso penal no se interpone demanda civil en el plazo de dos meses, vencidos esos dos meses se alza automáticamente la suspensión del proceso penal y el juez penal asume la competencia para resolver esa cuestión prejudicial devolutiva relativa. 

· Excepciones: reguladas en el art. 6 de la LECr, y se refiere a que la cuestión civil prejudicial verse  sobre el derecho de propiedad de un inmueble o a otro derecho real, en tal caso, el Tribunal penal, podrá resolver acerca de ella siempre que tales derechos aparezcan fundados en un título auténtico o en actos indubitados de posesión
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TEMA 4
COMPETENCIA JUDICIAL
* ver cuadro. 
T.S.

AN // TSJ

AP/TJº   AP/TJº   AP/TJº

JP/JM  JP/JM  JP/JM  JP/JM  JP/JM

JI   JI   JI   JI   JI   JI   JI   JI   JI   JI   JI  

Jpz   Jpz   Jpz   Jpz   Jpz   Jpz   Jpz   Jpz   Jpz   Jpz

4.1 CONCEPTO Y CARACTERES

Concepto: El concepto de competencia penal es un matiz de la competencia judicial en general.


1) competencia judicial en general : es la facultad que tiene un determinado órgano judicial del orden jurisdiccional penal para conocer con preferencia al resto de órganos judiciales de ese mismo orden jurisdiccional penal respecto de un asunto concreto, de unos hechos concretos aparentemente delictivos. 


2) Característica competencia judicial en el orden penal: esta el carácter improrrogable: en el orden penal las partes no pueden elegir ni de común acuerdo ante que juzgado quieren que se juzgue o instruya unos determinados hechos delictivos. Es indisponible por las partes, es imperativa. 

Si se actuó careciendo de competencia: nulidad de los actos procesales y del proceso.

Para saber a cual de los distintos órganos que integran la pirámide judicial del Orden jurisdiccional penal corresponde el conocimiento de un asunto concreto debemos averiguar sucesivamente quien tiene la competencia vertical primero y quien tiene la competencia horizontal en segundo lugar:
· crit. de atribución de competencia vertical: en la pirámide jurisdic. se det. qué clase de órg. del orden jurisdiccional penal conocerá del caso (TS, AN, TSJ, AP, Juzg.Penal, J.Instruc., J.Paz,…)

· crit. de atribución de competencia horizontal o territorial.: se det., cuando ya se sabe la categoría, cuál de los dif.órg de una misma clase conocerá del caso concreto 

4.2 COMPETENCIA VERTICAL: OBJETIVA Y FUNCIONAL

Concepto Competencia Vertical: se trata de determinar que clase de órgano es el competente para el conocimiento de un determinado asunto. A los órganos de que nivel de la pirámide corresponde conocer de un det. asunto. Se desdobla en la objetiva y la funcional. 
( Preceptos


- Como órganos colegiados encontramos: 

      T. S .

Se encuentra en la cúspide de la pirámide del poder judicial en España. Tiene su sede en Madrid y tiene competencias en todos los órdenes jurisdiccionales y en todo el territorio nacional.

Art 57 LOPJ: desarrolla la competencia del TS que está en la parte superior.
Art. 57 LOPJ: La Sala de lo Penal del TS conocerá:

1. De los recursos de casación, revisión y otros extraordinarios en materia penal que establezca la ley.

2. De la instrucción  y enjuiciam. de las causas contra el Presid. del Gob., Presid. del Congreso y del Senado, Presid.  del TS y del CGPJ, Presid. del TC, miembros del Gob., Diputados y Senadores, Vocales del  del CGPJ, Magistrados del TC y del TS, Presid. de la AN y de cualquiera de sus Salas y de los TSJ, Fiscal Gen. del E’, Fiscales de Sala del TS, Presid. y Consejeros del TCuentas, Presid. y Consejeros  del Consejo de E’ y Def.del Pueblo, así como de las causas que, en su caso det. los EA.

3. De la instrucción y enjuiciam. de las causas contra Mag. de la AN o de un TSJ

En las causas del núm. 2º y 3º se designará de entre los m. de la Sala, conforme a un turno           preestablecido, un instructor, que no formará parte de la misma xa enjuiciarlas.


     A. N. 
AN con sede en Madrid y jurisdicción en todo el estado: Art 65 LOPJ y además en la LO 4/1988, en esta LO se establece la competencia de la AN para conocer de los asuntos de terrorismo. Es un órgano heredero directo del Tribunal de Orden Público que fue creado en su día para delitos de terrorismo. Actualmente, tiene competencias más amplias, además de los delitos de terrorismo en el orden penal y también tiene competencias en el orden laboral y en el contencioso-administrativo. Su ámbito competencial se extiende a todo el territorio nacional. Está formada por Salas servidas por 3 Magistrados.


    T .S. J

TSJ  : tienen su sede en la capital de la Comunidad Autónoma y competencia en todo su territorio. Conocen de asuntos del orden civil, penal, laboral y contencioso-administrativo, aunque en el orden penal tienen pocas competencias, destacan, entre ellas, el conocimiento de los recursos de apelación interpuestos contra sentencias del Tribunal del Jurado. Art 73 LOPJ  

Art. 73.3 LOPJ: Corresponde a la Sala de lo Civil y Penal del TSJ como Sala de lo Penal:

a) el conocim. de las causas penales que los EA reservan al conocim. de los TSJ.

b) La instrucción y el fallo de las causas penales contra jueces, mag. y miembros del MF x delitos o faltas cometidos en el ejercicio de su cargo en la CA, siempre que esta atrib. no corresponda al TS.

c) El conocimiento. de los rec. de apelación contra las resol. dictadas  en 1ºinst. x las AP, así como el de todos aquellos previstos en las leyes.

d) De la decisión de las cuestiones de compet. entre órganos juridic. del orden penal con sede en al CA que no tengan otro superior común. 

· Plano provincial: 


   A.P.

Audiencia provincial:  Tienen su sede en la capital de la provincia y competencia en todo su territorio. Están divididas por Secciones servidas por 3 Magistrados cada una de ellas. Además en ellas también se constituye el Tribunal del Jurado ad hoc, para el enjuiciamiento de  los delitos determinados en la ley.

competncias  art 82 LOPJ

Art. 82.1-3 LOPJ: Las AP conocerán en el orden penal:

1.De las causas x delito, a excepción de las que la ley atribuye al conocim. de los Juzg.Penal o de otros Trib. previstos en esta ley.

2. De los rec. que establezca la ley contra las resol.  dictadas x los Juzg.Instrucción y del Penal de la provincia.

3. De los rec. que establezca la ley contra las resol. de los Juzg.VigilanciaPenit.. cuando la compet. no corresponda a la Sala de los Penal de la AN.

4. De los rec.que establezca la ley contra las resol. en mat.penal dictadas x los Juzg.de Violencia sobre la mujer de la provincia. A fin de facilita el conocim. de estos rec., y atendiendo al núm. de asuntos existentes, deberán especializarse una o varias de sus secciones de conformidad con lo previsto en el art. 98 de la citada LO. Esta especializ. se extenderá a aquellos supuestos en que corresponda a la AP el enjuiciam. en 1ºinst. de asuntos atribuidos x los Juzg.ViolenciaMujer de la provincia. 

Xa el conocim. de los rec. contra resol. de los Juizg.Instrucción en juicio de faltas la AP se constituirá con un solo mag., mediante un turno de resparto.

Las AP conocerán tb. de los rec. contra las resol. de los Juzg.Menores con sede en la provincia y de las cuestiones de competencia entre los mismos. 

   Tribunal del Jurado

· Tribunal del jurado competencias art 83 LOPJ

* Como organos unipersonales encontramos: 


  Juzgados de lo penal

Juzgados de lo penal y juzgados de menores : ienen su sede en las capitales de provincia, aunque en algunos partidos judiciales se han creado también Juzgados de lo Penal
* juz. de lo penal: tienen un ambito territorial provincial y tienen que estar en las capitales de provincia pero excepcionalmente se preve la instalacion de juzg. De lo penal en partidos judiciales uqe asi lo requieran por su gran volumen de asuntos. (art 89 bis LOPJ)

Art. 89 bis LOPJ:

1. En cada provincia, y con sede en su capital, habrá uno o varios Juzg.Penal. podrán establecerse Juzg.Penal cuya jurisdic. se extienda a uno o varios partidos de la provincia, conforme a lo que disponga la legislación sobre demarcación y planta jud., que fijará la cuidad donde tendrán su sede. Los Juzg.Penal tomarán su denominación de la población donde tengan su sede. 

2. Los Juzg.Penal enjuiciarán las causas x delito que la ley det. A fin de facilitar el conosim. de los asuntos instruidos x los Juzg.ViolenciaMujer, y atendiendo al núm de asuntos, deberán especializarse uno o varios Juzg.Penal en cada provincia, según el art. 98 del la ley.

 * juzg. De menores: competencias en art 96 LOPJ: tienen sede en la capital de provincia. Todavía no hay fuera de la capital de provincia pero es de prever que si exigencias de gran volumen lo hacen necesarias se crearia y se modificaria la ley de demarcacion de plano judicial


  Juzgados de Instrucción

· Juzgados de instrucción: : Tienen su sede en la capital del partido judicial. Habitualmente, son juzgados mixtos, es decir, tienen competencias de Juzgado de 1ª Instancia y de Juzgado de Instrucción, cosa que no ocurre en los grandes núcleos de población, en los que tienen competencias separadas, por un lado los Juzgados de 1ª Instancia, con competencia en el ámbito civil y por otro lado los Juzgados de Instrucción, con competencia en el ámbito penal - Art 87 y 88 LOPJ

Art. 87 LOPJ: Los Juzg.Instrucción conocerán, en el orden penal:

a) de la instrucción de las causas x delito cuyo enjuiciam. corresponda a las AP y a los Juzg.Penal, excepto de aquellas causas que sean compet. de los Juzg.ViolenciaMujer. 

b) dictar stc. de conformidad con la acusación en loa casos establecido x la ley.

c) del conocim. y fallo de los juicios de falta, salvo los que sean compet. de los Jueces de Paz o de los Juzg.ViolenciaMujer

d) de los procedim. de habeas corpus

e) de los rec. que establezca la ley contra las resol. dictadas x los Juzg.Paz del partido y de las cuestiones de compet. entre éstos.

f) de la adopción de la orden de protección a las víctimas de la violencia sobre la mujer cuando esté desarrollando funciones de guardia, siempre que no pueda ser adoptada x los Juzg.ViolenciaMujer.

g) de la ejecución de medidas de embargo y aseguram. de pruebas transmitidas x un órg.jud. de un E’m. de la UE que las haya acordado en un P.penal, cuando los bieness o elem. de prueba se encuentren en un territ.español.

Art. 88 LOPJ: En la Villa de Madrid podrá haber uno o más Juzg.Centrales de Instrucción, con jurisdic.en toda España, que instruirán las causas cuyo enjuiciam. corresponda a la Sala de los Penal de la AN, o, en su caso, a los Juzg.Centrales de lo Penal y que tramitarán los expedientes de ejecución de las órdenes europeas de detención y entrega, así como los expedientes de extradición pasiva, en los términos previstos en la ley.

· Ámbito municipal

juzgados de paz: Están ubicados en todos los municipios, excepto en aquellos que son cabeza de partido judicial ya que en ellos que existe un Juzgado de Instrucción. En general tienen una competencia muy reducida, y en el ámbito penal con competentes para el conocimiento y enjuiciamiento de  determinadas faltas. El Juez de Paz no es profesional de la justicia99 y 100. 2 LOPJ

Art. 99 LOPJ: En cada municipio donde no exista Juzg.1ºInst. e Instrucción, y con jurisdicción en el término corresp., habrá un Juzg.Paz. Podrá existir una sola Oficina judicial xa varios juzgados.

Art. 100.2 LOPJ: En el orden penal, los Juzg.Paz conocerán en 1ºinst. de los procesos x faltas que le atribuya la ley. Podrán intervenir, igualm., en actuaciones penales de prevención, o x delegación, y en aquellas otras que señalen las leyes.

3. En la Villa de Madrid, con jurisdic. en toda España, habrá uno o varios Juzg.Centrales de lo Penal, que conocerán, cuando lo establezcan la leyes penales, de los causas x los delitos a que se ref. el art. 65 y de los demás asuntos que señalen las leyes. 

* El Tribunal Constitucional, así como El Tribunal Europeo de Derechos Humanos, se encuentran fuera de la pirámide judicial.

(   Competencia Objetiva Vs Competencia Funcional

La competencia vertical que determina a los órganos de que nivel de la pirámide corresponde la competencia se desdobla a su vez en dos clases de competencia:

1) competencia objetiva: se determina a su vez por tres criterios:

· cuantitativos: se refiere a la duración de la pena: cuantos años de prisión lleva aparejada la comisión de un delito. Es un criterio que determina la competencia de una clase o otra de órganos jurisdiccionales de la pirámide. 

· Cualitativos: se refiere a la clase de delitos, según el tipo de delito con independencia de la pena son reconducidos al conocimiento de una clase de órgano jurisdiccional determinada.

· Subjetivos; nos referimos al sujeto afectado por el proceso. A veces según quien va a ser el imputado de la parte pasiva contra la que se dirige la parte penal, o incluso según quien ha sido la victima se atribuye el conocimiento a una clase de organos o otros. 

Esta clasificación es de Girbau personal que puede coincidir con la de otros autores. La hace para facilitar la comprensión en el estudio de la LOPJ. 

2) competencia funcional: es la competencia que nos va a determinar que órgano jurisdiccional concreto y determinado va a conocer de cada una de las distintas fases del proceso penal, y por lo tanto que función va a tener cada órgano jurisdiccional a lo largo de un proceso penal. 

4.3 ORGANOS JUDICIALES, PROCESOS PENALES Y SUS INSTANCIAS

Podemos resumirlo en el siguiente cuadro: 
	CRITERIOS OBJETIVOS
	PROCESOS
	INSTRUCCIÓN
	ENJUICIAMIENTO
	RECURSOS

	CUANTITATIVOS
	P. ORDINARIO

Delitos prisión 

+ 9 años
	JUZGADO DE 

INSTRUCCIÓN
	AUDIENCIA 

PROVINCIAL
	CASACIÓN 

Ante Trib.

 Supremo



	
	P. ABREVIADO

Delitos prisión hasta

 9 años
	JUZGADO DE 

INSTRUCCIÓN
	AUDIENCIA 

PROVINCIAL

Pena > 5 años

JUZGADO DE LO

PENAL

Pena < 5 años


	CASACIÓN

Ante Trib.Sup.

___________ 

APELACIÓN

AUD. PROV.

Plazo 10 días

	
	JUICIOS RÁPIDOS

Delitos prisión 

=o< 5 años, o pena distinta
	JUZGADO DE

INSTRUCCIÓN
	JUZGADO DE LO

PENAL
	APELACIÓN

AUD. PROV.

Plazo 5 días

	
	JUICIOS DE

 FALTAS
	JUZGADO DE 

INSTRUCCIÓN

JUZGADOS DE

PAZ


	JUZGADO DE 

INSTRUCCIÓN

JUZGADOS DE

PAZ


	APELACIÓN

AUD. PROV.

1 Magistrado

APELACIÓN

JDO.INSTR.



	CUALITATIVOS
	TRIBUNAL DEL

JURADO


	JUZGADOS DE 

INSTRUCCIÓN

Proc. Especial


	TRIB. JURADO

Jurado + 1 Magist.

Presidente
	APELACIÓN

TSJ Comun.

 Autónoma

CASACIÓN

Ante Tribunal

Supremo

	
	ANTE AUDIENCIA

NACIONAL
	JUZGADOS

CENTRALES DE

INSTRUCCIÓN


	SALA PENAL A.N.

Pena> 5 años,

   3 Magistrados

JUZGADO CENTRAL

DE LO PENAL

Pena < 5 años
	CASACIÓN

Trib.Supremo

___________

APELACIÓN

Sala Audien.

Nacional 

	SUBJETIVOS
	PROCESOS DE 

MENORES
	MINISTERIO

FISCAL
	JUZGADOS DE

MENORES
	APELACIÓN

Audiencia

Provincial

	
	PROCESOS DE

AFORADOS
	1 Magistrado

Sala Penal del

Tribnal Supremo

1 Magistrado

Sala Penal del

TSJ Com. Aut.


	Sala Penal del

TRIBUNAL 

SUPREMO

Sala Penal del

TSJ Com. Aut.
	NO CABE

CASACIÓN

TRIBUNAL

SUPREMO

	
	VIOLENCIA DE

GÉNERO C/ MUJERES


	JUZGADOS

    VIDO
	+9 años AUD.

>5 años PROVINC.

< 5 años J.PENAL
	CASAC. T.S.

APEL A.PROV
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4.4 COMPETENCIA HORIZONTAL O TERRITORIAL

Una vez determinado que el conocimiento corresponde a un nivel o organo determinado entonces hemos de determinar en un plano horizontal a cual de los por ej// 1000 y pico juzgados de instrucción corresponde por razon de territorio el conocimiento de ese asunto concreto. Por eso a esta competencia se la llama también competencia territorial. 

Una vez ya tenemos det. que la fase de instrucción o investigación con carácter general salvo las excepciones (menores y pr.especiales para aforados) corresponde a los juzgados de instrucción que eran empezando por abajo los segundos en la pirámide. El inicio del rpoceso penal con carácter general corresponde a la competencia de los juzgados de instrucción en virtud de la explicación de hoy del ap. 4 de la lección determinaremos a cual de los 1000 y pico juzgados de instrucción que tenemos expandidos a lo ancho del territorio nacional corresponde el inicio de un proceso penal por unos echos concretos que han sucedido en algun lugar det. Y una vez lo sepamos entonces la compet. Funcional sube verticalmente según el cuadro de la clase anterior. 

La compet.horizontal tiene dos notas ctas. que la diferencian de la vertical:

· Es improrrogable: las partes no pueden decidir libremente qué trib. conocerá del asunto (competencia det. x Nn. imperativas). El juez aprecia la falta de competencia de oficio y remite la denuncia al que estima competente.


La denuncia siempre se admite a trámite si los hechos revisten apariencia delictiva; si se 
interpone ante órg.incompet. éste la remite automáticam. al competente.


La querella no se admite a trámite y es devuelta a quien la formuló si se presenta ante un 
juzgado sin competencia territ.- (aunque det. Juzg.Instrucción la admitan igualmente x 
el art.24 CE…)
· Tiene cter. dinámico, escalonado o evolutivo: El foro es el lugar de comisión del delito. Si éste no es conocido cuando inicia la investigación, se prevén crit. escalonados xa det. paso x paso al Juzg. territorialm. competente- si la compet.territ. no tuviera esta ctca. a veces ningún Juzg.Instrucción llegaría a ser competente…

4.4.1 Criterio Principal. Delitos Complejos y Conexos. 

Para completar al explicación de hoy debemos remitirnos a art. 9 y 14 LECrim., concretamente después de estudiar estos, en art 14.2 se establece cual es el criterio ppal de determinación de la compet. Horizontal o tb llamada territorial: para la instrucción de las causas será competente el juez del partido judicial en que el delito se hubiere cometido. 

A) Criterio Principal

Criterio Ppal:  Por tanto el criterio ppal es el lugar de comisión de los hechos: el  “forum delicti comissio”. Este criterio que aparece anunciado en la ley como el del partido en que el delito se hubiere cometido plantea varias cuestiones, algún problema que hemos de apuntar y resolver. 


1º) una cuestión de precisión terminológica: “juez de instrucción del partido judicial dnd se hubiere cometido el delito” en realidad cuando empezamos la instrucción no sabemos si realmente se ha producido el delito, la investigación se inicia por si unos hechos aparentemente delictivos realmente lo son, solo sabremos si existe o no delito cuando una stc penal firme, declare el delito, en aras de una mayor precisión terminológica el art. Tendría que decir “ dnd los hechos aparentemente delictivos se han cometido”


2º) se plantea en relación a los delitos complejos: son los delitos cuya acción se ha producido o cometido en el territorio de un partido judicial y cuyo resultado se ha cometido en el territorio de otro partido judicial distinto. Ej// falsificación de un cheque en bcn que  se consigue cobrar y por tanto se apropia indebidamente del dinero en una entidad de Sevilla. El tribunal supremo en este caso, dice que quien conocerá será el juzgado del lugar donde se produce del resultado. Además en los delitos dnd resultado se ha producido en el territorio de diversos partidos judiciales simultanea o sucesivamente, cual de los juzgados es competente para tramitar la investigación de la causa? El TS establece que cualquiera de ellos es competente y si han empezado varios juzgados a instruir una investigación por los mismos hechos será competente el que es inicio la investigación. Si por ejemplo varios inculpados han recibido la denuncia al mismo tiempo conocerá el órgano superior común a ambos juzgados quien determine a cual de ellos corresponde la competencia judicial para la instrucción de la causa. 


3º) los delitos conexos: estos delitos se producen en cualquiera de los 5 supuestos a los que se refiere el art. 17 de la LECrim. Considéranse conexos los delitos cometidos por dos o mas personas….. copiar!!! 

En ppio por cada delito o hecho aparentemente delictivo que se cometa debe iniciarse un sumario, pero excepcionalmente cuando entre varios delitos existe una det. conexión que este tipificada en estos 5 supuestos previstos en art. 17 se hace aconsejable en virtud del sentido común  que se investigue conjuntamente estos delitos entre los cuales hay cierta conexión.

En cuanto a los delitos que no revisten esta conexión, en el caso en que se impute diversos delitos a una misma persona hay que estar a que los distintos delitos sean de la misma o análoga naturaleza (que atacan a un mismo bien jurídico) y si se da el caso podrán ser juzgados como delitos conexos. 

( Que juzgado es competente para conocer de los delitos conexos? El art. 18 nos da una serie de reglas

 - art. 18.2: si todos los delitos se hubieran cometido todos ellos en la misma provincia, y alguno de ellos en la capital de la provincia, será juez competente el juzgado de instrucción de la capital de provincia. Si hay mas de un juzgado de la misma clase entra en un turno de reparto y va a parar a cualquiera de los juzgados de instrucción. 

- si el primer criterio no se puede aplicar, conocerá el juzgado del lugar dnd se hubiera cometido el delito mas grave, el que tiene una condena mayor. 

- si todos los delitos tienen prevista la misma pena en el CP será juzgado de instrucción competente para conocer el juzgado que antes hubiera iniciado la instrucción de la causa. 

- si todos los juzgados que están conociendo de estos delitos conexos empezaran a conocer el mismo día entonces corresponderá det. a cual de ellos se le atribuye la competencia al órgano superior jerárquico inmediatamente común a todos los juzgados que estén conociendo de alguno de los delitos conexos. 


4º)  un cuarto problema es que en muchos ocasiones en el momento de iniciarse la fase previa del proceso penal se ignora realmente dnd se han producido esos hechos aparentemente delictivos, ante esta situación de desconocimiento del lugar de comisión de los hechos aparentemente delictivos o se nos da otra comisión o no podrian investigarse estos delitos. Para evitar esta impunidad a falta de conocer el lugar de comisión de estos hechos aparentemente delictivos el art. 15 LECrim establece una serie de criterios subsidiarios respecto del criterio ppal y por tanto, serán jueces competentes: 

4.4.2 Criterios Subsidiarios

a) el del termino municipal o partido judicial en que se hayan descubierto las pruebas materiales del delito 

b) si no se han descubierto pruebas materiales de los delitos será competente el juez del partido judicial en el que el presunto reo haya sido aprehendido. 

c) Si todavía no hemos conseguido detener al sospechoso y no tenemos pruebas materiales de su comisión ni sabemos el lugar de comisión, hay un subsidiario criterio que es el del lugar de residencia del presunto reo.  

d) Lo mas normal es no conocer el lugar de residencia del presunto reo, se establece pues una Cláusula de cierre: sera competente a falta de la concurrencia de ninguno de los supuestos anterior el juez que haya tenido noticia del delito. 

Estos criterios cada uno de los cuales es subsidiario del anterior entran en juego de una forma evolutiva, dinamica dentro del proceso penal. Significa que a medida que se van desvelando la concurrencia la competencia puede ir pasando de mano en mano por distintos juzgados hasta llegar al del lugar de la comisión de los hechos aparentemente delictivos. 

Con todos estos criterios lo que pretende el legislador es que en cada momento de la investigación, del proceso, conozca del asunto el juez que este en una mejor posición, en una mayor proximidad con los hechos objeto de su investigación ( esto es lo que se pretende con los criterios de competencia vertical y horizontal): 


Vertical: que los delitos más graves fueran enjuiciados por los organos mas imp. Dnd estan los magistrados de mayor categoría profesional que son los que teóricamente tienen mayor conocimiento y categoría profesional para un mayor éxito de la investigación. 

4.5 DETERMINACIÓN Y CONTROL DE LA COMPETENCIA. CUESTIONES DE COMPETENCIA

La competencia judicial es improrrogable, esto significa que los jueces y tribunales del orden jurisdiccional penal deben apreciar de oficio su competencia y en su caso su falta de competencia sin necesidad de que ninguna de las partes denuncie esa supuesta falta de competencia. O ponga en conocimiento que alguien considera que el juez que esta conociendo es competente. 


-  Las Partes: Que el juez tenga que apreciar de oficio su competencia o no significa que las partes no puedan, si el juez no lo advierte, denunciar esa falta de competencia a través de dos procedimientos: 
a) la Inhibitoria, que se interpone ante el Juzgado que la parte estima competente a fin de que reclame el procedimiento al Juzgado que está conociendo

b) la Declinatoria, que se interpone ante el Juzgado que está conociendo y al que la parte solicita que decline a favor del que la parte estima competente

Las cuestiones de Competencia: 

( Las consecuencias de la falta de competencia serán distintas según si los actos procesales se hayan realizado por un juez carente de competencia. Vertical o horizontal. 


1) Competencia vertical: si se llega a determinar que ha estado instruyendo o investigando un juez carente de competencia Vertical, la consecuencia de esa declaracion de incompetencia vertical es la nulidad de pleno derecho de todo lo actuado 238.1 LOPJ


2) Competencia horizontal: si hay declaración de falta de comp. Horizontal la consecuencia es la falta de inhibición a favor del juzgado que ha sido declarado competente. Si hay dos juzgados de instrucción que se consideran ambos competentes nos hallamos ante una cuestión positiva de competencia.  Cuando ninguno de los dos jueces quiere conocer del asuntos nos hallamos ante una cuestion negativa de competencia. 
En ambos casos (cuestión positiva y negativa de competencia) resuelve la cuestión de competencia el órgano superior inmediato común a ambos órganos judiciales en conflicto. 

Las cuestiones de competencia estan reguladas en art. 19 a 46 LECrim. 

Cabe decir que según se desprende de los criterios establecidos en la LECr, el legislador, prefiere que conozca el órgano mejor situado respecto del lugar de comisión de los hechos.
TEMA 5

LAS PARTES ACUSADORAS

5.0 INTRODUCCIÓN
El proceso penal tiene un doble objetivo:


( la Pretensión punitiva que en el proceso penal siempre es obligatoria. (imposición de una pena)


( la Pretensión de resarcimiento (accion de responsabilidad civil derivada del delito). Esta es optativa y en todo caso subsidiaria de la pretensión penal. 
Legitimación: En el proceso penal Quienes están legitimados para ejercer esas acciones? Y quien esta legitimado pasivamente para q frente a el se ejerciten estas acciones?


(Legitimación activa: la ostentan las partes acusadoras


(Legitimación pasiva: la ostentan el imputado y el responsable civil. 

*  Las Partes Acusadoras: La materia de las partes acusadoras se encuentra regulada de forma desordenada en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, en los artículos del 100 al 117 y en lo relativo a la querella en los artículos del 270 al 281.

5.1 EL MINISTERIO FISCAL. POSICIÓN Y FUNCIONES EN EL PROCESO PENAL. ABSTENCIÓN
Hay que distinguir el Ministerio fiscal (la acusación pública) de los otros 4 posibiles partes acusadoras en el proceso penal

1) Ministerio Fiscal:

(  Regulación: se encuentra regulado principalmente en el art. 124 de la Constitución Española, según el cual: 
“ 1. El Ministerio Fiscal, sin perjuicio de las funciones encomendadas a otros órganos, tienen por misión promover la acción de la justicia en defensa de la legalidad de los derechos de los ciudadanos y del interés público tutelado por la ley, de oficio o a petición de los interesados, así como velar por la independencia de los Tribunales y procurar ante éstos la satisfacción del interés social.

2. El Ministerio Fiscal ejerce sus funciones por medio de órganos propios conforme a los principios de unidad de actuación y dependencia jerárquica y con sujeción, en todo caso, a los de legalidad e imparcialidad.

3. La ley regulará el estatuto orgánico del Ministerio Fiscal

4. El Fiscal General del Estado será nombrado por el Rey, a propuesta del Gobierno, oído el Consejo General del Poder Judicial.”

Precisamente, en desarrollo del punto 3 del artículo anterior se dictó la Ley Orgánica 50/1981, de 30 de diciembre, que regula el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal.

(  Características: actúa en el orden jurisdiccional penal ppalmente. En los demas ordenes jurisdiccionales tiene un papel secundario, excepcional. 

Por lo tanto el MF siendo un funcionario es parte, no es juez, sino que es una parte acusadora en el proceso penal. Pero una parte anómala que se distingue del resto de partes por una serie de características: 

a) es una parte pública: es un funcionario, o cuerpo de funcionarios ( perteneciente a la fiscalia) regulado en art. 124 CE (copiar art. 124.1 y 124.2) y en el Estatuto Orgánico del MF aprovado por LO 50/1981 de 30 de diciembre. El MF se rige por una serie de ppios que lo caracterizan

a. ppio de unidad de actuación: tiende a enderezarse por las circulares de la fiscalia del estado
b. ppio de dependencia jerarquica. Cada ministerio le debe obediencia a su superior jerárquico
c. ppio de legalidad: el MF no solo debe de acatar la ley y cumplirla sino que esta precisamente para velar para que todo ciudadano respete la ley y perseguir la infracción de las leyes imperativas más imp. Que son las penales. 
b) es una parte imparcial: es algo casi contradictorio pq si es parte deberia ser parcial, pero la CE det que el MF se rige por ppio de imparcialidad. Significa que lo hace en defensa del interés del estado, no en interes prpio. Cuando ejerce la accion publica no teme perder el pleito, lo que teme es equivocarse. Y, precisamente por ello si el MF obtiene stc favorable a la acusación que ha ejercido pero llega a la conclusión que la stc es incorrecta entonces esta legitimado para recurrir la stc si considera que esta no es lo mas ajustado posible a la legalidad( no suele pasar). Es una diferencia del MF con el resto de partes ya que si fuera cualquier otra de las partes a la que la stc le haya dado totalmente la razon esa parte no estaria legitimada para recurrir. Para entender la imparcialidad del MF y la imparcialidad del juez debemos acudir al ppio de indubio pro reo, este ppio ha sido superado por el ppio de prsunción de inocencia, pero esa impacialidad del MF en rel. Al ppio indubio pro reo juega al contrario que la imparcialidad del juez en rel este ppio

      una vez finalizada la investigación si el juez no tiene claro si el imputado es autor de un delito , en caso de duda el fiscal acusará y será en el juicio donde habra que practicar las pruebas necesarias para ver si es culpable o no. Después de practicadas las pruebas en el juciio si sigue albergando dudas en su mente sobre la culpabilidad o inocencia del acusado respecto los hechos el juez debe absolver por imperativo constitucional del derecho de la presunción de inocencia. 

c) el fiscal es una parte privilegiada: esto lo distingue del resto de las partes. Podriamos entender que este carácter es una consec mas o menos logica del carácter público de esta parte. 

Es privilegiado pq siendo parte si pierde y le desestiman totalmente su pretensión nunca sera condenado en costas

Es privilegiado pq incluso en supuestos en q juzgado de instrucción acuerda el secreto extraordinario del sumario ( en ppio el sumario no puede ser consultado ni puede tener acceso al mismo ninguna de las partes) el MF si que puede tener acceso a ese sumario. 

El MF es tratado por los jueces como un colega, de una forma más afín,  en cambio el resto de los representantes de las partes no son tratados del mismo modo, sino con cierta desconfianza. Ej// De echo en la investigación cuando el juez cree que el detenido debería ingresar en prision, como juez no puede acordar de oficio la prision provisional sino que tiene q pedirlo alguien, el juez llama al fiscal para que vaya al momento y pida la prision provisional o al ministerio para que le envien a alguien y pida la prision provisional!!. 

5.2 ACUSADOR POPULAR; 5.3 ACUSADOR PARTICULAR; 5.4 ACUSADOR PRIVADO; 5.5 ACTOR CIVIL

Resto de las partes (distintas al MF) 

Estos tienen a su vez unos rangos característicos comunes a todas ellas. Nos referimos al: 

1) acusador popular

2) acusador particular

3) acusador privado

4) actor civil

(  caracterÍsticas comunes a estos 4:


1) su posición en el proceso es independiente de la posición que adopte el MF: aunque el MF no acusara podria estar acusando el acusador popular o el particular y el privado ademas suele acusar en supuestos dnd no interviene el MF. 

2) Ninguna de estas 4 partes acusadoras puede acusar a sus familiares más proximos por delitos de carácter patrimonial: si que pueden acusar por delitos de personas. Esta imposibilidad de acusar por delitos que no sean contra las personas la encontramos en art. 103 y 277 LECrim y tb en art. 268 CP dnd se regula la excusa absolutoria: se demuestra que el excusado del delito patrimonial era familiar del acusador.

3) Las personas que pueden ocupar esta condición de acusar si quieren ejercer esta condición deben de hacerlo antes de que termine el trámite de calificación:  se pueden personar como acusación en cualquier momento de la investigación hasta el momento en que haya terminado el plazo para formular acusación. Cuando el juez de instrucción da el traslado por el plazo de 5 dias para la calificación de la acusación si no se presenta en el juzgado una acusación ya no podrá hacerlo. 

4) Todos estos acusadores deben acudir al proceso asistidos por un abogado que los defiende y representados por un procurador de los tribunales: a esto se refiere el ap 7 de la lección (postulación procesal). Hay necesidad de postulación procesal. La fiscalia no tiene que ir con abogado y procurador pero el resto de acusadores si!. 

5) Todos, cualquiera de ellos, pierden su condición de parte en el proceso por unas mismas causas: 

a. la finalización del proceso

b. el desistimiento o la retirada del proceso : si cualquiera de las partes retira la acusación o desiste pierde su condición de parte pero el proceso sigue

c.  si en algun momento durante el proceso pierden alguno de los requisitos que se exigían para que ostentara esa posición acusadora. 

Art. 100 -117 y 270-281 LECrim

Art 259, 287, 306 y 308 LECrim

(  Noción de las partes 

1) Acusación popular es una parte no perjudicada por el delito. La acción popular esta prevista en el art. 125 CE: “Todos los ciudadanos podrán ejercer la acción popular y participar en la Administración de Justicia mediante la institución del Jurado, en la forma y con respecto a aquellos procesos penales que la ley determine, así como en los Tribunales consuetudinarios y tradicionales.”.. Esta bien que la CE prevea esta figura porque si el MF se rige por principio de dependencia jerárquica habría veces en que MF se encoje para realizar una acusación, entonces esta bien que se prevea el acusador popular porque desinteresadamente pueda acusar. 

Art. 19.1 LOPJ, 101 y 270 LECrim. 
Es una institución pensada para ciudadanos no víctimas ni parte perjudicada directamente, algo así como una figura filantrópica un ciudadano que actuaría no por un interés propio sino en interés de toda la sociedad, debiendo, además, exponer para ello sus propios recursos económicos.

2) Acusación particular: es la víctima del delito y si la victima ha muerto sus familiares
3) Acusación privada: es la victima del delito privado: es decir, de aquellos que atentan contra el honor, como son el delito de injurias y el calumnias.

4) Actor civil:  es la parte perjudicada que no ha sido victima del delito (salvo en delitos privados). La persona física o jurídica que como consecuencia del delito se le han producido unos perjuicios económicos y que tiene derecho a reclamar estos perjuicios dentro del proceso penal en que se enjuicia estos delitos. ( el caso más común es el de las aseguradoras) 
(  Es necesaria la intervención de cada una de estas partes en el proceso?

Ministerio fiscal:  en ppio en todos los procesos penales debe intervenir el MF. Debe haber una figura que sirva como instrumento para ejercer la pretensión penal. Excepcionalmente el MF no es necesario que este presente en procesos penales por delitos privados ( hablamos de injurias y calumnias) en estos debe haber siempre acusador privado
Acusación popular: no es una parte necesaria del proceso penal 
Acusación particular:  no es parte necesaria
Acusación privada: es parte necesaria en proceso por delito privado. Se constituye en requisito indispensable para  la persecución de este tipo de delitos. Su presencia impide y excluye la del Ministerio Fiscal (acusador público)

Actor civil: no es necesaria. Puede no querer demandar nada o ir por el proceso civil. Es eventual o accesorio
( Pueden ejercer la Pretensión punitiva?

Ministerio fiscal: si debe ejercerla
Acusación popular: ejerce la pretensión punitiva, no la de resarcimiento
Acusación particular: si puede ejercerla
Acusación privada:  si
Actor civil: no porque no es victima del delito. 
(Puede ejercer la pretensión de resarcimiento?

Ministerio fiscal: el fiscal debe ejercer la acción penal siempre que existan hechos aparentemente delictivos y debe ejercer la pret. de resarcimiento a favor de las victimas o perjudicados por el delito salvo algunos supuestos:

-   salvo que la victima o perjudicado haya renunciado a ser resarcido por los perjuicios que le ha producido el delito. Debe renunciar expresamente

· si la victima se ha reservado la accion civil derivada del delito para ejercitarle en un proceso civil posterior cuando finalice el proceso penal y en este proceso penal solo se ejercita la acciona punitiva

· si durante la fase de instrucción el imputado ya ha satisfecho económicamente el perjuicio producido a la victima. 

Acusación popular:  no puede ejercer la pretensión de resarcimiento
Acusación particular: si puede ejercerla
Acusación privada: sí ( normalmente se ejerce conjuntamente con la punitiva)
Actor civil; si
(  Requisitos de capacidad

Ministerio fiscal: su capacidad viene determinada por su propio estatuto organicao: se exige que debe ser ciudadano español, mayor edad, licenciado en derecho y que haya superado una oposición 

Acusación popular: es un derecho de todo ciudadano español por lo tanto ha de tratarse de persona física mayor de edad y de nacionalidad española sin embargo la jurisprudencia viene admitiendo de forma amplia que sean pers. Juridicas quienes ejerzan la acusación popular pq es difícil que las personas fisicas realicen esta acusación en la practica y en realidad los unicos que las ejercen son asociaciones, sindicatos.. que se embarcan en un proceso penal con finalidad no tan filantropica sino con una finalidad mas o menos legitima de hacerse autopropaganda. 

Acusación particular: debe tratarse de una personalidad jurídica  ( por ejemplos en menores de edad los padres como tutores. El menor es victima y parte pero aparece representado por sus padres o el MF en su parte. Pueden ser persona fisicas y juridicas. 
Acusación privada: aunque en ppio deberia tratarse de personas fisicas pq se trata de delitos de injurias y calumnias en la practica a veces se admiten personas jurídicas como acusadores privados. 

Actor civil: igual q acusador particular

(  Requisitos para su legitimación

Ministerio fiscal: coinciden con los de capacidad. No se require revestir ningun otro requisito de legitimación 

Acusación popular: la ley exige que se presente querella criminal asistido de abogado y representado con un procurador, no basta con la simple denuncia y que se preste fianza. La ley quiere que quien intervenga en el proceso penal no sea alguien con animo fraudulento que quiera acusar a alguien que sea inocente. Pero la jurisprudencia ha rebajado muchisimo la fianza, para que algunas sociedades que no tienen tal liquidez puedan acusar pidiendo al juez una reducción de fianza pq sino estariamos vulnerando el ppio de tutela judicial. Nunca puede ser una fianza que impida participar en el proceso penal. 

 Esa fianza, si se absuelve al querellado servirá para resarcir a este último del agravio de la querella y, por tanto, el acusador popular perderá la fianza constituida.

Acusación particular: basta con que manifieste ante el juzgado asistido por abogado y procurador su voluntad de ser parte. Se le notificara a travs de su procurador todas las actuaciones que se ejerciten
Acusación privada: deberia tratarse de personas físicas pero se admiten las jurídicas.  
Actor civil: son lso mismos que se exigen para el acusador particular
5.6 LA PROTECCIÓN DE LA VÍCTIMA NO ACUSADORA Y SU POSICIÓN EN EL PROCESO
La víctima que no es acusador en el proceso penal, no es parte, no obstante la ley  protege a las víctimas.

La policía, en un primer momento del proceso, debe informar a la víctima sobre sus derechos y especialmente el de constituirse en parte, así como su derecho a solicitar asistencia jurídica gratuita. La  policía también informará  del derecho que asiste a la víctima para que la propia policía  interese del Ministerio Fiscal una orden de protección para la víctima.

La víctima tiene derecho también a la misma protección de que gozan los testigos y los peritos.

Igualmente, la víctima tiene derecho que se le notifiquen las resoluciones que afecten a la situación personal del imputado y de las modificaciones de la misma.

Existe el deber de notificar a la víctima las resoluciones que pongan fin al procedimiento, por ejemplo el auto de archivo o de sobreseimiento; en ese momento, la víctima puede decidir si se constituye en parte porque puede recurrir el auto de archivo o el de sobreseimiento, incluso el de libertad provisional.

Desde 1995 existe una ley que establece una ayuda económica para las víctimas de delitos violentos, también se debe informar a las víctimas de esas ayudas públicas.
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TEMA 6:
EL IMPUTADO

6.1 CONCEPTO, CAPACIDAD Y DENOMINACIÓN

(  Concepto
El imputado es el protagonista del proceso penal frente al que se ejercita la pretensión punitiva. Es la parte pasiva necesaria del proceso penal. Si al final de una investigación no hay una persona a la que imputarle los hechos aparentemente delictivos, se archiva la causa y nunca habrá juicio. Frente al acusado se ejerce la pretensión punitiva y también se puede ejercer contra él la pretensión de resarcimiento si se trata de un delito que produce daños.

El concepto de imputado no está en la ley (recientemente se ha promulgado la Ley de Datos en la que se hace mención a la regulación para respetar todas las garantías en el proceso de la comprobación del ADN en muestras y fluidos, pero no está en vigor todavía).

El imputado es aquella persona a la que en el marco de un proceso penal se le atribuye haber participado de una u otra forma en la comisión de unos hechos aparentemente delictivos. 

- Adquisición de La condición de imputado se adquiere en el momento en que la autoridad fiscal o judicial informa al sujeto sobre qué se le imputa. 

La ley obliga a notificar la condición de imputado a una persona desde el primer momento en que se tiene sospechas de su participación en los hechos, salvo en los casos excepcionales de secreto de sumario.
( Efectos que se producen a partir del momento de la imputación:
· se interrumpe la prescripción del delito

· el sujeto adquiere derechos procesales que puede ejercitar desde ese momento, el más importante de ellos es el derecho de defensa, que engloba además el derecho a ser informado de todas las diligencias de investigación que se practiquen y que se le permita, a través de su Abogado, intervenir en la práctica de las mismas.

( Pérdida de la condición de imputado:

· por la extinción del proceso

· por la desimputación. Figura que no regula la LECr, sin embargo, la doctrina exige que a partir del momento en que se descarta la sospecha contra el sujeto se debe dictar auto de archivo respecto de esa persona.

( Capacidad
La capacidad para ser imputado solamente puede ostentarla una persona física.

-  En los procedimientos penales contra menores el sujeto imputado deberá tener entre 14 y 18 años, los menores de 14 años son inimputables.
 La fiscalía esta promoviendo una iniciativa para reducir la edad penal hasta los 12 años. El mayor es el actor intelectual y el menor actor material, seria imputado desde el momento que se sospeche de el. A más cuando no se tiene claro si una pesona tiene mas o menos de 14 o de 18, la propia ley establece desde 1881 no habla de 14 si se duda sobre la edad, el juez de instrucción debe ordenar diligencias periciales, para averiguar la verdadera edad del niño, o incluso biológicas, por el tamaño de los huesos con cierta aproximación la edad de una persona Los mayores de 18 para poder ser imputados, deben estar en principio pleno uso de sus facultades , no es un concepto de la ciencia psicológica, dementes de la ley de LECrim por incapaces. En este caso si se duda, tiene sospechas sobre la capacidad cognitiva o volitiva debe ordenar diligencias periciales de reconocimiento a cargo del medico forense, especializados en psiquiatria. 


Si se duda sobre la capacidad o no hay que acurdir al 365 de la LECri, 383 edad, al inicia del momento de la adquisición de imputado hay que informarle, conicion procesal de imputado, adquiere a su vez sus derechos procesales a su condicion de imputado, es el derecho de defensa. La condicion de imputado produce el efecto de interrumpir  la prescripción del delito.

-  En el resto de los procedimientos penales, son requisitos para que la persona física pueda ser imputada que sea mayor de 18 años y que no esté incapacitada; en muchas ocasiones, la determinación de la capacidad es objeto de la propia investigación.

( Denominación
Respecto a la denominación  que se le da al sujeto involucrado en los hechos aparentemente delictivos es una figura que va cambiando y evolucionando durante la tramitación e instrucción del proceso penal:
· en primer lugar al sujeto se le denomina imputado

· si se descarta su participación, se produce el archivo, por tanto desaparece la imputación
· si a raíz de la investigación, lo que en un primer momento eran sospechas se convierten ahora en indicios racionales de criminalidad y se tramita por la vía del Procedimiento Ordinario, se dictará Auto de Procesamiento y el inicialmente imputado pasa a denominarse procesado
· el mismo sujeto imputado, después de la instrucción una vez que se ha formulado acusación, pasa a denominarse acusado

· una vez celebrado el juicio, si se dictase sentencia condenatoria, sería ahora condenado
· finalmente, una vez que la sentencia gana firmeza el sujeto será denominado penado o reo.

*  Además, la Ley de Enjuiciamiento Criminal se refiere a la figura del imputado de forma impropia, es decir de manera incorrecta y en ocasiones irrelevante, así podemos hallar en la Ley los términos de:
· inculpado

· presunto culpable

· presunto reo

· delincuente

Igualmente, en la práctica se utilizan términos como:

· encartado

· denunciado

· querellado

· encausado

Todos estos términos  deberían ser sustituidos por imputado.

6.2 DERECHOS DEL IMPUTADO
( Regulación: Los derechos del imputado son objeto de una pluralidad de regulaciones:
· art. 6.3 del Convenio Europeo para la protección de los Derechos Humanos

· arts. 17.3 y 24 de la Constitución Española

· artículos  de la Ley de Enjuiciamiento Criminal:

· 118 (derechos del imputado)

· 520 (derechos del detenido)

· 767

· 775

· 796.2

· 797.1 y 3

Los derechos del imputado no han sido objeto de una regulación estipulada, hay que hacer una lista de los mismo.
( Derechos: 

1) Dº a ser informado: Que el sujeto tiene derecho a ser informado de su condición de imputado en el momento de su detención o citación policial o bien de su momento de citación policial. Esto se reconoce en la LECr desde la reforma procesal de 1983, excepto en los casos de secreto de sumario regulados en el art. 302 de la LECr, la duración del secreto tendrá el plazo de un mes pero ese mes puede ser prorrogado más veces, de mes en mes.

También tiene derecho a ser informado del resto de sus derechos.(520 LECrim) a esos derechos se hace referencia cuando se examina la detención, medidas cautelares, el principal de sus derechos es el derecho de defensa. . Principalmente de los derechos de defensa reconocidos en el art. 24 de la Constitución Española:  Articulo 24.1 proceso del derecho a la tutela judicial efectiva, y el 24.2 derecho a la defensa, pureba, recursos. 

 Al derecho de defensa por Abogado se puede renunciar en tres casos:

· en el Juicio de Faltas

· en la primera declaración policial de una persona cuando se le imputa un delito contra la seguridad en el tráfico por conducción bajo efectos de bebidas alcohólicas o drogas

· en el acto del juicio, cuando se le concede el derecho a la última palabra.

2) Dº a una defensa: tiene derecho a estar presente en todas las diligencias de investigación y en todas las pruebas que tengan lugar, aunque solo sean las propuestas de la otra parte, y tambien participar, el derecho a la contradicción, quien te esta inculpando, del derecho de defensa. El derecho de defensa no es el derecho a la autodefensa, sino que se debe ejercer obligatoriamente a través de la postulación procesal, derecho a ser defendido por abogado.   El derecho de defensa se convierte a la autodefensa 

Supuesto de detención por delito por seguridad en el tráfico, sospechoso. Hay que asistirlo de abogado, posible alcoholemia, o substancias psicotrópicas, puede renunciar a la asistencia de abogado, a la disposición judicial, tiene que ser asistido de letrado. 

Supuesto de los juicios de faltas, lo que se l e imputa al sospechoso es la participación de hecho constitutivo de falta no de delito, el imputado se autodefienda, con el coste, que supone el abogado. Hay autores que se ejerce el derecho a la autodefensa en el derecho a la ultima palabra, según el profe (GIRBAU) son diligencias de investigación o de prueba cuyo objeto es el imputado.  La declaración de imputado no puede contestar por él.

* el de defensa es un derecho-deber a:

-  estar asistido de Abogado en todo el proceso penal desde el momento de la imputación.

El imputado tiene derecho a designar Abogado, pero en el caso de que no lo designe se le nombrará uno de oficio. El nombramiento de oficio es distinto del derecho de asistencia jurídica gratuita: la persona que no ha nombrado abogado y se le designa y carece de medios para costearse el abogado, asistencia jurídica gratuita, en caso contrario si tiene patrimonio  o percibe el doble del SMI. Según las reglas de la asistencia jurídica gratuita, le va a tener que pagar el imputado aunque no lo haya elegido él. Tendrá que pagar
 -  La representación por Procurador también es para todas las partes un derecho-deber. Sin embargo,  con respecto al imputado  se producen las siguientes especialidades:
· en la tramitación del procedimiento ordinario debe estar asistido de Procurador desde el primer momento, de manera que si no lo designase se le nombrará del turno de oficio
· en el procedimiento abreviado puede permanecer sin Procurador durante la instrucción, en ese caso, el Abogado asume la defensa  y la representación durante esa fase (art. 768 y 784 LECr)
· en los juicios rápidos no necesita la representación del Procurador hasta el acto del juicio oral, incluso el escrito de defensa se puede presentar sin Procurador
· en los juicios de faltas, sólo será imprescindible estar representado por Procurador en el caso de que se quiera apelar la sentencia.

3) Dºs del imputado detenido:

· Dº a guardar silencio o a no contestar algunas preg.

· Dº a no declararse culpable/ no declarar contra sí mismo

· Dº a designar abogado y que éste intervenga en toda diligencia

· Dº a que se ponga en conocimiento de quien quiera la detención del imputado (No dº a que el imputado llame sino la poli. llama e informa de la detención). Los extranjeros además tienen dº a que se informe al consulado, si lo piden.

· Dº a la asistencia de un intérprete xa la declaración (o antes xa saber su nacionalidad, etc.) si el detenido es extranjero que no entiende/habla el idioma.
· Dº a ser reconocido por el médico forense o médico de la institución penitenciaria. 
6.3. Ausencia del imputado. Requisitoria. Rebeldía y recurso de anulación
( Ausencia del Imputado

1) En el P.Civil el dmdo. puede optar x comparecer y contestar o permanecer en rebeldía. 

2) En el P.Penal el dmdo. tiene el deber de estar presente siempre : Art. 512 LECr:

      “Si el presunto reo no fuere habido en su domicilio y se ignorase su paradero, se expedirá requisitoria a los Jueces de Instrucción en cuyo territorio hubiese motivos para sospechar que aquél se halle; y en todo caso se publicará aquélla en la “Gaceta de Madrid” y “Boletín Oficial” de la provincia respectiva, fijándose también copias autorizadas, en forma de edicto, en el local del Juzgado o Tribunal que conociere de la causa y en el de los Jueces de Instrucción  a quienes se hubiese requerido”.

La Requisitoria: El juez lo declara ausente mediante auto de “requisitoria”(art.513 y 514 LECrim.+ art.835 a 838 LECrim.: mera situación de hecho x la que no se presume la voluntad del imputado de huir de la justicia) + expide orden de búsqueda y presentación voluntaria, que envía a la poli. y a los Juzgados de los Partidos Jud. en cuyo territorio se sospecha pueda hallarse el imputado. Tb. es publicada en estrados (tablón de anuncios de los Juzg.) y posiblemente en boletinesArt.  
Es decir:  En muchas ocasiones la instrucción se inicia sin tener un sospechoso ni sospechoso. Se inicia una investigación por un supuesto de homicidio o asesinato. Si no se encuentra un sospechoso, no estamos ante un ausencia o rebeldía es falta de imputado, entonces en ese supuesto se dicta un auto e sobreseimiento provisional, hasta que la fiscalia o policia fundadamente de una persona. Hasta que tengamos sospechoso o prescriba el delito, sino sera LIBRE!!!!!!!!!!!!!!!!!!!! Aclaración previa: ausencia o rebeldia /tenemos que haber sospechado de alguien, la policía, la fiscalía, cmo supuesto autor de un hecho delicitivo, y un supuesto domicilio, para citar a la comparecencia, si personados los agentes de policía que se supone perteneciente al sospechosono lo encuentran ni a nadie , del paradero del sospechoso, entonces se informa al juzgado de la citación infructuosa, se declara ausente. El considerarlo ausenten no hace sospechar que quiera eludir la acción de la policía. Si sobretodo no ha cometido el delito, no lo pone en  busca ni captura, es dictar un auto justificando porque es sospechoso de los hechos de cometer hechos delictivos, REQUISITORIA, se envía la carta tanto a la policía, como a los Juzgados de los territorios, donde pueda suponerse que se halla el imputado o sospechoso (no es imputado por su condición), se publica en estrados (tablón de anuncios del propio Juzgados y en ocasiones en el Boletín de la Provincia. Es informar del plazo para comparecer voluntariamente en el Juzgado de instrucción en el que se esta llevando a cabo una investigación por hechos aparentemente delictivos. 

513 LECr: “En la requisitoria se expresarán el nombre y apellido, cargo, profesión u oficio, si constaren, del procesado rebelde, y las señas en virtud de las que pueda ser identificado, el delito por que se le procesa, el territorio donde sea de presumir que se encuentra y la cárcel adonde deba ser conducido” 
Art. 514 LECr: “ La requisitoria original y un ejemplar de cada periódico en que se hubiese publicado se unirán a la causa”.

Art. 515 LECr: “El Juez o Tribunal que hubiese acordado la prisión del procesado rebelde,  los Jueces de Instrucción a quienes se enviaren las requisitorias, pondrán en conocimiento de las Autoridades y agentes de policía judicial de sus respectivos territorios las circunstancias mencionadas en el art. 513”.

Título VII del Libro IV de la LECr: del procedimiento contra los reos ausentes

Art. 835:

“Será llamado y buscado por requisitoria:
1. el procesado que al ir a notificársele cualquiera resolución judicial no fuere hallado en su domicilio por haberse ausentado, si se ignorase su paradero; y el que no tuviese domicilio conocido. El que practique la diligencia interrogará sobre el punto en que se hallare el procesado a la persona con quien dicha diligencia deba entenderse, con arreglo a lo dispuesto en el artículo  172 de esta ley
2. el que se hubiere fugado del establecimiento en que se hallase detenido o preso
3. el que, hallándose en libertad provisional, dejare de concurrir a la presencia judicial el día que le esté señalado o cuando sea llamado”.

Art. 836:

“Inmediatamente que un procesado se halle en cualquiera de los casos del artículo anterior, el Juez o Tribunal que conozca de la causa mandará expedir requisitorias para su llamamiento y busca”.

Art.837:

“La requisitoria expresará todas las circunstancias mencionadas en el artículo 513, excepto la última, cuando se haya decretado la prisión o detención del procesado; y además las siguientes:

1. la del número del artículo 835 que diere lugar a la expedición de la requisitoria

2. el término dentro del cual el procesado ausente deberá presentarse, bajo apercibimiento de que en otro caso será declarado rebelde y le parará el perjuicio a que hubiere lugar con arreglo a la ley”.

Art. 838:

“La requisitoria se remitirá a los Jueces, se publicará en los periódicos y se fijará en los sitios públicos mencionados en el artículo 512, uniéndose a los autos la original y un ejemplar de cada periódico en que se haya publicado”.

Rebeldía:
Si transcurrido el plazo (normalm. de 1m.) dado en la requisitoria no ha aparecido el sospechoso deja de ser ausente y es declarado rebelde (art.834 y 839 LECrim.: nuevo auto que det. una situación de derecho que modifica el estatus del sospechoso). El juez expide orden de búsqueda y captura. 

Puede tb. declarse la prisión prov. si concurren los demás req. xa ello.


- Puede haber cambiado de domicilio, o de estar de viaje, si no se persona, ni la policía lo ha encontrado para informarle, la policía si esta huyendo de la justicia, entonces se le declara REBELDE se dicta un auto declarándolo rebelde en principio es un mes, cuando lo detienen se le informa que esta imputado por cometer homicilio en Barcelona en 2007. la situación de rebeldia va a producir efectos procesales dependiendo de la etapa del proceso: 

Si se produce en la instrucción, no pasa nada!!!!!!!!!!!!!!! Puede seguir adelante y se puede investigar aunque no sepamos quien es el sospechoso, todas las diligencias posibiles, si no tenemos imputado, hay que dictar un auto de sobreseimiento provisional, hasta que se encuentre al imputado o prescriba el delito. Si la rebeldia se produce tras la acusación del imputado, no en la fase de instrucción sino enjuiciamiento, comporta la suspensión del prcoeso. Porque la prsencia es obligatoria en el juico oral no va a poder ser juzgado, si es falta, juicio rapido para que  no se le pide pena superior a 2 años,  podra ser juzgado en rebeldia, sera necesario, que se le haya informado de tal posibilidad en el momento de su primera comparecencia en el Juzgado.  Se le tiene que advertir que el cambio de domicilio, citación que ha facilitado y finalmente no comparece en el acto del juicio, podra ser juzgado en rebeldía. 

La rebeldía produce dif. efectos procesales según cuando es declarada x auto judicial:

· R declarada durante la instrucción: no provoca la suspensión de la instrucción.

· R declarada cuando finaliza la investigación: auto de sobreseimiento provisional dictado x el j.instrucción (hasta que se encuentre al sospechoso o prescribe el delito).

· R declarada dp. de la instrucción (dp. de formularse acusación): suspensión del proceso ya que no podrá enjuiciarse a nadie no presente. 2 excepciones:

· j.de faltas: no hay pena de prisión y así sí puede ser juzgado el ausente

· p.abreviado: en la 1ª comparecencia del imputado se le requiere señalar su domicilio y comunicar cambios post. de éste (art.775 LECrim.). Si se le envía la citación y cambió de domicilio sin notificarlo puede juzgarse en rebeldía si la pena no es sup. a 2a. de privación de libertad o de 6a. de otra pena. (Este límite de 2a. coincide con el límite ord. xa la suspensión de la condena del art.786.2 LECrim.: condenado x 1ª vez y pena no sup. a 2a. de prisión no debe cumplirse la pena si entre 2-5a. no vuelve a delinquir. Si sí lo hace: nueva pena junto a la anterior).Si aparece dp. de dictarse stc. y justifica que no pudo enterarse de la citación x motivos no imputables a él (enfermo, en el extranjero sin poder marchar, etc.) la puede recurrir en anulación (art.793.2 LECrim.).

 Art. 834: “Será declarado rebelde el procesado que en el término fijado en la requisitoria no comparezca, o que no fuere habido y presentado ante el Juez o Tribunal que conozca de la causa”.

Art. 839: “Transcurrido el plazo de la requisitoria sin haber comparecido o sin haber sido presentado el ausente, se le declarará rebelde”.

Art. 840: “Si la causa estuviere en sumario, se continuará hasta que se declare terminado por el Juez o Tribunal competente, suspendiéndose después su curso y archivándose los autos y las piezas de convicción que pudieran conservarse y no fueren de un tercero irresponsable”.

Art. 841: “Si al ser declarado en rebeldía el procesado se hallare pendiente el juicio oral, se suspenderá éste y se archivarán los autos”.

Art. 842: “Si fueren dos o más los procesados y no a todos se les hubiese declarado en rebeldía, se suspenderá el curso de la causa respecto a los rebeldes hasta que sean hallados, y se continuará respecto a los demás”.

Art. 843: “En cualquiera de los casos de los tres artículos anteriores, se reservará, en el auto de suspensión, a la parte ofendida por el delito la acción que le corresponda para la restitución de la cosa, la reparación del daño y la indemnización de perjuicios, a fin de que pueda ejercitarla, independientemente de la causa, por la vía civil contra los que fueren responsables; a cuyo efecto no se alzarán los embargos hechos, ni se cancelarán las fianzas prestadas”.

Art. 844: “Cuando la causa se archive por estar en rebeldía todos los procesados, se mandará devolver a los dueños, que no resulten civil ni criminalmente responsables del delito, los efectos o instrumentos del mismo o las demás piezas de convicción que hubiesen sido recogidas durante la causa; pero antes de hacerse la devolución el Secretario extenderá diligencia consignando descripción minuciosa de todo lo que se devuelva.

Asimismo, se verificará el reconocimiento pericial que habría de practicarse si la causa continuara su curso ordinario.

Para la devolución de los efectos y piezas de convicción pertenecientes a un tercero irresponsable, se observará lo que se dispone en los arts. 634 y 635”.

Art. 845: “Si el reo se hubiere fugado u ocultado después de notificada la sentencia y estando pendiente el recurso de casación, éste se sustanciará hasta definitiva, nombrándose al rebelde Abogado y Procurador de oficio.

La sentencia que recaiga será firme.

Lo mismo sucederá si habiéndose ausentado u ocultado el reo después de haber sido notificada la sentencia, se interpusiese recurso por su representación o por el Ministerio Fiscal después de su ausencia u ocultación”.

Art. 846: “Cuando el declarado rebelde en los casos de los artículos 840 y 841 se presente o sea habido, se abrirá nuevamente la causa para continuarla según su estado”.

Respecto del Procedimiento Abreviado:

Art. 775: “En la primera comparecencia el Juez informará al imputado, en la forma más comprensible, de los hechos que se le imputan. Previamente, el Secretario le informará de sus derechos y le requerirá para que designe un domicilio en España en el que se harán las notificaciones, o una persona que las reciba en su nombre, con la advertencia de que la citación realizada en dicho domicilio o a la persona designada permitirá la celebración del juicio en su ausencia en los supuestos previstos en el artículo 786.

Tanto antes como después de prestar declaración se le permitirá entrevistarse reservadamente con su Abogado, sin perjuicio de lo establecido en el apartado c) del artículo 527”.

Art. 786:

“1. La celebración del juicio oral requiere preceptivamente la asistencia del acusado y del abogado defensor. No obstante, si hubiere varios acusados y alguno de ellos deja de comparecer sin motivo legítimo, apreciado por el Juez o Tribunal, podrá éste acordar, oídas las partes, la continuación del juicio para los restantes. 

La ausencia injustificada del acusado que hubiera sido citado personalmente o en el domicilio o en la persona a que se refiere el artículo 775, no será causa de suspensión del juicio oral si el Juez o Tribunal, a solicitud del Ministerio Fiscal o de la parte acusadora, y oída la defensa, estima que existen elementos suficientes para el enjuiciamiento, cuando la pena solicitada no exceda de dos años de privación de libertad o, si fuera de distinta naturaleza, cuando su duración no exceda de seis años. La ausencia injustificada del tercero responsable civil citado en debida forma no será por sí misma causa de suspensión del juicio…..”

Art. 793:

“1. En cualquier momento en que comparezca o sea habido el que hubiere sido condenado en ausencia conforme a lo dispuesto en el párrafo segundo del apartado 1 del artículo 786, le será notificada la sentencia dictada en primera instancia o en apelación a efectos de cumplimiento de la pena aún no prescrita. 

Al notificársele la sentencia se le hará saber su derecho a interponer el recurso a que se refiere el apartado siguiente, con indicación del plazo para ello y del órgano competente.

2. La sentencia dictada en ausencia, haya sido o no apelada, es susceptible de ser recurrida en anulación por el condenado en el mismo plazo y con iguales requisitos y efectos que los establecidos en el recurso de apelación. El plazo se contará desde el momento en que se acredite que el condenado tuvo conocimiento de la sentencia”.

(  PLURALIDAD DE IMPUTADOS

En el P.Penal, en ppio. cada imputado tiene una posición indep. de los otros y las actuaciones que realiza uno sólo le afectan a él. EXCEPCIONES:

· Rebeldía: si hay varios imputados, la rebeldía de algunos sólo supone la suspensión del proceso en la fase de instrucción o enjuiciam. respecto de los imputados rebeldes- xa los demás el proceso sigue. Hay problemas acerca de los efectos de la stc. dictada respecto de los imputados presentes y respecto de los rebeldes…

· Conformidad: cuando hay varios imputados, xa que la conformidad vincule al trib. en el juicio ord. es nece. que se conformes todos los imputados.

· Recursos (efecto extensivo de la resolución de los rec.): si hubo varios condenados y sólo uno/alguno recurre la stc., en ppio. esa stc. será firme xa los demás condenados que no recurrieron. Xo si alguno formula rec. y la resolución es estimatoria, se produce el efecto extensivo de la resolución en cuanto favorezca a los demás condenados.

6.4. Extradición activa y pasiva. Detención y entrega en el espacio europeo
Extradición Activa: Hablaríamos de extradición activa en el supuesto de que el imputado rebelde es hallado en el extranjero. La solicita un juzgado español a un juzgado extranjero en cuyo territorio se tiene sospecha de que se halla el imputado.

Desde el año 2003, debemos distinguir dos supuestos:
· si el Estado en que se sospecha que se halla el imputado pertenece a la Unión Europea, se aplica la decisión marco del Consejo de la Unión Europea de 13 de junio de 2002, ley española 3/2003 de 14 de marzo de orden europea de detención y entrega
· si el imputado es localizado en un Estado no perteneciente a la UE, deben aplicarse los artículos 824 a 833 LECr. 

Extradición Pasiva: Por el contrario, en el supuesto de que el imputado rebelde extranjero se halle en España, será el país donde se sigue el procedimiento el que nos pida su extradición, hablaremos entonces de extradición pasiva. Igualmente debemos distinguir:
· si el un Estado perteneciente a la Unión Europea se aplicarán las normas ya indicadas

· si el país no pertenece a la UE se aplicará la ley 4/1985 de 21 de marzo.
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TEMA 7
EL RESPONSABLE CIVIL
7.1 CONCEPTO Y CAPACIDAD

Remite a preceptos que debemos estudiar y luego hará explicación:

· Art 116 a 122 CP. 

· Art 589 a 621 LECriminal. 

· Art 652, 692 y 700 LECriminal. 

(Concepto: El responsable civil es un sujeto pasivo del proceso penal. Es la persona frente a la qual en el marco de un proceso penal se reclama una obligación de reparar el daño y/o de indemnizar el perjuicio derivado de la comisión del supuesto delito. Es la persona en la que se le exige dentro del proceso penal que responda civilmente por las consecuencias patrimoniales del delito. 
(Capacidad: En cuanto a la capacidad que se exige a una persona para poder ser responsable civil, es la misma capacidad que se exige para ser parte en el proceso civil. Se exige entonces la personalidad jurídica. La capacidad que se requiere es la cap. de obrar (mayores de edad no incap. y pers.fícicas).
Un menor puede ser demandado en un proceso civil, pero debe ir representado por sus padres o por un tutor legal en ausencia de padres. 


La condición procesal de responsable civil recae siempre en la misma persona del imputado, el art 116.1 del CP establece que como autor de un delito o de los hechos delictivos, el condenado responderá además de penalmente frente al estado, responderá civilmente frente a la victima y perjudicados. 

7.2 LEGITIMACIÓN

1) Del imputado: Cuando la responsabilidad civil recae únicamente sobre el imputado, no hay problemas procesales. Se pide una pena y una indemnización y ya está. 
2) De un Tercero: El problema está cuando la responsabilidad civil recae en un tercero, por lo tanto distinto del imputado, con independencia de que también se la reclamamos al imputado. 


En estos casos, cuando las consecuencias civiles se exigen a un tercero dentro del marco de un proceso penal, se plantean problemas de legitimación, adquisición y perdida de la condición procesal, de actuación procesal del responsable civil… Aunque le llamamos responsable civil como denominación de la categoría procesal, en realidad no sabemos si es responsable civilmente hasta que sea imputado. Es una denominación procesal de una persona que hay que permitir que esté en el proceso pero que no sabemos si lo es o no hasta que una sentencia lo declare. 


En cuanto a la legitimación de este tercero, quien está legitimado para soportar esa declaración a parte del imputado? Debemos distinguir dos clases de legitimación:

· Legitimación directa o solidaria. 

· Legitimación indirecta o subsidiaria. 

( De cada una de estas clases él hace cuatro supuestos. En la legitimación directa:

1. Los padres del menor, del imputado menor. Si la persona imputada es un menor de edad, el art 61.3 de la Ley responsabilidad penal de los menores establece esa responsabilidad de los padres. Si el menor tiene patrimonio se puede atacar este patrimonio. La ley establece aun así que son solidarios con él civilmente sus padres. 
2. Hace referencia a 3 supuestos. Son aquellos en los que no existe responsabilidad penal del imputado por la concurrencia de las circunstancias eximentes a las que se remite el art 118.1 del CP. Art 20 del CP. Dan lugar a la exención de responsabilidad penal, pero no a la responsabilidad civil. 

a. Inimputables. Enfermos mentales, cometidos los hechos bajo una intoxicación plena (alcohol, drogodependencia), bajo un trastorno mental transitorio en el momento de cometer los hechos (este es más discutible)… En los dos primeros, si está sometido a tutela, el tutor es reponsable civil solidarios. 
b. Estado de necesidad. Está exento de responsabilidad penal, pero no le exime de responsabilidad civil. Tendrá que indemnizar no sólo el imputado, sinó también aquella que tenía que ser responsable de ella. 
c. Cuando concurre la circunstancia de miedo insuperable. Es una responsabilidad civil directa del causante del miedo. Será subsidiaria a la responsabilidad del que causa el delito. (primero el patrimonio del que causa el miedo, luego el patrimonio del que sufre el miedo). 
3. El supuesto de la compañía de seguros. Es un supuesto previsto en el art 117 del CP, así como en el art 66 de la Ley del Contrato de Seguros. Si se comete un delito contra la seguridad del tráfico con lesiones, o fallecimiento del vehículo a motor, la víctima puede ejercer la acción directa de la compañía de seguros. 
4. De todo aquel sujeto que haya participado económicamente del beneficio del delito en virtud del artículo 122 CP. Si alguien ha robado un objeto y lo ha regalado a otro, el adquirente final no es autor del delito, pero como beneficiario por el delito, está obligado a la responsabilidad civil solidaria con el imputado hasta el límite del beneficio que le haya podido imputar el delito. 

(La legitimación indirecta tiene también cuatro supuestos:

1. El autor del delito cometido concurriendo la circunstancia eximiente del miedo insuperable. Es responsable subsidiario respecto del causante del miedo. 
2. Persona incursa en culpa in vigilando. Art 1903 del CCE que trasplantados al CP es el art 120. En este caso son responsables subsidiarios los padres y los tutores respecto de los hechos cometidos por los hijos o pupilos mayores de edad que estuvieran todavía conviviendo con ellos. 

- Un segundo sub-supuesto sería el del titular del medio de comunicación a través del cual se haya producido un delito. 

- Un tercer sub-supuesto de responsable civil subsidiario o indirecto es el del titular del establecimiento dónde se haya producido un delito con infracción de reglamentos. Un ejemplo sería el titular de una discoteca en la que han muerto asfixiados varias personas concurriendo infracción de reglamentos de seguridad o salubridad… 

- Un cuarto sub-supuesto sería el que se halla en la responsabilidad civil subsidiaria del empleador por los delitos cometidos por cualquiera de sus empleados en el ejercicio de sus empleados. 

- Un quinto sub-supuesto sería el de la responsabilidad civil subsidiaria del titular de un vehículo con el que se hubiera cometido un delito. 
3. Responsabilidad de la administración pública por los delitos cometidos por sus funcionarios. Art 121 CP. 
4. Cómplice o cómplices respecto del autor del delito. Si hay varios autores son responsables subsidiarios entre ellos, si hay autor y complices éstos últimos serán responsables de manera solidaria. Entre los cómplices son responsables solidarios. 

7.3  ADQUIisición y pérdida de la condición de responsable civil.

Cuando el único RC es el imputado no se plantean especiales problemas- en cuanto se le informa de que está imputado ya adq. la respons.civil. Cuando concurre con un tercero como RC cabe atender a la capacidad, legitimación, adq. y pérdida de la condi. de parte, actuación a llevar a cabo, …

Adquisición:

El imputado adquiere la condición de responsable en el mismo momento de adquirir la condición de imputado. - el juez de oficio le exigirá que preste fianza o que se embarguen sus bienes aunque nadie le haya pedido que lo declare respons.civil. 

El tercero en cambio, que es que vemos hoy, sólo va a adquirir la condición procesal de responsable civil a instancia de parte. Sólo la adquirirá si la victima y/o los perjudicados, o el ministerio fiscal, consideran que además del imputado debe responder civilmente algún tercero. 


Tras la petición de que se declare responsable a un tercero, el juez debe de requerir a este tercero comunicándole su condición procesal de responsable civil y exigiéndole que preste una caución o fianza por el importe de la supuesta responsabilidad civil derivada del delito más un 1/3 de dicha cantidad en concepto de los eventuales intereses y costas procesales que se puedan devengar durante el transcurso del proceso. 


Si no presta fianza hay que proceder al embargo de sus bienes por el importe suficiente como para cubrir la pretensión de la responsabilidad y las costas. 

En ese momento (que paga o que le embargan) se adquiere la condición de parte. 

Cuando el tercero es requerido x el j.instrucción e informado de que se le atribuye RC, adquiere la condi. de parte en el proceso: podrá promover un incidente xa discutir su legitimación (el juez decidirá x auto si estima o no su posición y contra ese auto cabe rec. de reforma- si se desestima ya no cabe más recurso sin perjuicio de reproducir eso en un mto.post. si tiene docu./prueba nueva se su No-responsabilidad civil), discutirla al formular escrito de defensa o en el acto del j.oral. 

Pérdida

El imputado pierde la condi. de Responsable Civil si:
· durante el proceso se declara su falta de legitimación pasiva xa soportar la RC (promovió un incidente y le dieron razón).

· el proceso termina de forma dif. a la condena (absolución, archivo, …)

· el perjudicado renuncia en cualquier mto. al ejercicio de la acción civil en el P.Penal (renuncia total o xa reservarla al P.Civil).

· a pesar de haber adquirido al condi. de parte, durante la instrucción llegado el mto. de acusación, nadie la formula contra él.

· se declara extinguida la RC durante el P.Penal

7.4.ACTUACIÓN PROCESAL DEL RESPONSABLE CIVIL

A partir del momento en que el tercero recibe el requerimiento de prestar fianza, este adquiere la condición de parte y como tal hay que permitir que se defienda. La defensa de ésta parte viene muy limitada a dos extremo. 

· Este tercero al que se le atribuye la responsabilidad puede discutir tanto la legitimación que se le atribuye como tercero a quien se quiere meter en el proceso penal. 

· Se puede discutir la cuantía de la indemnización o incluso el tipo de reparación que se pretenda. 

Cuando discute una de éstas dos cosas tiene que presentar un escrito expresando su opinión, se practican pruebas sobre la legitimación o sobre la cuantía. Se redactan y el juez puede revocar su opinión de que esa persona era parte civil o bien confirmar esa condición de parte. 

Contra la resolución que pone fin a este incidente y que debe revestir la forma de “auto motivado” cabe interponer:

1) un recurso de reforma en un plazo de 3 días. 

2) Si se desestima este incidente discutiendo la legitimación o cuantía que ha promovido la parte responsable civil, nada impide que pueda volver a repetir su discusión sobre legitimación o cuantía en el proceso penal de enjuiciamiento propiamente dicho. Es decir, se podrá volver a discutir acabada la fase de instrucción, en el escrito de defensa en el que sólo podrá referirse a los extremos del resarcimiento y a los criterios de cuantificación de la responsabilidad civil. También podrá reiterar esta discusión en el acto del juicio oral.

 En cualquier caso, la actuación procesal viene limitada a discutir la legitimación o la cantidad o calidad de la reparación. 

A éste se le va a dar traslado de los escritos de acusación de las partes, dónde se habla cómo han concurrido los hechos, dónde… Nunca puede discutir los hechos porque no van contra él. 

Aunque la responsabilidad civil de terceros deriva de la ley, esto no significa que una sentencia pueda condenar a estos terceros responsables civiles en un proceso dentro del cual no han sido llamados y no han adquirido la condición de parte. 
La presencia del responsable civil no es estrictamente necesaria en el acto del juicio (aunque lo diga el art. 692 LECr), el juicio se podrá celebrar igualmente y su incomparecencia tendrá como consecuencia que el Juez le podrá tener por confeso, esto también se aplicaría si comparecido se niega a contestar o da respuestas evasivas.

LIBRO II: EL PROCESO ORDINARIO
TÍTULO I: EL SUMARIO


TEMA 8

CONFIGURACION DE LA INSTRUCCIÓN O SUMARIO
8.1 CONCEPTO, CONTENIDO Y NATURALEZA JURÍDICA

(Concepto


Es un concepto legal recogido en el artículo 299 LECr:

“Constituyen el sumario las actuaciones encaminadas a preparar el juicio y practicadas para averiguar y hacer constar la perpetración de los delitos con todas las circunstancias que puedan influir en su calificación, y la culpabilidad de los delincuentes, asegurando sus personas y las responsabilidades pecuniarias de los mismos.”

(Contenido


En cuanto al contenido, dentro del sumario hay actos procesales de tres clases:
1. de imputación, que podrá provenir de las partes, como la denuncia, la querella o escritos de alegaciones que presentan en la fase de instrucción en los que se atribuyen unos hechos delictivos a unas personas o persona concreta, o por los órganos judiciales.
2. actos de investigación que son los ordenados por el Juzgado, practicados por la policía.
3. actos de aseguramiento, consisten en las medidas cautelares que se pueden adoptar desde un inicio en la fase de instrucción

(Naturaleza Jurídica

El sumario, según algunos autores, tiene naturaleza administrativa y según otros la tiene jurisdiccional porque es necesaria la presencia de un Juez (el profesor dice que se decanta por esta segunda porque va encaminada a la preparación o a descartar el proceso penal
· Natu. administrativa: la activ. de investigación (núcleo esencial del sumario) es realizado en la práctica x la Poli.Jud. y no x el J.Instrucción + las resoluciones que dicta éste último durante el sumario no producen efectos de cosa juzgada (son incluso modificables de oficio en cualquier mto. de la tramitación del sumario sin nece. se ser objeto de recurso)…

· Natu. jurisdiccional: Con indep. de quien realiza cada activ. de la investigación, el sumario tiende al dictado de una resolución jurisdic. que declara si existen o no indicios racionales de criminalidad de det. pers. x hechos det. Esa resolución final es jurisdiccional y debe ser motivada. Además con indep. de quien lleva a cabo las activ. investigadoras siempre es nece. un control judicial sobretodo cuando pueden entrar en conflicto con los dºs fundamentales de la pers. (normalm. el imputado). Xa adoptarse medidas cautelares incluso se requiere dictado de resol.jurisdic. (auto motivado ponderando si concurren los presupuestos nece.)

Esta discusión doctrinal tiene un componente práctico imp.:

· Los 1ºs quieren atribuir la instrucción penal al MF suprimiendo el j.instrucción- que sea el MF quien adopte diligencias y medidas cautelares.

· Los 2ºs dicen que el fiscal se contaminaría tanto que no debería acordar de oficio la práctica de diligencias de investigación que pueden entrar en conflicto con dºs fundam., o adoptar medidas cautelares.

Lo idóneo sería un j.instrucción (“juez de gtías.consti.”) que controla la práctica de la investigación acordada x el fiscal xa que se respeten los dºs fundam. + que resuelva sobre la adopción o no de MC solicitadas x el MF.

8. 2 NECESIDAD, FINALIDAD Y FUNCIÓN

(Necesidad

Esta fase sumarial o de instrucción es necesaria porque de lo contrario el proceso se iniciaría en una situación de manifiesta desigualdad, y el Estado estaría en la situación más débil porque no se sabría quien o quienes cometieron el delito.

(Finalidad

La finalidad de esta fase es hacer efectivo el principio de igualdad, e incluso para evitar que el autor de los hechos pudiera frustrar la investigación se prevé que el Juez de manera excepcional acuerde el secreto de sumario, art. 302 LECr, que en principio es por un mes y vencido éste ha de permitir su conocimiento al imputado, salvo que el Juez de forma motivada,  estime que se debe prorrogar por un mes más. Se puede prorrogar de forma sucesiva, siempre por auto, de mes en mes mientras el Juez lo estime necesario, no hay límite.

Artículo 302:

“Las partes personadas podrán tomar conocimiento de las actuaciones e intervenir en todas las diligencias del procedimiento.

Sin embargo lo dispuesto en el párrafo anterior, si el delito fuere público, podrá el Juez de Instrucción, a propuesta del Ministerio Fiscal, de cualquiera de las partes personadas o de oficio, declararlo, mediante auto, total o parcialmente secreto para todas las partes personadas, por tiempo no superior a un mes y debiendo alzarse necesariamente el secreto con diez días de antelación a la conclusión del sumario.”

(Función

La función de la fase de sumario no es la de practicar pruebas ni la de demostrar nada, su función es sólo preparatoria o bien para descartar el proceso. Si se descartara se dictará auto de archivo o de sobreseimiento. Caso contrario, habrá que ir a juicio y es en la fase de juicio oral en el momento procesal en que se practicarán las pruebas.

8.3 ÓRGANOS: POLICIA JUDICIAL, MINISTERIO FISCAL Y JUEZ DE INSTRUCCIÓN

Juez De Instrucción: Teóricamente es el Juez de Instrucción el que practica las diligencias de instrucción, pero en la práctica se limita a controlar que la investigación que lleva a cabo la policía respete la ley y los derechos fundamentales. Tiene una función de control. El Juez decide qué diligencias se practicarán cuando las partes han solicitado alguna.

Los artículos 304 y 305 LECr permiten el nombramiento de jueces de instrucción para casos concretos, pero se deben de entender derogados por la constitución y concretamente  por los artículos 24 y 117 CE.

Artículo 304:

“Las Salas de Gobierno de las Audiencias Territoriales podrán nombrar también un Juez Instructor especial cuando las causas versen sobre delitos cuyas extraordinarias circunstancias, o las de lugar y tiempo de su ejecución, o de las personas que en ellos hubiesen intervenido como ofensores u ofendidos, motivaren fundadamente el nombramiento de aquél para la más acertada investigación o para la más segura comprobación de los hechos.

Las facultades de las Salas de Gobierno serán extensivas a las causas procedentes de las Audiencias, comprendidas dentro de su demarcación, y los nombramientos deberán recaer en los mismos funcionarios expresados en el artículo anterior de entre los existentes en el territorio, prefiriendo, a ser posible, uno de los Magistrados de la misma, cuando no fuere autorizado el Juez instructor ordinario para el seguimiento del sumario.

Lo mismo las Salas de Gobierno que los Tribunales, cuando hagan uso de la facultad expresada en este y el precedente artículo, dará cuenta motivada al Ministerio de Gracia y Justicia.

Igual facultad tendrá la Sala de Gobierno del Tribunal Supremo para designar cuando proceda Juez especial que conozca de delito o delitos cometidos en lugares pertenecientes a la jurisdicción de más de una Audiencia Territorial o en aquellos casos  en que por las circunstancias del hecho lo estimare conveniente la mencionada Sala, debiendo recaer el nombramiento en cualquier funcionario del servicio activo de la carrera judicial.

La competencia para  la respectiva Audiencia a que deba el proceso ser sometido después de concluido el sumario, se atribuirá por las reglas del artículo 18 de esta Ley.”

Artículo 305:

“El nombramiento de Jueces especiales de Instrucción que se haga conforme a los artículos anteriores, será y habrá de entenderse sólo para la instrucción del sumario, con todas sus incidencias. Terminado éste, se remitirá por el Juez especial al Tribunal a quien, según las disposiciones vigentes, corresponda el conocimiento de la causa, para que la prosiga y falle con arreglo a derecho.”

Los jueces de paz: legos en dº con doble papel:

· Llevar a cabo las diligencias nece. xa el esclarecimiento de los hechos (en la práctica no lo hacen) Art.307 y 13 LECrim.

· Papel de coop.jud.: atr. de ellos se tramitan muchos actos de comunicación dirigidos a las pers. que residen en el municipio del J.Paz- no es nece. que las realice el J.Instrucción si las pers. residen fuera de donde es la sede del mismo.

El artículo 307 prevé que los Jueces de Paz puedan practicar diligencias de instrucción, que serían las primeras diligencias, con carácter urgente, pero en la práctica no tiene aplicación. 

Artículo 307:

“En el caso de que el Juez Municipal comenzare a instruir las primeras diligencias del sumario, practicadas que sean las más urgentes y todas las que el Juez de Instrucción le hubiere prevenido, le remitirá la causa, que nunca podrá retener más de tres días.”

Policia judicial: rég. duplicado en la LECrim.: art.282-298 y art.769-773 LECrim. Realiza materialmente los actos de investigación x orden o siguiendo las instrucciones del J.Instrucción o MF.

Según la Ley de Enjuiciamiento Criminal, la policía judicial se limita a las primerísimas diligencias urgentes como por ejemplo la detención del delincuente y en un plazo máximo de dos días remitirlas al Juzgado, este expediente recibe el nombre de atestado judicial. Aunque en la práctica esto no es así, ya que casi toda la investigación es desarrollada por ellos y sobretodo  por las unidades de la policía científica.

El Ministerio Fiscal: puede iniciar una investigación si no tiene todavía conocimiento de que ya existen diligencias judiciales (art.773.2 LECrim.). Dará orden a la poli.jud. xa que practique las diligencias de investigación nece. El fiscal abre diligencias y llama a declarar al sospechoso, testigos, etc. Si cree que los hechos no son delito archiva la investigación. Todo ello tiene lugar totalm. al margen de los J.Instrucción. Si el fiscal averigua que el J.Instrucción investiga lo mismo deberá ceder sus actuaciones.

El Ministerio Fiscal tiene, en la fase de instrucción, sus funciones muy limitadas. Cabe señalar la instrucción de los Procesos de Menores, que la sigue en su totalidad y también en los casos del Tribunal del Jurado, que también es mayor.

8.4. TIEMPO Y LUGAR PARA LA INSTRUCCIÓN. LA VIDEOCONFERENCIA
(Tiempo

Establece el artículo 201 LECr y el artículo 184 LOPJ, que para la instrucción penal todos los días del año son hábiles, pero la jurisprudencia ha interpretado que cualquier día es hábil por ejemplo para la entrada y registro.

* El cómputo de los plazos dentro de la instrucción penal, según interpretación de la jurisprudencia es que contarán tanto los días hábiles como los inhábiles.
(Lugar

-  Regla General: El principio general es que todos los actos que se deban practicar durante la instrucción deberán tener lugar en la sede del órgano judicial o en la demarcación territorial de este partido judicial.
- Excepción: Excepcionalmente, el Juzgado de Instrucción por motivos de urgencia puede desplegarse fuera de su partido judicial, previo aviso al  Juez del partido donde se despliegue.

También puede delegar, remitiendo un exhorto a los Juzgados de Paz de su partido judicial o solicitar cooperación judicial a los Juzgados de Instrucción en cuya demarcación territorial resida la persona a la que deba interrogarse o deba prestar declaración.

(Las Videoconferencias

Desde el año 2003 se contempla la posibilidad de realizar videoconferencias. Este sistema altera el principio general, art. 299.3 LOPJ. 
Desde el último año se han introducido en las diligencias de instrucción las videoconferencias y se hace para que el imputado no se tenga que desplazar y evitar así contratiempos a los abogados de una persona del lugar.

8.5. CARÁCTERES
1) la asimetría: la instrucción no es un proceso. (art. 299 LOPJ) la instrucción se va practicando según es posible, a medida que se van conociendo datos. La instrucción no contiene una sucesión de actos/fases procesales con un plazo atribuido a cada parte xa sus alegaciones. La instrucción penal contiene todos los actos procesales de investigación, cautela o imputación que el j.instrucción estime necesario practicar. Esa necesidad debe ser instrumental xa el buen fin de la instrucción.
2) el secreto: el sumario en principio es secreto, las investigaciones que se realizan no pueden ser divulgadas fuera del Juzgado aunque las partes sí tengan acceso a ellas. Está prohibido divulgar info. de la instrucción x parte de los que intervienen en ella. Al margen de este cter.secreto hacia fuera, las actuaciones de la instrucción tienen cter.público hacia las partes (que sólo quiebra cuando hay peligro de que el imputado frustre la buena actuación).

3) carácter inquisitivo: las diligencias pueden ser acordadas incluso de oficio, aunque nadie lo pida. El P.Penal no es inquisitivo XO sí la fase de instrucción donde el juez puede acordar la práctica de las diligencias que considere nece., incluso si no se lo pide nadie. Xo el juez no puede de oficio acordar medidas cautelares que afectan a dºs fundam. de la persona (ej.: prisión prov.)!

Formado x 4 piezas, 2 necesarias y 2 eventuales: Consta de dif. carpetas o carpetillas del sumario. Las necesarias son la pieza ppal. (recopilación de las diligencias de investigación) y la pieza de situación personal del imputado (actas de las diligencias y MC practicadas en relación con la libertad o prisión prov. del imputado durante la instrucción). Las eventuales son la pieza de RC del imputado o de terceros.

8.6. PROPOSICIÓN DE DILIGENCIAS. MOMENTO. RECURSOS CONTRA LA INADMISIÓN

(Quíen puede proponer y cuando?


Artículos 311 y 314 LECr. 

Cualquier parte puede proponer que se practiquen diligencias en cualquier momento.

- El Juez sólo puede denegar la práctica si las estima inútiles o perjudiciales para la investigación o si considera que se vulneran derechos fundamentales.
(Recurso

Contra la resolución que deniega cabe recurso de apelación, sin perjuicio del de reforma. Además si se deniega una diligencia de investigación,  se podrá reproducir la solicitud de su práctica como proposición de prueba para la fase del juicio oral.
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TEMA 9

INICIO DE LA INSTRUCCIÓN

9.1. LA NOTICIA DEL DELITO COMO PRESUPUESTO

El inicio tiene lugar siempre a través de la NOTITIA CRIMINIS.
- La instrucción del proceso penal puede iniciarse de tres maneras distintas, según cual sea el modo en que la notitia criminis llega a conocimiento del Juzgado de Instrucción:

· por denuncia

· por querella

· por incoación de oficio por parte del juez instructor, porque el Juez tenga noticia de los hechos o por propia experiencia del Juez de Instrucción. 
Es un tema polémico ya que sólo puede incoarse de oficio cuando el juez que ha conocido los hechos es el único de su demarcación jud. XO No hay deber de que éste se abstenga inmediatamente después… Además si es el único que presenció los hechos deberá ser testigo- sería más conveniente que fuera substituido. ¿Y si el juez fue víctima de los hechos?... 


De todas formas debe dar inmediatamente parte al MF.

La denuncia, puede haberse presentado ante el juzgado o ante la policía o ante la fiscalía.

La que inicia el proceso de instrucción es la denuncia que se presenta ante el juzgado. Esta denuncia la pueden presentar personas particulares que han tenido conocimiento del hecho, o también mediante atestado policial. También equivalen como denuncia los partes médicos de los servicios de urgencia, de modo que si el médico tiene la más mínima sospecha de que las lesiones pueden haber sido causadas por una agresión, el médico tiene el deber de notificarlo al juzgado.

9.2. INCOACIÓN DE OFICIO

Es posible que sea el propio Juez el que presencie una agresión, o que tenga conocimiento directo de la comisión de un hecho posiblemente delictivo o incluso que sea la propia víctima del hecho, sin embargo parece que no es lo más aconsejable que sea ese mismo Juez el que incoe el procedimiento de oficio, dado que no sería totalmente imparcial, digamos que quedaría contaminado. 

Legalmente, para que pudiera incoarlo él mismo se tendrían que dar las siguientes circunstancias:

· que los hechos ocurrieran en el territorio de su propio partido judicial

· que fuese el único Juez de Instrucción del partido judicial, ya que en otro caso la incoación del procedimiento viene sujeta a las normas de reparto

· en el caso de que las incoase, debe dar parte inmediatamente al Ministerio Fiscal trasladándole la carga de promover la instrucción y dar además parte al Presidente de la Audiencia Provincial a la que pertenezca su partido judicial

No obstante, en el caso de que la víctima fuera el propio Juez nunca podría incoar el procedimiento de oficio, sólo podría presentar denuncia a la Fiscalía o ante otro Juez (aunque fuera un Juez incompetente para conocer del asunto) incluso en el caso de que le correspondiera por normas de reparto (por ejemplo) debe abstenerse, un Juez nunca puede ser Juez y parte en un procedimiento.

9.3. DENUNCIA Y QUERELLA. DIFERENCIAS. EL ATESTADO POLICIAL.
(La Denuncia

Art.259-269 LECrim.

Es deber de toda pers. denunciar la perpetración de delito público (art.259 LECrim.). 

Art.450 CP castiga a quien no denuncia el delito flagrante con multa y a quien no informa de que puede cometerse un delito con RP. XO están exentos de este deber (art.260 y 261 LECrim.):

· menores o incapaces

· familiares, cónyuge/pareja de hecho del delincuente (indep. de la orientación sexual) 

· algunos profesionales como abogados o procuradores (no deben denunciar respecto a instrucciones o explicaciones que reciben de sus clientes) y curas (no debe denunciar noticias que les fueron reveladas en el ejercicio de las funciones de su ministerio).

Hasta qué pto. esta exención debería hacerse extensiva a profesionales de la medicina (sobretodo de la salud mental)? 

La denuncia es una declaración de conocimiento de hechos aparentem. delictivos (notitia criminis) a la autoridad correspondiente sin que ello comporte obligación de constituirse en parte o perseguir el delito personándose en el juzgado (excepto si se fue testigo de los hechos en cuyo caso deberá comparecer como tal). Admitida la denuncia, al denunciante no se le comunican las actuaciones procesales excepto si es víctima o perjudicado (le comunicarán el auto de archivo).

Es un acto informal que puede ser presentado verbalmente o x escrito. Se permite el anonimato.

(La Querella

Art.270-281 LECrim.

Cabe distinguir si el perjudicado/víctima es querellante o si es un tercero (art.101 LECrim.: acusador popular en cuyo caso será nece. prestar fianza).

La querella es dº consistente en una manifestación de voluntad, expresada x pers.física o jca., consistente en una comunicación al j.instrucción competente de los hechos y de la voluntad del querellante de perseguir dichos hechos, constituirse en parte y ostentar la posición futura de acusación. El querellante se convierte en parte a la cual el j.instrucción deberá notificar los actos procesales.

Se trata de un escrito formal: Art.277 LECrim.- “La querella se presentará siempre x medio de Procurador con poder bastante y suscrita x Letrado. Se extenderá en papel de oficio y en ella se expresará el juez o trib. ante quien se presente; el nombre, apellidos y vecindad del querellante y del querellado; la relación circunstanciada del hecho, con expresión del lugar, año, mes, día y hora en que se ejecutó, si se supieren; expresión de las diligencias que deberán practicarse xa la comprobación del hecho; la petición de que se admita la querella, se practiquen las diligencias, se proceda a la detención/prisión/exigencia de fianza de lib.prov. y se acuerde el embargo de los bienes si nece. + la firma del querellante o la de otro a su ruego si no sabe/puede firmar, cuando el Procurador no tiene pod.especial xa formular la querella.”

Su formalismo tb. se manifiesta en que:

· se exige que la querella vaya redactada y firmada x abogado

· se exige que la querella vaya encabezada y firmada x procurador de los trib.

· se exige que el procurador presente un poder especial xa la interposición o que la querella sea firmada x el querellante y antes de admitirse a trámite ratificada x el mismo

Además sólo es posible la querella si la pers. del querellado está identificada.

( No todas las denuncias y querellas se admiten a trámite. Pueden ser inadmitidas x irrelevancia penal de los hechos o x prescripción. Además la denuncia puede ser inadmitida x manifiesta falsedad de los hechos narrados (ej.: se denuncia que el rey ha muerto y éste sale en directo hablando x la TV). La querella tb. se inadmite x incompetencia del juzgado- será devuelta a quien la presentó.

Contra el auto motivado de inadmisión (art.312 y 313 LECrim.)cabe rec. de reforma y contra la desestimación de éste el recurso de apelación. 

Contra el auto de admisión en abstracto cabría recurso xo x el dº a la tut.jud.efectiva nunca prosperará…

Si la querella es x delito de injurias o calumnias, si fue admitida sin certificación de intento de reconciliación, cabe rec. de reforma/reposición y éste sería estimado.

(Diferencias entre Denuncia y Querella


( La primera diferencia consiste en que la denuncia es un deber mientras que la querella es un derecho, así, según establece el art. 259 LECr: “el que presenciare la perpetración de cualquier  delito público está obligado a ponerlo inmediatamente en conocimiento del Juez de Instrucción, de Paz, Comarcal o Municipal, o Funcionario Fiscal más próximo al sitio en que se hallare, bajo la multa de 25 a 250 pesetas”.  Existen tres excepciones a esta obligación:

· según establece el art. 260  no comprende ni a los impúberes ni a los que no gozaren del pleno uso de su razón

· igualmente, según el art. 261 no estarán obligados a denunciar

· el cónyuge del delincuente

· los ascendientes y descendientes y sus colaterales

· la recogida en el art. 263, según el cual no tendrán obligación de denunciar los Abogados ni los Procuradores respecto de las instrucciones o explicaciones que recibieren de sus clientes ni los eclesiásticos respecto de las noticias que les hubieren revelado en el ejercicio de su Ministerio (se entiende que afecta igualmente a las demás religiones reconocidas)

Aunque es cierto que denunciar es un deber de todos los ciudadanos, la multa por infringir este precepto es claramente escasa, pero, además hay que tener en cuenta las penas tipificadas en el Código Penal, en sus artículos 256 y 257, que se impondrán a quienes presenten una acusación o denuncia falsa o simulen delitos, que pueden consistir, incluso, en penas privativas de libertad.

Tendrán derecho a interponer querella en nuestro país, las personas que sean víctimas del hecho con independencia de su nacionalidad.

En cambio, si no fuesen víctimas, serán requisito para poder presentar querella tener nacionalidad española. 

En ambos casos, además:

· constituirse en acusación popular

· prestar la fianza exigida (salvo las excepciones recogidas en el art. 281 LECr)

( La segunda diferencia la hallamos en que la denuncia consiste en una mera declaración de conocimiento de hechos aparentemente delictivos, esa declaración puede ser oral, ante la autoridad competente (policía, fiscal o juez) o por escrito. El denunciante no necesariamente se convierte en parte. En el caso de que el denunciante sea la víctima, una vez que los hechos lleguen a conocimiento del Juzgado de Instrucción, será citada para el ofrecimiento de acciones, es decir, para indicarle la posibilidad que tiene de constituirse en parte.

En cambio la querella requiere una manifestación de voluntad del querellante de constituirse en parte y además de querer perseguir los hechos que la motivan, para su castigo. El querellante tendrá derecho a que le notifiquen todas las resoluciones y a intervenir en la investigación.

( Podemos destacar como última diferencia que la denuncia es un acto procesal informal, según establece el art. 265 LECr: “las denuncias podrán hacerse por escrito o de palabra, personalmente o por medio de mandatario con poder especial”.  Tampoco es necesario estar asistido de Letrado ni de Procurador para presentar una denuncia.

Sin embargo, la querella es un acto procesal escrito y formal y debe contener todos los requisitos establecidos en el art. 277 LECr:

“La querella se presentará siempre por medio de Procurador con poder bastante y suscrita por Letrado.

Se extenderá en papel de oficio, y en ella se expresará:

1. el Juez o Tribunal ante quien se presenta

2. el nombre, apellidos y vecindad del querellante

3. el nombre, apellidos y vecindad del querellado. En el caso de ignorarse estas circunstancias, se deberá hacer la designación del querellado por las señas que mejor pudieran darle a conocer.

4. la relación circunstanciada del hechos, con expresión del lugar, año, mes, día y hora en que se ejecutó, si se supieran.

5. expresión de las diligencias que se deberán practicar para la comprobación del hecho.

6. la petición de que se admita la querella, se practiquen las diligencias indicadas en el número anterior, se proceda a la detención y prisión del presunto culpable o a exigirle la fianza de libertad provisional, y se acuerde el embargo de sus bienes en la cantidad necesaria en los casos que así proceda.

7. la firma del querellante o la de otra persona a su ruego si no supiere o no pudiere firmar, cuando el Procurador no tuviese poder especial para formular querella”.

No es requisito, pero en la práctica suele llevarse a cabo, además, la indicación del delito y su calificación jurídico penal.

El Atestado Policial

En relación al atestado policial, viene regulado, deficientemente, en los artículos 292 al 297 LECr. 
(Concepto: El atestado policial es el expediente que abre la policía y al que va incorporando todas las diligencias que practica durante la investigación de un caso. Tiene consideración de denuncia.

(Formas de incoación Existen dos formas de incoar un atestado policial:

· de oficio (en caso de delito flagrante)

· previa denuncia realizada por una persona que ha visto o ha padecido los hechos denunciados.

Cuando se finaliza el atestado, la policía debe presentarlo ante el Juzgado de Instrucción que esté en funciones de Guardia. Una vez que se encuentra en posesión del Juez, el atestado constituye denuncia y dará lugar al proceso penal que corresponda en atención a los hechos en él contenidos.

9.4. INADMISIÓN DE DENUNCIA Y QUERELLA. RECURSOS
La Inadmisión


No toda denuncia o querella van a ser admitidas a trámite. Ambas pueden ser inadmitidas  tanto por irrelevancia penal de los hechos como por prescripción.

Así, establece el art. 269 LECr: “Formalizada que sea la denuncia, se procederá o mandará proceder inmediatamente por el Juez o funcionario a quien se hiciese a la comprobación del hecho denunciado, salvo que éste no revistiere carácter de delito, o que la denuncia fuere manifiestamente falsa. En cualquiera de estos dos casos, el Tribunal o funcionario se abstendrán de todo procedimiento, sin perjuicio de la responsabilidad en que incurran si desestimasen aquélla indebidamente”.

Y respecto de la querella, dice el art. 313 LECr: “Desestimará en la misma forma la querella cuando los hechos en que se funde no constituyan delito, o cuando no se considere competente para instruir el sumario objeto de la misma. Contra el auto a que se refiere este artículo procederá el recurso de apelación, que será admisible en ambos efectos”.
( Existen unos motivos específicos para la inadmisión de la querella:

· falta de competencia del Juez ante el que se ha presentado

· defecto de alguno de los requisitos establecidos en el art. 277, aunque se realizará previamente un requerimiento para subsanarlo

( También existe un motivo específico de la inadmisión de la denuncia:

· manifiesta falsedad de los hechos

( Es causa común de inadmisión:

· la irrelevancia penal de los hechos, es decir, que no sean constitutivos de delito

Los Recursos


Contra  el auto que acuerda la inadmisión de la querella cabe:
· recurso de reforma, en el plazo de 3 días, ante el mismo Juez y también lo resuelve el mismo Juez

· recurso de apelación, en el plazo de 5 días, se presenta ante el mismo Juez que inadmite, pero resuelve la Audiencia Provincial

El Ministerio Fiscal siempre puede recurrir por lo que debe considerarse que también incumbe a la denuncia.

El auto de inadmisión por la prescripción del delito no está regulado ya que la prescripción no está regulada como causa de inadmisión.

Es discutible que los efectos del auto de inadmisión de la querella por considerarse que no los hechos no son constitutivos de delito, sean los de cosa juzgada, pero en realidad así es, porque se vulneraría el principio de seguridad jurídica si se pudiera presentar nuevamente la querella inadmitida, ante otro juez y éste lo considerase delito, en ese caso se darían dos resoluciones de signo contrario ante un mismo supuesto.

En cambio, es claro que tenga efectos de cosa juzgada el auto de sobreseimiento libre.

9.5. CLASIFICACIÓN DE LOS DELITOS A EFECTOS DE INICIO DE LA INSTRUCCIÓN
A efectos procesales podemos distinguir:

( Delitos privados

Son aquellos que son perseguibles únicamente a instancia del ofendido y mediante la interposición de querella criminal. Injurias y Calumnias (antes también estupro, ahora despenalizado)

( Delitos semiprivados o semipúblicos

Son aquellos que son perseguibles de oficio pero es requisito previo la denuncia del ofendido o de la víctima (puede ser denuncia o querella) Son:

· reproducción asistida inconsentida (art. 161 CP)

· acoso sexual (art. 191 CP)

· descubrimiento y revelación de secretos (art.197CP)

· abandono de familia (art. 228 CP)

· imprudencia grave (art. 267 CP)

· relativos al mercado y a los consumidores (art. 287 CP)

· delitos societarios

· delitos cometidos  en la venta a plazos (art. 12 Ley 16 de junio 1965)

· y las siguientes faltas, que si se cometen en el ámbito familiar constituyen delito:

· amenazas

· coacciones

· injurias

· vejaciones injustas

· y además las faltas de:

· imprudencia grave

· alteración de linderos

( Delitos públicos

Todos los demás.
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TEMA 10

DILIGENCIAS DE INVESTIGACIÓN BÁSICAS

10.1. DILIGENCIAS GENÉRICAS: INSPECCIÓN OCULAR Y CUERPO DEL DELITO

- Las diligencias de investigación  no son un númerus clausus, sino que se pueden dar infinidad de ellas, pero sólo vamos a estudiar las más comunes de las posibles.

El Juez, en toda investigación, debe acordar todas las diligencias que considere necesarias para el total esclarecimiento de los hechos y para determinar la persona autora de los mismos. Tanto las que crea necesarias él mismo como las que considere pertinentes de las propuestas por las partes.

Esta materia se encuentra regulada en el Título V (“de la comprobación del delito y de la averiguación del delincuente”) del Libro II de la LECr, en sus artículos 326 a 485. Se trata de una regulación extensa, pero un poco caótica, asistemática, y en ocasiones un tanto desfasada.

La inspección ocular y el cuerpo del delito se regulan concretamente, en el Capítulo I y en el Capítulo II, del Libro II, respectivamente.

La Inspección ocular y el Cuerpo del delito

     Para la inspección ocular se requiere el desplazamiento al lugar en el que se tiene noticia de que han ocurrido  los hechos que serán objeto de la investigación, para averiguar y hacer constar los datos relevantes. 
( La inspección ocular es la 1ª diligencia a llevar a cabo x el j.instrucción cuando tiene conocimiento de la comisión de unos hechos aparentem. delictivos (toma fotos, realiza croquis, toma datos de las pers. que se encuentran en el lugar y practica las diligencias xa averiguar y hacer constar “el cuerpo del delito”).

(El “cuerpo del delito” es el cuerpo de la víctima o los instrumentos empleados/pruebas mat. que se encuentran en el lugar. 

Se hará constar cuantos datos  se consideren necesarios para el esclarecimiento de los hechos, pero se debe incluir:
· lugar y posición exacta del cuerpo del delito, entendiendo por cuerpo del delito tanto la víctima, si la hubiere, como los efectos o instrumentos hallados en el lugar y que posiblemente hayan sido utilizados para la comisión del delito
· las huellas o los vestigios, incluso los biológicos, hallados : recoger o tomar huellas de testigos que dejaron los hechos en la realidad en el lugar en que se produjeron- si el juez carece de info. xa interpretar ello, debe hacerse auxiliar de oficio x un perito (prueba pericial biológica, etc)

· la identidad de las personas que se encuentren en el lugar que puedan ser posibles testigos presenciales de los hechos o incluso partícipes en los mismos. – se les citará xa que comparezcan lo antes posible ante el juzgado xa declarar en calidad de testigos: “interrogatorio” o “declaración de testigos” (art.410-450 LECrim.)

La inspección ocular debe practicarla el Juez según se establece en la LECr, sin embargo, en la práctica la realiza la Policía Judicial en la que normalmente el Juez delega porque tienen más y mejores medios técnicos para poder realizarla.

10. 2. IDENTIFICACIÓN E INTERROGATORIO DEL IMPUTADO
La Identificación
En un primer momento se inicia la investigación sin imputado, pero encontrar al imputado es una cuestión prioritaria.

El Juzgado de Instrucción realiza la determinación del imputado que consiste en concretar físicamente quién es la persona de la que se sospecha. Para ello se siguen tres pasos:

· determinación del imputado

· identificación del imputado

· reconocimiento o comprobación de la identidad

( Determinación del imputado:

Cuando un testigo describe a una persona como posible sospechoso de la comisión de los hechos, la Policía, suele mostrarle un álbum con fotografías de personas con similares características, la práctica es habitual, aunque no está regulada legalmente, además, se realiza sin la presencia del Abogado del sospechoso, lo que puede inducir al testigo. Esta práctica, aunque no esté legalmente regulada no está expresamente prohibida, sin embargo no constituye prueba de cargo, es decir, el reconocimiento realizado por este método no es suficiente para desvirtuar la presunción de inocencia.

Sí prevé la LECr, la diligencia de reconocimiento en rueda entre personas de características similares. Se realiza  ante la presencia del Juez, normalmente, con un mínimo de cinco posibles sospechosos, y con la presencia activa del Abogado defensor sin la conformidad del cual no se puede llevar al cabo. En ese caso, si el testigo reconoce sin dudar al sospechoso, ese reconocimiento sí tiene valor de prueba preconstituida.

( Identificación del imputado

Una vez localizado el sospechoso, se debe identificar, es decir, averiguar su

· nombre y apellidos

· mote, si lo tuviese

· domicilio

· edad, sobre todo en circunstancias que pudieran ser determinantes de su imputabilidad ( 14 años o menos) o del procedimiento a seguir (18 años, o menos)

Si el sospechoso ya tuviera documentación se comprueba su identidad, y si estuviese indocumentado se recurre a la ficha policial en la que constan las huellas y la foto del individuo. Para determinar la edad, cuando pueda ser dato relevante, se acudirá a dictamen del médico forense.

( Presentación, reconocimiento o comprobación de la identidad

Finalmente, se constatará que la identidad del imputado es la correcta para evitar la suplantación del mismo, tanto en el momento de imputarle el delito como en futuras comparecencias ante el Juzgado (por ejemplo, en las presentaciones que periódicamente realice si quedase en libertad provisional hasta el momento del juicio) 

El Interrogatorio 
Hay tres diligencias que se llevan a cabo por partida doble, la primera vez la realiza la policía, y la segunda el Juzgado de Instrucción:

· la comunicación de la condición de imputado

· informarle de los derechos que tiene el imputado (art. 520 LECr)

· interrogatorio del imputado (el interrogatorio que lleve a cabo la policía no constituye prueba de cargo)

( Del art. 520 cabe destacar los siguientes derechos:

( derecho al silencio

( derecho a mentir

( derecho a designar Abogado que le asista, y si no lo asignase se le designará de oficio. Paralelamente hay que destacar el deber del Abogado designado de asistirle en un plazo máximo de 8 horas, transcurrido el cual sin verificarlo, podrá nombrar otro Abogado o del turno de oficio, ya que sin la asistencia de Letrado, el interrogatorio no tendrá eficacia.

( En cuanto al papel del Abogado antes del interrogatorio, la Ley de Responsabilidad Penal del Menor prevé la entrevista del Abogado con el menor antes de la declaración. Pero la LECr prevé que el imputado se entreviste con el Abogado después del interrogatorio. El Abogado, a su vez, puede exigir:
( la lectura de los derechos en su presencia

( reconocimiento del imputado por el médico forense

( preguntar o solicitar aclaraciones al final del interrogatorio

( entrevista con el detenido aunque éste se haya acogido a su derecho de guardar silencio y no haya declarado

( entrevista con el imputado antes del interrogatorio del Juez

El interrogatorio es una diligencia necesaria. Está legalmente prevista en la LECr en los artículos del 385 al 404, pero sólo para el interrogatorio judicial. En la regulación se respetan los Derechos Fundamentales de la persona imputada y se garantiza la declaración voluntaria, destacan:

Art. 387 (no se exige juramento del imputado en la declaración) 

Art. 389  (las preguntas se realizarán de forma directa, nunca de forma capciosa o que puedan inducir a error)

Art. 393 (impide la confesión por agotamiento del imputado)

Art. 520 LECr:

 “1. La detención y la prisión provisional deberán practicarse en la forma que menos perjudique al detenido o preso en su persona, reputación y patrimonio.

La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para la realización de las averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos. Dentro de los plazos establecidos de los hechos. Dentro de los plazos establecidos en la presente Ley, y, en todo caso, en el plazo máximo de setenta y dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de la autoridad judicial.
2. Toda persona detenida o presa será informada, de modo que le sea comprensible, y de forma inmediata, de los hechos que se le imputan y las razones motivadoras de su privación de libertad, así como de los derechos que le asisten y especialmente de los siguientes:

a) Derecho a guardar silencio no declarando si no quiere, a no contestar alguna o algunas de las preguntas que le formulen, o a manifestar que sólo declarará ante el Juez

b) Derecho a no declarar contra sí mismo y a no declararse culpable

c) Derecho a designar Abogado y a solicitar su presencia para que asista a las diligencias policiales y judiciales de declaración e intervenga en todo reconocimiento de identidad de que sea objeto. Si el detenido o preso no designara Abogado, se procederá a la designación de oficio

d) Derecho a que se ponga en conocimiento del familiar o persona que desee, el hecho de la detención y el lugar de custodia en que se halle en cada momento. Los extranjeros tendrán derecho a que las circunstancias anteriores se comuniquen a la Oficina Consular de su país

e) Derecho a ser asistido gratuitamente por un intérprete, cuando se trate de extranjero que no comprenda o no hable el castellano

f) Derecho a ser reconocido por el médico forense o su sustituto legal y, en su defecto, por el de la Institución en que se encuentre, o por cualquier otro dependiente del Estado o de otras Administraciones Públicas.

3. Si se tratare de un menor de edad o incapacitado, la autoridad bajo cuya custodia se encuentre el detenido o preso notificará las circunstancias del apartado 2.d) a quienes ejerzan la patria potestad, la tutela o la guarda de hecho del mismo y, si no fueran halladas, se dará cuenta inmediatamente al Ministerio  Fiscal. Si el detenido menor o incapacitado fuera extranjero, el hecho de la detención se notificará de oficio al Cónsul de su país.

4. La autoridad judicial y los funcionarios bajo cuya custodia se encuentre el detenido o preso, se abstendrán de hacerle recomendaciones sobre la elección de Abogado y comunicarán en forma que permita su constancia al Colegio de Abogados el nombre del Abogado elegido por aquél para su asistencia o petición de que se le designe de oficio. El Colegio de Abogados notificará al designado dicha elección, a fin de que manifieste su aceptación o renuncia. En caso de que el designado no aceptare el referido encargo, no fuere hallado o no compareciere, el Colegio de Abogados procederá al nombramiento de un Abogado de oficio. El Abogado designado acudirá al centro de detención a la mayor brevedad y en todo caso, en el plazo máximo de ocho horas, contadas desde el momento de la comunicación al referido Colegio.

Si transcurrido el plazo de ocho horas de la comunicación realizada al Colegio de Abogados, no compareciese injustificadamente Letrado alguno en el lugar donde el detenido o preso se encuentre, podrá procederse a la práctica de la declaración de las responsabilidades contraídas en caso de incumplimiento de sus obligaciones por parte de los Abogados designados.

5. No obstante, el detenido o preso podrá renunciar a la preceptiva asistencia de Letrado si su detención lo fuere por hechos susceptibles de ser tipificados exclusivamente como delitos contra la seguridad del tráfico.

6. La asistencia del Abogado consistirá en:

a) Solicitar, en su caso, que se informe al detenido o preso de los derechos establecidos en el número 2 de este artículo y que se proceda al reconocimiento médico señalado en su párrafo f).

b) Solicitar de la autoridad judicial o funcionario que hubiesen practicado la diligencia en que el Abogado haya intervenido, una vez terminada ésta, la declaración o ampliación de los extremos que considere convenientes, así como la consignación en el acta de cualquier incidencia que haya tenido lugar durante su práctica.

c) Entrevistarse reservadamente con el detenido al término de la práctica de la diligencia en que hubiere intervenido”.

Art. 520 bis:

“1. Toda persona detenida como presunto partícipe de alguno de los delitos a que se refiere el artículo 384bis será puesta a disposición del Juez competente dentro de las setenta y dos horas siguientes a la detención. No obstante, podrá prolongarse la detención el tiempo necesario para los fines investigadores, has un límite máximo de otras cuarenta y ocho horas, siempre que, solicitada tal prórroga mediante comunicación motivada dentro de las primera cuarenta y ocho horas desde la detención, sea autorizada por el Juez en las veinticuatro horas siguientes. Tanto la autorización cuanto la denegación de la prórroga se adoptarán en resolución motivada.

2. Detenida una persona por los motivos expresados en el número anterior, podrá solicitarse del Juez que decrete su incomunicación, el cual deberá pronunciarse sobre la misma, en resolución motivada, en el plazo de veinticuatro horas. Solicitada la incomunicación, el detenido quedará en todo caso incomunicado sin perjuicio del derecho de defensa que le asiste y de lo establecido en los artículos 520 y 527, hasta que el Juez hubiere dictado la resolución pertinente.

3. Durante la detención, el Juez podrá en todo momento requerir información y conocer, personalmente o mediante delegación en el Juez de Instrucción del partido o demarcación donde se encuentre el detenido, la situación de éste”.

10.3. INTERROGATORIO DE TESTIGOS
El interrogatorio de testigos está regulado en los artículos del 410 al 450 LECr.

Si durante la instrucción se facilitasen datos de testigos, éstos serán interrogados. 

( Se diferencia del  interrogatorio del imputado porque el testigo tiene tres deberes:
· Acudir a presencia judicial. Si no acudiese se le volverá a citar bajo apercibimiento de multa  y si persiste del delito de obstrucción a la justicia
· Debe prestar promesa o juramento de decir verdad. Si mintiera se le podría acusar de delito de falso testimonio tipificado en el artículo 458 del CP.
· Debe declarar verazmente. No puede callar (puede ser sancionado)

No obstante, existen algunas excepciones, por ejemplo  están exentos de declarar parientes cercanos del imputado (art. 416 LECr)

10.4. CAREO
Se encuentra regulado en los artículos 451 a 455 LECr. 

Consiste en una confrontación bien de dos testigos o de dos imputados, cuando existen declaraciones contradictorias que versan sobre hechos esenciales, en tal caso el Juez puede acordar la práctica de una diligencia de careo. Es una diligencia subsidiaria (y a veces de dudoso resultado) que también puede reproducirse en el juicio oral. Se tiende a velar en la regulación que las 2 pers. afectadas x el careo no lleguen a las manos o a grandes conflictos… En la práctica las pocas veces que se hace tp. llegan a det. quién dice la verdad…

10.5. DILIGENCIAS PERICIALES
( Regulación: Materia regulada en los artículos:

· del 356 al 363 LECr

· del 456 al 485 LECr

A lo largo de la investigación o instrucción, en ocasiones se encuentran datos o vestigios para cuya compresión son necesarios medios científicos o conocimientos de los que carece el Juez, en ese caso se hace necesaria la Diligencia Pericial, que consiste en acordar que por los peritos que corresponda en su caso, hagan la investigación que se solicite y  elaboren un informe en términos comprensibles para el Juez, que será quien en el acto del Juicio Oral tendrá que valorarlos como prueba a los efectos de poder dictar sentencia.

10.6. PROTECCIÓN DE TESTIGOS Y PÉRITOS
La protección de testigos y peritos está regulada en la LO 19/94 y consta de cuatro artículos:

Artículo 1. 

1. Las medidas de protección previstas en esta Ley son aplicables a quienes en calidad de testigos o peritos intervengan en procesos penales. 

2. Para que sean de aplicación las disposiciones de la presente Ley será necesario que la autoridad judicial aprecie racionalmente un peligro grave para la persona, libertad o bienes de quien pretenda ampararse en ella, su cónyuge o persona a quien se halle ligado por análoga relación de afectividad o sus ascendientes, descendientes o hermanos. 

Artículo 2. 

Apreciada la circunstancia prevista en el artículo anterior, el Juez instructor acordará motivadamente, de oficio o a instancia de parte, cuando lo estime necesario en atención al grado de riesgo o peligro, las medidas necesarias para preservar la identidad de los testigos y peritos, su domicilio, profesión y lugar de trabajo, sin perjuicio de la acción de contradicción que asiste a la defensa del procesado, pudiendo adoptar las siguientes decisiones: 

a) Que no consten en las diligencias que se practiquen su nombre, apellidos, domicilio, lugar de trabajo y profesión, ni cualquier otro dato que pudiera servir para la identificación de los mismos, pudiéndose utilizar para ésta un número o cualquier otra clave. 

b) Que comparezcan para la práctica de cualquier diligencia utilizando cualquier procedimiento que imposibilite su identificación visual normal. 

c) Que se fije como domicilio, a efectos de citaciones y notificaciones, la sede del órgano judicial interviniente, el cual las hará llegar reservadamente a su destinatario. 

Artículo 3. 

1. Los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, el Ministerio Fiscal y la autoridad judicial cuidarán de evitar que a los testigos o peritos se les hagan fotografías o se tome su imagen por cualquier otro procedimiento, debiéndose proceder a retirar el material fotográfico, cinematográfico, viedográfico o de cualquier otro tipo a quien contraviniere esta prohibición. Dicho material será devuelto a su titular una vez comprobado que no existen vestigios de tomas en las que aparezcan los testigos o peritos de forma tal que pudieran se identificados. 

2. A instancia del Ministerio Fiscal y para todo el proceso, o si, una vez finalizado éste, se mantuviera la circunstancia de peligro grave prevista en el artículo 1.2 de esta Ley, se brindará a los testigos y peritos, en su caso, protección policial. En casos excepcionales podrán facilitárseles documentos de una nueva identidad y medios económicos para cambiar su residencia o lugar de trabajo. Los testigos y peritos podrán solicitar ser conducidos a las dependencias judiciales, al lugar donde hubiere de practicarse alguna diligencia o a su domicilio en vehículos oficiales y durante el tiempo que permanezcan en dichas dependencias se les facilitará un local reservado para su exclusivo uso, convenientemente custodiado. 

Artículo 4. 

1. Recibidas las actuaciones, el órgano judicial competente para el enjuiciamiento de los hechos se pronunciará motivadamente sobre la procedencia de mantener, modificar o suprimir todas o algunas de las medidas de protección de los testigos y peritos adoptadas por el Juez de Instrucción, así como si procede la adopción de otras nuevas, previa ponderación de los bienes jurídicos constitucionalmente protegidos, de los derechos fundamentales en conflicto y de las circunstancias concurrentes en los testigos y peritos en relación con el proceso penal de que se trate. 

2. Las medidas adoptadas podrán ser objeto de recurso de reforma o súplica. 

3. Sin perjuicio de lo anterior, si cualquiera de las partes solicitase motivadamente en su escrito de calificación provisional, acusación o defensa, el conocimiento de la identidad de los testigos o peritos propuestos, cuya declaración o informe sea estimado pertinente, el Juez o Tribunal que haya de entender la causa, en el mismo auto en el que declare la pertinencia de la prueba propuesta, deberá facilitar el nombre y los apellidos de los testigos y peritos, respetando las restantes garantías reconocidas a los mismos en esta Ley. 

En tal caso, el plazo para la recusación de peritos a que se refiere el artículo 662 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal se computará a partir del momento en que se notifique a las partes la identidad de los mismos. 

En los cinco días siguientes a la notificación a las partes de la identidad de los testigos, cualquiera de ellos podrá proponer nueva prueba tendente a acreditar alguna circunstancia que pueda influir en el valor probatorio de su testimonio. 

4. De igual forma, la partes podrán hacer uso del derecho previsto en el apartado anterior, a la vista de las pruebas solicitadas por las otras partes y admitidas por el órgano judicial, en el plazo previsto para la interposición de recurso de reforma y apelación. 

5. Las declaraciones o informes de los testigos y peritos que hayan sido objeto de protección en aplicación de esta Ley durante la fase de instrucción, solamente podrán tener valor de prueba, a efectos de sentencia, si son ratificados en el acto del juicio oral en la forma prescrita en la Ley de Enjuiciamiento Criminal por quien los prestó. Si se consideraran de imposible reproducción, a efectos del artículo 730 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, habrán de ser ratificados mediante lectura literal a fin de que puedan ser sometidos a contradicción por las partes. 

Disposición adicional primera. 

El artículo 3.2 de esta Ley tendrá el carácter de Ley ordinaria. 

Disposición adicional segunda. 

El Gobierno, en el plazo de un año a partir de la publicación de la presente Ley, dictará las disposiciones reglamentarias que resulten necesarias para su ejecución. 

Disposición derogatoria única. 

Quedan derogados cuantos preceptos se opongan a lo dispuesto en la presente Ley. 

Disposición final única. 

Esta Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». 

10.7. DILIGENCIAS ESPECÍFICAS EN DELITOS CONTRA LAS PERSONAS Y LAS COSAS
En este epígrafe diferenciaremos los delitos contra las personas, de los delitos contra las cosas.

( Delitos contra las Personas


En los delitos contra las personas, hay que distinguir, a su vez, entre las situaciones en que hay un cadáver, es decir una muerte, y las situaciones de lesiones.

En los casos de muerte ( se investigan la muerte de una persona por homicidio/asesinato)se seguirán tres pasos:
· En primer lugar, el levantamiento del cadáver. Hoy en día ya no es necesaria la presencia del Juez debido a la modificación de la LECr de 1988, pero con anterioridad, esta diligencia la realizaba el Juez en persona, excepto en los casos contemplados en los artículos que a continuación se mencionan y que están vigentes:

· en los casos de que el muerto estuviera en las vías férreas, entonces, para no interrumpir el tránsito de los trenes, se retiraba por la policía (art. 453)

· si el muerto estaba en la vía pública, también lo apartaba la policía en espera de que llegara el Juez (art. 770.4)

· el Juez puede autorizar al médico forense que asista en su lugar al levantamiento del cadáver, adjuntándose en este caso a las actuaciones un informe que incorporará una descripción detallada de su estado, identidad y circunstancias, especialmente todas aquellas que tuviesen relación con el hecho punible (art. 778.6)
· En segundo lugar, la identificación del cadáver (arts. 340/342) es imprescindible ya que sino no se puede averiguar quien estuvo interesado en matarlo… (exposición al públ. durante mín. 24h. si el estado del cadáver lo permite, análisis de sus prendas)
· Autopsia: Finalmente, si la muerte ha ocurrido en circunstancias sospechosas se practicará la autopsia necesariamente, para determinar las causas de la muerte y demás circunstancias que puedan tener relevancia para asegurar el buen fin de la investigación. 

La forma de llevar a cabo la autopsia no está regulada judicialmente, sino que se efectúa siguiendo las reglas médicas, para ello se procede a la apertura de las tres cavidades vitales:

· la craneal

· la torácica

· la abdominal

En los casos de lesiones,( si se investigan delitos de lesiones) y según establecen los arts. 355 y 778.5, se practicará diligencia pericial de reconocimiento por el médico forense en su calidad de perito, con tres finalidades:
· investigar las causas y circunstancias en que se han producido las lesiones

· evaluar el alcance de las lesiones a fin de poder determinar si se tratan de delito o de falta de lesiones, así:

· si sólo se ha precisado una primera asistencia médica será falta

· si precisó, además de la primera asistencia médica un tratamiento o una intervención quirúrgica, estaremos ante un delito de lesiones

· facilitar el cálculo de la responsabilidad civil, o sea de la indemnización que le corresponda a la víctima según la gravedad, los días necesarios para su curación, los días de baja laboral, o si han existido o no secuelas y si éstas son temporales o definitivas.

( Delitos contra las Cosas (Patrimonio)

Las diligencias a seguir en los delitos contra las cosas (daños contra la propiedad, estafa, robo, hurto…) serán las siguientes:
· Primero, determinar la preexistencia de la cosa objeto del delito (art. 364 LECr)

· Una vez determinada, practicar la tasación pericial de la cosa objeto del delito o valoración del bien supuestamente sustraído o del daño producido- tasación con doble finalidad (art. 365 LECr),:
· determinar si se trata de delito o  de falta si el valor de la cosa es,  respectivamente, superior o no a 400 €.

· calcular el importe de la indemnización por restitución

10.8 DILIGENCIAS EN DELITOS COMETIDOS MEDIANTE IMPRENTA U OTROS MEDIOS DE PUBLICIDAD Y CONTRA LA PROPIEDAD INDUSTRIAL E INTELECTUAL
En los delitos cometidos mediante imprenta u otros medios de publicidad, encontramos dos diligencias específicas a practicar que son:

· la determinación del imputado, para ello se seguirán los pasos que establece el Código Penal en su artículo 30

· el secuestro de los ejemplares de la publicación

En cuanto a los delitos contra la propiedad industrial, se estará a lo dispuesto en el art. 63 de la Ley de Patentes, que ha sufrido múltiples reformas, y también habrá de practicarse pericial (falsificación de marca, por ejemplo)

En ambos casos, se requiere denuncia del ofendido.

Artículo 63. (Ley de Patentes y Marcas 11/1986) 

1. El titular cuyo derecho de patente sea lesionado podrá, en especial, solicitar:

a) La cesación de los actos que violen su derecho.

b) La indemnización de los daños y perjuicios sufridos.

c) El embargo de los objetos producidos o importados con violación de su derecho y de los medios exclusivamente destinados a tal producción o a la realización del procedimiento patentado.

d) La atribución en propiedad de los objetos o medios embargados en virtud de lo dispuesto en el apartado anterior cuando sea posible, en cuyo caso se imputará el valor de los bienes afectados al importe de la indemnización de daños y perjuicios. Si el valor mencionado excediera del importe de la indemnización concedida, el titular de la patente deberá compensar a la otra parte por el exceso.

e) La adopción de las medidas necesarias para evitar que prosiga la violación de la patente y, en particular, la transformación de los objetos o medios embargados en virtud de lo dispuesto en el apartado c), o su destrucción cuando ello fuera indispensable para impedir la violación de la patente.

f) La publicación de la sentencia condenatoria del infractor de la patente, a costa del condenado, mediante anuncios y notificaciones a las personas interesadas. Esta medida sólo será aplicable cuando la sentencia así lo aprecie expresamente. 

2. Las medidas comprendidas en los apartados c) y e) serán ejecutadas a cargo del infractor, salvo que se aleguen razones fundadas para que no sea así.

3. Las medidas contempladas en los párrafos a) y e) del apartado 1 de este artículo podrán también solicitarse, cuando sean apropiadas, contra los intermediarios a cuyos servicios recurra un tercero para infringir derechos de patente, aunque los actos de dichos intermediarios no constituyan en sí mismos una infracción, sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la información y de comercio electrónico. Dichas medidas habrán de ser objetivas, proporcionadas y no discriminatorias.

(Artículo redactado conforme a la Ley 19/2006, de 5 de junio, por la que se amplían los medios de tutela de los derechos de propiedad intelectual e industrial y se establecen normas procesales para falicitar la aplicación de diversos reglamentos comunitarios) 
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TEMA 11

DILIGENCIAS QUE VULNERAN DERECHOS FUNDAMENTALES

11.1 REQUISITOS COMUNES

( Regulación: Estas diligencias que “afectan” a los Derechos Fundamentales, están reguladas en el Título VIII, Libro II, de la LECr, que comprende los arts. del 545 al 588.: las diligencias suponen un conflicto entre un dº fundamental que se reconoce y gtiza. en la CE y, por otro lado, und dº-deber del E’ de investigar, perseguir y, en su caso, castigar los delitos tipificados = Xa llevar a cabo estas diligencias debe extremarse la prudencia del juez que las acuerda y de la poli. que las practica. 

(Deben de practicarse con suma exquisitez ya que pueden suponer una intromisión en los Derechos Fundamentales de las personas, así pueden entrar en colisión con el derecho a:

· la integridad, reconocido en el art. 15 CE

· la intimidad, reconocido en el art. 18.1 CE

· la inviolabilidad del domicilio, reconocido en el art. 18.2 CE

· al secreto de las comunicaciones, reconocido en el art. 18.3 CE

· no confesarse culpable y a no declarar contra sí mismo, reconocidos tanto en el art. 24 CE, como en el art. 520 LECr.

( Situación de Conflicto: En todo este tipo de diligencias subyace un conflicto entre:

· El derecho/deber del Estado y de la víctima de perseguir y de culpar el delito
· Los derechos fundamentales de todas las personas
Esta situación de conflicto exige que el Juez de Instrucción en cada caso debe extremar su prudencia al acordarlas (debiendo valorar si son necesarias, proporcionadas, previstas….) porque en ocasiones se ha denunciado la ilicitud por vulneración de los Derechos Fundamentales.

- Por ello, el Tribunal Constitucional ha sentado doctrina y para las diligencias que nos ocupan exige una serie de requisitos a fin de asegurar que no sean ilícitas y por tanto nulas. Esos requisitos comunes a todas ellas son:
· El PPio de Necesidad ( respeto al principio de necesidad y de subsidiariedad, es decir, que su práctica sea realmente necesaria y que no haya otra forma menos lesiva de obtener el mismo resultado

· PPio de Proporcionalidad ( la práctica de la diligencia debe ser proporcionada al delito investigado, es decir debe existir una relación de igualdad (o lo más proporcionada posible)  entre el tipo delictivo, el bien jurídico a proteger y la forma de llevar a cabo esa protección

· Legalidad procesal y Seguridad Jurídica ( no puede acordarse la práctica de una diligencia que afecte a los Derechos Fundamentales si no está prevista en la Ley (caso de las escuchas telefónicas de unos Diputados, este tipo de diligencia no estaba prevista en la Ley y no se pudieron tener como prueba los datos recogidos en las escuchas, por tanto absolvieron a los Diputados. A raíz de  ello se reformó en la LECr en 1988 y se introdujo la diligencia de escuchas telefónicas)

· Resolución judicial motivada ( la práctica de estas diligencias se debe acordar por Auto judicial en el que razonadamente se debe justificar:

· La existencia de indicios del delito

· La existencia de indicios sobre la autoría del delito

· La concurrencia de los otros requisitos (necesidad, proporcionalidad…)

Si no se cumplen todos los requisitos establecidos por el Tribunal Constitucional la práctica de la diligencia es ilícita y por tanto nula de pleno derecho. (art.11 LOPJ)
No será considerada ni indicio ni prueba (nulidad=inexistencia). 

Artículo 11 LOPJ:

1. En todo tipo de procedimiento se respetarán las reglas de la buena fe. No 
surtirán efecto las pruebas obtenidas, directa o indirectamente, violentando los 
derechos o libertades fundamentales.

2. Los Juzgados y tribunales rechazarán fundadamente las peticiones, incidentes 
y excepciones que se formulen con manifiesto abuso de derecho o entrañen fraude de ley o procesal.

3. Los Juzgados y tribunales, de conformidad con el principio de tutela 
efectiva consagrado en el Artículo 24 de la constitución, deberán resolver 
siempre sobre las pretensiones que se les formulen, y solo podrán desestimarlas por motivos formales cuando el defecto fuese insubsanable o no se subsanare por el procedimiento establecido en las leyes.

Artículo 238 LOPJ:

Los actos Judiciales serán nulos de pleno derecho en los casos siguientes:

1. Cuando se produzcan por o ante tribunal con falta de jurisdicción o de competencia objetiva o funcional

2. Cuando se realicen bajo violencia o  intimidación.

3. Cuando se prescinda de normas esenciales del procedimiento, siempre 
que,  por esa causa, haya podido producirse indefensión.

4. Cuando se realicen sin intervención de Abogado, en los casos en que la ley la establezca como preceptiva.

5. Cuando se celebren vistas sin la preceptiva intervención del Secretario Judicial.

6. En los demás casos en los que las leyes procesales así lo establezcan.


En la práctica el juez la suele acordar dictando un auto con motivación aparente, citando stc. del TC, cuando la policía advierte que puede haber un caso de delito grave =Motivación estandarizada del auto. El j.instrucción dirige la investigación, contaminado, carece de la imparcialidad nece.. En la práctica quien lleva a cabo estas diligencias es la Poli.Jud. - No juicio de valor sufi. xa la idoneidad de esa medida…

11.2 DILIGENCIA DE ENTRADA Y REGISTRO EN LUGAR CERRADO

( Regulación: Regulada en los artículos 545 a 572 LECr.

( ¿ Cuando se da la diligencia de entrada y registro? 


Se llevará a cabo cuando existan indicios de hallarse en lugar cerrado bien los sospechosos bien el cuerpo del delito.


  A) La Entrada: 
(La Diligencia de Entrada es una diligencia instrumental. Consiste en que los Agentes de la Autoridad entren en lugar cerrado con la finalidad de practicar otra diligencia: bien la detención de los imputados, bien el registro.

Cuando el lugar donde se va a entrar es un domicilio privado se entra en conflicto con el derecho fundamental a la inviolabilidad del domicilio reconocido en el art. 18.2 CE. 

Dº que la jurisprudencia hace extensivo a habitaciones del hotel, autocaravanas,… (STC 22/1984, STC 137/1985, STC 139/1999, STC 10/2002, …).
Art.545 LECrim.: Nadie podrá entrar en el domicilio de un español o extranjero residente en España sin su consentimiento, excepto en los casos y en la forma expresamente prevista en las leyes.

Art.546 LECrim.: Puede decretarse la entrada y registro de edificios y lugares públicos si se cree estar allí el procesado o efectos/instrumentos del delito, etc.

Art.550 LECrim.: Cabe la entrada y registro de edificios y lugares cerrados o partes de domicilio de residentes previo consentimiento del interesado o mediante auto motivado.

(  La entrada puede tener lugar por tres vías:

( Diligencia practicada con consentimiento del legítimo ocupante del lugar cerrado: no hace falta autorización judicial. 
( a falta de consentimiento será necesario para la diligencia una Autorización Judicial de Entrada y Registro: Juez dicta auto motivado si estima conveniente realizar la diligencia solicitada en el atestado de la poli
( en caso de delito flagrante, sólo en ese caso, se podría entrar sin necesidad del consentimiento ni de autorización judicial y se debe comunicar inmediatamente después haberse practicado tanto a la Fiscalía como al Juzgado. Esto se produce en el caso de perseguir a un sospechoso y este se introduce en el domicilio y también en el  caso de delitos cometidos x bandas armadas y/o organizaciones terroristas.

Es necesario que la poli. haga constar en el atestado policial los motivos x los que tiene fundadas sospechas y lo ponga en conocimiento del J.Instrucción o del Fiscal. Si se demora más de 3d. el juez lo considerará diligencia ilícita x falta de conocimiento judicial (Art.202 LECrim.: delito de allanamiento de morada- grave respons. de los agentes)
-  Si no se tuviese en cuenta lo anterior podríamos hallarnos ante un posible delito de allanamiento de morada, tipificado en el art. 202 CP.


  B) El Registro: 
( Que és? 

La Diligencia de Registro consiste en realizar una inspección de lo que existe en el lugar en que se acaba de entrar con la finalidad de detener al delincuente y/o intervenir el cuerpo del delito.
(  Requisitos
1) Causar el Menor perjuicio: De la articulación que la regula se desprende que quien la realice debe tratar de causar el menor perjuicio posible al ocupante (sobre los dºs del titular o del que ocupe legítimamente ese lugar. )
y si además es un domicilio particular hay que ser todavía más prudente (a las 20:00 horas hay que pedir consentimiento para poder continuar la práctica de la diligencia); es decir, el afectado puede negarse a que se prolongue hasta la noche (20:00 o 21:00)- cabrá permiso del titular + si se niega se suspenderá xa reanudarlo a las 8:00 o 9:00 de la mañana del día siguiente
2) Personas que han de intervenir: Para que el registro pueda constituir prueba preconstituida es necesario además que en ese registro hayan intervenido:
· el Juez responsable de la investigación o persona en quien delegue: Es necesaria la presencia del juez responsable de la investigación xa que vele x los dºs fundamentales. A partir. del 1985 se permitió que el juez delegara en otra pers. que en la práctica viene siendo el Agente Judicial
· el Secretario Judicial (imprescindible) que levante acta: el Secretario judicial deberá levantar acta de la diligencia aunque tb. puede hacerlo la policía (si lo hace la poli. la prueba no será nula xo tp. prueba preconsti. XO si lo hace el Secret.Jud. tiene valor documental en el j.oral-Si levantase acta la Policía no constituye prueba. Deberán citarse todos los poli. que estuvieron presentes en la diligencia de investigación xa que haya prueba de cargo. Valor probatorio: prueba preconsti.)

· la Policía, aunque no es requisito legal, más bien se utiliza como método disuasorio, para protección de los que llevan a cabo la diligencia. En la práctica siempre es necesario que esté- tiene fuerza coercitiva del E’ y formación y conocimientos sufi. xa realizar un registro eficaz
· el Interesado (no es imprescindible que sea el legítimo titular)
· el Imputado y su Abogado, (salvo en el caso de flagrante delito) tienen dº a estar presentes, salvo que se hubiera acordado el secreto de sumario- pero no será prueba de cargo suficiente x enervar la presunción de inocencia en el j.oral. No tendrá todas las gtías.

11. 3 DILIGENCIAS QUE AFECTAN AL DERECHO DE SECRETO DE LAS COMUNICACIONES
Tenemos 2 Supuestos: Debemos diferenciar entre:
( Diligencia de detención, apertura y examen de la correspondencia

Es una regulación que data de 1872 y por tanto sólo se podía referir a la comunicación postal, ya que no existía de otro tipo en la época, pero hoy en día también se hace extensiva esa misma regulación, arts. del 579.1 al 588 LECr  para el correo electrónico y para los SMS. 
- Si el juez sospecha de que a través de la correspondencia privada del sospechoso pueden obtenerse informaciones importantes, puede requerir, cumpliendo con todas las exigencias xa ello, al jefe de la oficina de correos del domicilio del sospechoso xa que detenga la correspondencia o los telegramas que aquél quiere enviar. 

El Juez avisa mediante oficio, al Jefe de Correos, o al titular del Correo, para que retenga tanto el correo que recibe como el que remite el imputado sospechoso. - El juez establece xa ello un plazo
· Después, el jefe de correos remitirá la correspondencia al Juzgado y el Juez de instrucción procederá a su apertura  siempre  ante: 

· el imputado y su Letrado: al que deberá haber citado antes de abrirla 

· El Secretario Judicial que levanta acta. A través del Secretario Judicial se procede a la abertura de la correspondencia y a su lectura en voz alta. Solo la parte indispensable xa la investigación queda después recogida en los autos (esa parte será pública)
       -   Después se le entrega la correspondencia al imputado.

El problema es que son pocos los que actualm. remiten cartas. La regulación ha perdido así su aplicación práctica. Xo es aplicable tb. a los e-mails (el juez puede requerir al tit. de un servidor xa que retenga det. mails). Idem xa los sms.

( Observación e intervención de las comunicaciones telefónicas
Se regula en el artículo 579, apartados 2,3 y 4 LECr. Para su verdadera eficacia se ha de acordar bajo secreto de sumario, porque si el imputado sabe que van a escuchar sus conversaciones telefónicas procurará no mencionar nada que pueda implicarle. 

- La regulación carece de las garantías. de la anterior diligencia ya que la propia policia puede acordar de oficio pinchar la línea telefónica del sospechoso durante un máx. 3m prorrogables. Si no encuentra nada dejará de realizarlas… Así nunca se sabe si la poli. ha sospechado alguna vez de  uno y qué ha escuchado…

Se debe distinguir entre:
· Diligencias de observación de comunicaciones telefónicas:, que es una diligencia de investigación menos lesiva para el derecho al secreto de las comunicaciones y de la intimidad, y por la que se pretende averiguar la existencia de comunicaciones. Basta con la obtención de un listado de llamadas durante un det. plazo en el que figure la fecha, la hora, los números comunicantes y la duración de la comunicación, pero no se sabe el contenido de la conversación.
· Diligencias de intervención de comunicaciones telefónicas: aquí, en cambio, encontramos una medida más gravos: se entromete en el Derecho Fundamental. Se trata de escuchas telefónicas de conversaciones, con su grabación, trascripción y reproducción en la instrucción durante el interrogatorio del imputado y en el acto del j.oral (que son públicos). Es esta una diligencia peligrosa porque:
· no sólo escucha el Juez, que es el garante de los Derechos Fundamentales, sino también los encargados de llevar a cabo la diligencia
· si el procedimiento finalmente se archiva, el imputado, ni tampoco las personas con las que ha mantenido las conversaciones, nunca van a tener conocimiento de que han sido escuchados

X ello debe ser acordado con más cautela de la mera observación que no necesita de una gran justificación
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11.4. DILIGENCAIS DE INTERVENCIÓN CORPORAL
Clases: Podemos señalar dos tipos de diligencias de intervención corporal:
· Test de control de alcoholemia y/o de consumo de drogas

· Registro externo de personas (“cacheo”)

Son diligencias que entran en conflicto con el Derecho Fundamental a la integridad y a no sufrir tratos degradantes reconocidos en el art. 15 CE

A pesar de que están reguladas en la Ley, no lo están en la LECr, ambas con practicadas por la Policía y no se exige Auto Judicial acordándolas.

( Test de Control de Alcoholemia y Consumo de Estupefacientes
( Que es?

El Test de control de alcoholemia y/o consumo de drogas es una Diligencia Policial/Pericial que puede dar lugar a una Diligencia Médico Pericial.

( Regulación: 

Está regulada en la Ley de Tráfico RDL 339/1990, de 2 de marzo y desarrollada en RD 13/1997 de 17 de enero, en sus artículos del 20 al 26.

La función del test era la de investigar inicialmente infracciones administrativas relativas al tráfico (xa sancionar x vía adm. quienes circulan bajo los efetctos del alcohol o de drogas)., pero llegó un momento en que la infracción administrativa se elevó a la categoría de delito (art. 377 CP). La Fiscalía dio la instrucción a los Fiscales de que cuando la tasa de alcohol (en aire o en sangre) fuera superior a las establecidas como peligrosas, fuera considerado delito. La siniestralidad xo crece y así se introduce en los a.80 el delito contra la seguridad en el tráfico (art.379 CP). 

 -   También puede ser solicitada su práctica por el imputado en otro delito.

( Como se practica? 

La práctica de esta Diligencia la lleva a cabo la Policía, puede ser en un control rutinario o bien porque el conductor dé muestras de un tipo de conducción peligrosa. La Policía, tras comprobar la licencia del conductor y del vehículo, solicita al conductor que realice la prueba del alcoholímetro, consistente en soplar en un alcoholímetro homologado que calibra el volumen de alcohol por litro de aire aspirado. 
· Si la persona se niega será responsable del delito de desobediencia x la negativa al sometimiento de la prueba de alcoholemia (art.380 CP). 
· Si se somete a la prueba y el resultado es negativo, el conductor puede seguir circulando, pero para el caso de que el resultado fuera positivo, se le pide al conductor que se someta a un segundo control pasados unos 10 minutos. Si este segundo control diera negativo se entiende favor reo que la primera prueba falló y el conductor puede seguir circulando, pero si nuevamente diera positivo se le ofrece al conductor la posibilidad de contrastar el resultado con una analítica de laboratorio, bien de orina, bien de sangre. Si no quiere se queda el resultado del etimómetro.

( Problemática: 

Este test presenta algunos problemas:
( La obligación que tiene el conductor de soplar, podría equipararse al hecho de declarar contra sí mismo, y nadie tiene la obligación de hacerlo. Frente a la negativa que se planteó en un principio, el legislador, en el año 1990, solventó el problema tipificando por delito de desobediencia el hecho de  negarse a la práctica de la prueba de la alcoholemia (art. 380 CP)

( Parece que se vulnera el derecho que tiene todo imputado a ser asistido de Abogado, sin embargo, el Tribunal Constitucional declaró que no tiene derecho a ser asistido de Letrado cuando la Policía solicita la práctica del test de alcoholemia
( Diligencia de sintomatología: El test da como resultado la tasa de alcohol en aire o en sangre pero por sí mismo no demuestra que la persona tenga mermadas sus facultades para conducir, por tanto no prueba el delito; por ello, es necesario, además, una diligencia policial (diligencia de sintomatología) en la que consten los síntomas externos del sujeto que así lo acrediten, tales como:

· habla balbuceante

· fuerte olor a alcohol en el aliento

· ojos vidriosos

· caminar inseguro…
( Xa que constituya prueba de cargo sufi. xa enervar la presunción de inocencia en el j.oral, debe ser reproducida en este atr. de los policías que intervinieron. Incluso demostrándose la ingesta y la sintomatología antedicha, esta Diligencia de Investigación no constituye prueba de cargo suficiente para enervar la presunción de inocencia establecida en el art. 24 CE. Para que pueda constituir atestado y por tanto prueba de cargo, deberá reproducirse en el juicio oral testificando los policías que la practicaron, no basta con que se ratifiquen en el atestado. Pero si no lo recuerdan, no constituirá prueba de cargo.

( El Registro Externo de Personas (Cacheo):
( Concepto: 

La Diligencia de Registro externo de personas, “cacheo”, es una diligencia de investigación regulada en el artículo 19 de la LO 1/1992 de protección de seguridad ciudadana. 
( Como se practica? 

Puede practicarse por la Policía, bien de oficio, bien por orden del Fiscal o del Juez de Instrucción. 
No requiere Auto motivado, ni tampoco se requiere consentimiento del ciudadano según la Ley (el TC confirmó la constitucionalidad de la Ley). El TS refrende la actuación policial en esta diligencia al amparo del art.20 de esa ley- permite a la poli. parar al ciudadano, pedirle la docu. + conducirlo a comisaría si no se pudo identificar.

Si la poli. sospecha de alguien lo detienen y le piden la separación de piernas y brazos y que se esté quieto xa registrarlo externamente para buscar armas, droga, objetos robados,….

Esta diligencia entra en conflicto con el dº de no sufrir tratos degradantes o inhumanos: Es muy útil en la práctica aunque es ilícita si el imputado no da su consentimiento- lo encontrado no podrá entonces considerarse como prueba. Aunque el TS actualm. lo admita….

No ha admitido el TS el desnudar a la pers. xa practicar el registro, ni con presencia de policía del mismo sexo. Tp. se admite obligar a la pers. a realizar flexiones xa expulsar posibles contenidos del cuerpo (el sospechoso con droga en el ano o en la vagina de esta forma la expulsaba).

( Valor Provatorio 

En cuanto a su valor probatorio, como en el caso anterior, para que constituya prueba de cargo, deberán declarar los policías que la practicaron en calidad de testigo en el acto del juicio oral.

El examen de cavidades y orificios corporales
Requiere intervención médica y se trata de averiguar si el sospechoso lleva en su interior objetos o instrumentos del delito (normalm. droga). 
( Regulación 

 
no está regulado ni por la LECr ni por otra Ley, y afecta al dº a la dignidad e intimidad. 
Por ello no pueden practicarse sin consentimiento del sospechoso. La negativa a su práctica, la admiten tanto el Tribunal Supremo como el Tribunal Constitucional como un indicio de culpabilidad. Es decir, que aunque la negativa por sí misma no constituye prueba de cargo, sí tiene cierta carga probatoria, que unida a otros medios de prueba podría contribuir a formar la convicción del Tribunal. Si es xo el único indicio de criminalidad no puede llegar a juzgarse a la pers.- no tiene valor probatorio
El examen radiológico 
Se practica cuando se sospecha que el sujeto pueda llevar en su interior sustancias prohibidas. Esta diligencia no está regulada y aunque el Tribunal Constitucional ha considerado que no supone vulneración de ningún Derecho Fundamental, sin embargo, exige que haya Auto Judicial razonado acordándolo.

La Diligencia para la determinación del ADN
 ( Regulación 

está regulada en el art. 363.2 de la LECr desde noviembre de 2003. 
( Finalidad 

Su finalidad es la de obtener muestras biológicas del imputado mediante extracción de fluidos o de tejidos para contrastarlas con otras muestras halladas en la investigación del delito. Dicho artículo, aunque exige para su práctica que haya sido acordada por Auto Judicial, sin embargo no exige el consentimiento del sujeto. La jurisprudencia entiende que hace falta el consentimiento y la negativa será indicio probatorio. 

La nueva LO 10/2007, de 8 de octubre por la que se regula la base de datos policial sobre identificaciones obtenidas a partir de ADN, en su art. 3.1 a) y en la Disposición Adicional 3ª, permite la extracción incluso sin consentimiento del imputado.

11.5. LA CIRCULACIÓN Y ENTREGA VIGILADA DE OBJETOS DE COMERCIO ILÍCITO
En la mayoría de las ocasiones, se trata de estupefacientes, aunque también puede tratarse de fauna protegida, de tráfico de armas o de evasión de moneda….

Su función es la de descubrir a los autores del delito de tráfico ilícito, o a los miembros de la organización. 
Estas diligencias se encuentran reguladas desde 1999 en el artículo 263 bis LECr. Puede ser acordada por la Policía, sin necesidad de Auto Judicial, aunque también es posible que se acuerde por Auto.

11.6 UTILIZACIÓN DE AGENTES INFILTRADOS ENCUBIERTOS

( Regulación 

Su regulación en el art. 282 bis LECr, se introdujo en el año 1999, como complemento a la anterior.

( Finalidad 


Luchar contra el crímen organizado. 
( Como se da?
 

- Requiere que el Juez o el Ministerio Fiscal autoricen a un funcionario de policía para actuar bajo identidad falsa y para adquirir y transportar efectos delictivos.

-  Es una diligencia muy gravosa y peligrosa a nivel humano que se puede acordar para 6 meses prorrogables si nace.: es una actividad que entraña muchos riesgos:

A)  para la seguridad del propio agente si se llegase a descubrir su verdadera identidad 

B) también se corre el peligro de que el agente se contamine de la actividad delictiva: puede llegar a coger afecto a los criminales y cambiar así de actitud durante la investigación. Si el agente es sorprendido cometiendo un delito junto a la banda puede sufrir los tratos normales de un detenido hasta que se destape que se trata de un agente encubierto. 

Para evitar estos riesgos, la Ley exige:

( Requisitos: 
· la voluntariedad de los agentes para su nombramiento

· que el Ministerio del Interior lo acorde con carácter secreto y dote al agente de identidad falsa

· la Ley exige al agente que se limite a investigar, le prohíbe que provoque o induzca el delito (ello llevaría a la frustración de la operación por absolución de los delincuentes)

· que tenga una duración máxima de 6 meses (prorrogables)

11.7. VIDEOVIGILANCIA EN LUGARES PÚBLICOS
( Regulación: 
Este tipo de vigilancia fue introducida por LO 4/1997 de 4 de agosto, para permitir a la policía grabar con videocámaras lo que ocurre en lugares públicos con la finalidad de garantizar la seguridad ciudadana y la seguridad vial.

( Problema: 
El problema es que presenta conflicto con el derecho fundamental a la intimidad y a la propia imagen.

La Ley exige que la instalación de las videocámaras sea acordada por la Delegación del Gobierno y sea publicada en el Boletín Oficial de la Provincia del lugar de la instalación.

Si se observaran hechos aparentemente delictivos, la Policía debe cerrar el atestado y remitirlo a la autoridad judicial en el plazo máximo de 72 horas.
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TEMA 12

MEDIDAS CAUTELARES

Las medidas cautelares no son una institución propia de la instrucción, sino que pueden adoptarse en cualquier momento durante el procedimiento penal declarativo.

Las medidas cautelares relativas al imputado se contemplan en los puntos 1 a 6 del tema mientras que las medidas cautelares para garantizar la responsabilidad civil se estudia en el punto 7.

( Finalidad: 
Las medidas cautelares tienen como finalidad garantizar la presencia del imputado durante todo el proceso. También encontramos medidas cautelares que entran en conflicto con los derechos fundamentales para garantizar el derecho/deber del Estado.

Este conflicto tiene que resolverse con arreglo a los mismos criterios ya estudiados en relación las diligencias de investigación, es decir:
· proporcionalidad (tiene que tratarse de un hecho aparentemente delictivo, no puede tratarse de una falta)
· necesariedad /subsidiariedad (no deben acordarse si existe la posibilidad de conseguir el mismo objetivo con medidas menos gravosas)
· legalidad (no puede acordarse ninguna que no esté prevista en la ley)

Las medidas cautelares se encuentran reguladas en los Títulos VI y VII del Libro II LECr, en sus artículos del 486 al 544 (bis y ter)

12.1. LA CITACIÓN CAUTELAR
La citación cautelar no es una medida en sí misma. Es una orden de comparecencia cuantas veces considere necesario el Juez y en caso de incomparecencia injustificada se convierte en orden de detención (art. 486/488 LECr)

Los art.486 a 544 ter tienden a asegurar la presencia del imputado durante el proceso, especialmente en el juicio.

Art.486 LECrim.: La pers. a quien se impute el acto punible será citada sólo xa ser oída a no ser que la ley disponga lo contrario o que dsd luego proceda su detención.

Art.544 ter LECrim.: Orden de protección de las víctimas si éstas están en riesgo…

Entran en conflicto con el dº fundamental a la lib. (art.17 CE) y con el dº fundamental a la presunción de inocencia (art.24.2 CE)… ¿Hasta qué pto. un mero sospechoso respecto del cual cabe la presunción de inocencia, puede ver limitada o incluso verse privado de su libertad durante una investigación? 

La presencia del imputado es xo necesaria xa que pueda realizarse el P.Penal…

Este conflicto deber del E’ de perseguir los delitos (necesaria presencia del imputado) – 

dºs fundamentales del imputado, debe resolverse con criterios casi idénticos como los que resuelven las diligencias de investigación: ppio. de proporcionalidad fin perseguido-medio empleado; ppio. de legalidad; ppio. de mínimo perjuicio o molestia xa el imputado (xq. se presume su inocencia)+ criterio de excepcionalidad (sólo acudir a la MC cuando no hay otra forma de asegurar su presencia y el buen fin del proceso).
Citación cautelar: los art.486-488 LECrim. constituyen una orden de comparecencia ante el juez- éste puede citar al imputado tantas veces como quiera, con la finalidad de verle/oirle. Si el imputado no comparece a alguna de esas citaciones cautelares, la orden de comparecencia de convierte en orden de detención.

Art.486 LECrim.: ver arriba

Art.487 LECrim.: si el citado no comparece ni justifica causa legítima que se lo impide, la orden de comparecencia puede convertirse en orden de detención.

Art.488 LECrim.: Durante la instrucción de la causa, el Juez instructor podrá mandar comparecer a cuantas pers. convengan oír x resultar contra ellas algunas indicaciones fundadas de culpabilidad.

11.2. LA DETENCIÓN
( Regulación: Está regulada en los artículos 489/501 LECr.

( Concepto:  
La detención es la privación de libertad de movimiento (reconocida en el art. 17 CE) con carácter temporal, instrumental y provisional,  de una persona para ponerla a disposición judicial.  La detención no es lo mismo que la prisión provisional. La detención es una situación de mero hecho, no siempre es necesario una resolución judicial motivada previamente.

( Supuestos
En los arts. 490 al 494 se prevén varios supuestos que se pueden resumir básicamente en tres:
1. Detención practicada por un particular, bien por delito flagrante, bien porque haya una situación de rebeldía. El particular que detiene a otra persona lo hace para entregarlo a al Autoridad Judicial y tiene que justificar la detención practicada porque si no hay motivo habrá cometido el delito previsto en el art. 163 CP de detención ilegal.
2. Detención policial, es la practicada por un agente de policía que puede detener a un particular siempre que considere que ese ciudadano puede haber cometido un delito (nunca una falta, no se puede detener por ello)
3. Detención judicial, la practican los agentes de policía por orden del Juez. Es la que viene dada por la incomparecencia a la primera citación.

( Duración
La duración de la detención esta regulada:

a) desde 1882, en el art. 496 LECr en un máximo de 24 horas (art.496 det. que cabe poner en lib. o entregar al Juez al detenido dentro de las 24h. siguientes al acto de la misma).

b) desde 1978, en el art. 17.2 CE en un máximo de 72 horas (art.17.2 det. que la detención preventiva no puede durar más de lo estrictamente nece. xa hacer las indagaciones xa esclarecer los hechos y en cualquier caso, en el plazo máx. de 72h. el detenido ha de ser puesto en lib. o a disposición jud.)…
-   esta segunda regulación motivó en 1983 la modificación del art. 520 LECr, en el que figura, como en el 17.2 CE, una duración máxima de la detención de 72 horas.

La Interpretación de los Plazos: 
1) como principio general, la detención debe durar el mínimo tiempo indispensable para la puesta a disposición judicial: La duración debe ser la mínima indispensable y estrictamente necesaria para presentar al detenido ante el J.Instrucción y practicar unas mínimas diligencias x parte de la policía xa completar su atestado (acreditación de que hay delito y de que la persona es sospechosa).

2) no debería alcanzar las 24 horas, transcurridas las cuales, la policía debe razonar en el atestado los motivos que provocaron la tardanza en la puesta a disposición judicial, porque si no se justificase podríamos estar ante una detención ilegal.
3) en ningún caso puede superar las 72 horas, superado ese límite se cometería un delito de detención ilegal. 
-  Excepción: Existe una excepción por delitos de terrorismo (arts. 384 bis y 520 bis LECr) en los que de forma motivada se puede prorrogar la detención por 48 horas más: Sólo si es totalmente necesaria xa la policía det. información que no dió tiempo a adquirir (si es diligencia indispensable xa justificar la detención) puede ampliarse el plazo a 72h.

En los casos de delitos cometidos x una banda armada o grupo terrorista/rebelde, la detención puede prolongarse a 48h. más (las 72h. máximas de la CE y 48h. más extra)- art.520 bis 1 LECrim.

La ley además ampara la prorroga acordada x el juez de 72 h. más (detenido que estuvo las máx. 72 h. detenido x la policía y cuando lo ponen a disposición del juez éste tiene otras 72 h. más para decidir: 
· si deja sin efecto la detención

· si acuerda la libertad

· si acuerda la prisión provisional

En la práctica no se respetan correctamente los plazos.
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12. 3. PRISIÓN PROVISIONAL
( regulación:

Se regula en los arts. 502 al 511 y 519, 528 y 539 LECr.

( Procedimiento:
Una vez practicada la detención y puesto el detenido a disposición judicial, el Juez, tras tomarle declaración, de oficio, puede:
· dejar sin efecto la detención: (si considera que los hechos no son consti. de delito sino sólo de falta O que tras comprobaciones estima producida una confusión en la persona del imputado). 
· Acordar la libertad provisional o prisión provisional del detenido.
· Si cree que puede acordar la lib.provisional sin fianza puede hacerlo de oficio dictando auto det. la periodicidad con la que debe presentarse ante el juzgado.

· Si cree que debe acordar la lib.provicional con fianza o la prisión provisional debe convocar a las partes (Ministerio Fiscal/acusación particular) a una vista en un máximo de 72 h. desde que fue puesto a disposición judicial el imputado- si no lo hace (x ej. xq. no encontró al MF), puede acordar excepcionalísimamente la prisión provisional del imputado x máx. 72 h., momento. en que el imputado deberá salir directamente en libertad. 
*  Llegado el día de celebración de la vistilla (normalmente el mismo día en que el juez lo acuerda), las partes formulan alegaciones, proponen pruebas y acaban solicitando del juez que dicte resolución sobre la situación 

- personal del imputado- fiscal y acusación particular pedirán la prisión provisional o lib.provisional con fianza y el imputado/abogado la lib.provisional sin fianza.

Art.529 LECrim.: Si no se acordó PP, se det. si el imputado ha de dar o no fianza xa continuar en libertad provisional

( La Prisión Provisional: Requisitos: 
Para acordar la prisión provisional debe alegar, en el Auto, que concurren los siguientes presupuestos:
· Fumus boni iuris (apariencia de buen derecho de quien los solicita)

Para apreciar este presupuesto se deben dar, a su vez, tres requisitos:

1. han de existir motivos suficientes para considerar que ese imputado ha cometido un delito con pena superior o igual a 2a. de privación de libertad. Si la pena es inferior a los 2a. sólo excepcionalm. puede acordarse la prisión prov., si se atiende a que se trata de un imputado: 
a. que tenga antecedentes por delito doloso

b. que haya riesgo de reiteración delictiva: si se quiere evitar la reiteración delictiva o si hay contra él 2 o más requisitorias en los últimos 2 años.

c. que se trate de bandas organizadas
2. existencia de motivos que hagan sospechar que es autor del delito
3. que no se aprecie causa justificativa de la conducta del detenido (miedo, defensa propia, necesidad…)
· Periculum in mora (peligro por la demora):
En el caso de que se den alguno de estos tres riesgos:

1. fuga, es decir, que pueda eludir la acción de la justicia por:

· la gravedad de la pena señalada (+pena +riesgo)

· arraigo imputado (familia, trabajo…)

2. frustración de la investigación (p.e. por destrucción de pruebas)

3. reiteración delictiva

El Auto acordando: Si concurren estos 2 supuestos se dicta auto acordando La prisión provisional se acordará por Auto que debe justificar la concurrencia de los requisitos. 
 -----Recursos Contra el Auto:

1) recurso de reforma,: resuelto x el juez que ha dictado la resolución recurrida en el plazo de 3 días (subsidiario o no del de apelación) no tiene x ello utilidad ya que ese juez en 3d. no cambiará de opinión…).

2)  recurso de apelación, en el plazo de 5 días. Independientemente del resultado de los recursos siempre se puede solicitar la libertad cuando haya habido un cambio en las circunstancias del procedimiento (rebus sic stantibus). no tiene utilidad xq. quien puede valorar las pruebas practicadas, la gravedad de los hechos, el riesgo de fuga, etc. es el juez de instrucción y no el de la AP... Así los abogados sólo presentan este recurso x su responsabilidad ante el defendido.
Las MC son xo modificables. Así,  si cambian las circunstancias es más útil, pasados unos días, solicitar la lib.provisional aduciendo que han cambiado dichas circunstancias. Es bastante frecuente que el juez que dictó al auto de prisión prov. deje libre de oficio al imputado x ej. x el transcurso del tiempo ya que la prisión prov. no puede sustituir a la pena. Si cambia la LP a PP o a LP con fianza sí debe convocar a las partes a vista.

( La Prisión Provisional: Duración: 
La duración de la prisión provisional, como principio general será la mínima indispensable, pero se distingue según cual es el periculum in mora que se tuvo en consideración: 

1) cuando se acordó PP para evitar la fuga o para evitar la reiteración delictiva:
· si delito tiene pena no de privación de lib.= duración máx. de 1 año prorrogable x otro año. 
· si el delito tiene una pena inferior o igual a 3 años de privación de lib=, la duración máxima de la prisión provisional será de hasta 1 año; prorrogable por una sola vez y por un plazo máximo de 6 meses más
· si el delito tiene una pena superior a 3 años de privación de lib=, la duración máxima de la prisión provisional será de 2 años; prorrogable por una sola vez y por un plazo máximo de 2 años
2)  cuando se  acordó la prisión provisional para evitar la frustración de la investigación, tendrá una duración máxima de 6 meses, no cabe prórroga. Si antes de los 6m. se alza el secreto de sumario o la posible incomunicación, en ppio. debería acordarse automáticamente la Libertad Provisional del imputado. Si xo el juez lo quiere mantener en Prisión Provisional es necesaria una nueva resolución motivada (subsistencia de los motivos que lo hacen necesario).

-  Art.518 LECrim.: La PP sólo durará lo que subsistan los motivos que la hayan ocasionado. El detenido será puesto en lib. en cualquier estado de la causa en que resulte su inocencia. Las autoridades que intervengan en el proceso deben dilatar lo menos posible la detención y la PP.
En un proceso penal, en el caso de dictarse sentencia condenatoria, que fuera recurrida y por tanto no se pudiera dictar su firmeza,  la prisión provisional puede prorrogarse hasta la mitad de la pena impuesta.

- En el art. 294 LOPJ, se contempla la indemnización para el caso de haber sufrido prisión preventiva, quienes sean absueltos por inexistencia del hecho imputado o que por esa misma causa haya sido dictado sobreseimiento libre, siempre que le hayan irrogado perjuicios.

Crítica a la PP española:

· La vista es un mero formalismo ya que si el juez cree que cabe la PP lo acordará sea como sea; el fiscal actuará genéricamente pidiendo esa PP y el juez ya tendrá la idea metida en la cabeza.
· Es el único país de la UE occidental donde una pers. presuntamente inocente puede estar en PP esperando un juicio durante hasta 4a.! y excepcionalmente tb. más tiempo ya que si se dicta la 1ª stc. y acuerda la PP, es prorrogable hasta el cumplimiento de la mitad de la pena impuesta hasta la sustanciación del rec.
· El imputado, si dp. sale absuelto, sólo es indemnizado si la stc. determina la inexistencia de los hechos (art.294 LOPJ)!

12. 4. SITUACIÓN DE DETENIDOS Y PRESOS
Podemos distinguir tres categorías:

( Detenidos  y presos en situación “normal”

Equivale al cumplimiento de la pena, ya que todos los días computarán a efectos de cumplimiento de la condena y tiene derecho a las mismas comunicaciones que tendría el condenado:

- Visitas de familiares en las horas previstas

- Visitas con el abogado a cualquier hora

Este tipo de detenidos y presos preventivos no se pueden mezclar con los reos y los días computan a efectos de evtl. cumplimiento de una posterior condena.

( Detenidos y presos en prisión provisional atenuada

La situación es “mejor” que la de los anteriores porque no entran en prisión. Es una situación prevista para enfermos muy graves, para que cumplan la prisión preventiva en su domicilio, o bien para toxicómanos drogodependientes, para que la cumplan en un centro adecuado.

( Detenidos y presos incomunicados

Situación regulada en los artículos 520.2 bis y 527 LECr.

Está prevista, únicamente para los que pertenezcan a banda armada o grupos terroristas. 
-  La finalidad de la incomunicación es evitar que se frustre la investigación.

Mientras dure la incomunicación:

A) el detenido podrá ser asistido por abogado del turno de oficio, no de su designación (porque se entiende que será alguien de su confianza, por tanto de su circulo de vida y que podría, igualmente, avisar al resto del grupo o de la banda y con ello dar al traste con la investigación)
B) el detenido no puede contactar con el exterior salvo autorización expresa del Juez de Instrucción

C) no puede entrevistarse con el abogado después de la diligencia policial de declaración
D) tampoco puede asistir a la práctica de ninguna diligencia salvo que lo autorice expresamente el Juez.

12.5. PROCESO DE HABEAS CORPUS
Es un procedimiento regulado por la L.O. 6/1984, de 24 de mayo, que se dictó para combatir las detenciones ilegales y que consta de nueve artículos:

Artículo 1

Mediante el procedimiento del Habeas Corpus, regulado en la presente Ley, se podrá obtener la inmediata puesta a disposición de la Autoridad judicial competente, de cualquier persona detenida ilegalmente.

A los efectos de esta Ley se consideran personas ilegalmente detenidas:

a. Las que lo fueren por una autoridad, agente de la misma, funcionario público o particular, sin que concurran los supuestos legales, o sin haberse cumplido las formalidades prevenidas y requisitos exigidos por las Leyes.

b. Las que estén ilícitamente internadas en cualquier establecimiento o lugar.

c. Las que lo estuvieran por plazo superior al señalado en las Leyes si, transcurrido el mismo, no fuesen puestas en libertad o entregadas al Juez más próximo al lugar de la detención.

d. Las privadas de libertad a quienes no les sean respetados los derechos que la Constitución y las Leyes Procesales garantizan a toda persona detenida.

Artículo 2

Es competente para conocer la solicitud de Habeas Corpus el Juez de Instrucción del lugar en que se encuentre la persona privada de libertad; si no constare el del lugar en que se produzca la detención, y, en defecto de los anteriores, el del lugar donde se hayan tenido las últimas noticias sobre el paradero del detenido.

Si la detención obedece a la aplicación de la Ley Orgánica que desarrolla los supuestos previstos en el artículo 55.2 de la Constitución el procedimiento deberá seguirse ante el Juez Central de Instrucción correspondiente.

En el ámbito de la Jurisdicción Militar será competente para conocer de la solicitud de Habeas Corpus el Juez Togado Militar de Instrucción constituido en la cabecera de la circunscripción jurisdiccional en la que se efectúo la detención.

Artículo 3

Podrán instar el procedimiento de Habeas Corpus que esta Ley establece:

a. El privado de libertad, su cónyuge o persona unida por análoga relación de afectividad; descendientes, ascendientes, hermanos y, en su caso, respecto a los menores y personas incapacitadas, sus representantes legales.

b. El Ministerio Fiscal.

c. El Defensor del Pueblo.

Asimismo, lo podrá iniciar, de oficio, el Juez competente a que se refiere el artículo anterior.

Artículo 4

El procedimiento se iniciará, salvo cuando se incoe de oficio, por medio de escrito o comparecencia, no siendo preceptiva la intervención de Abogado ni de Procurador.

En dicho escrito o comparecencia deberán constar:

a. El nombre y circunstancias personales del solicitante y de la persona para la que se solicita el amparo judicial regulado en esta Ley.

b. El lugar en que se halle el privado de libertad, autoridad o persona, bajo cuya custodia se encuentre, si fueren conocidos, y todas aquellas otras circunstancias que pudieran resultar relevantes.

c. El motivo concreto por el que se solicita el Habeas Corpus.

Artículo 5

La autoridad gubernativa, agente de la misma o funcionario público, estarán obligados a poner inmediatamente en conocimiento del Juez competente la solicitud de Habeas Corpus, formulada por la persona privada de libertad que se encuentre bajo su custodia.

Si incumplieren esta obligación, serán apercibidos por el Juez, sin perjuicio de las responsabilidades penales y disciplinarias en que pudieran incurrir.

Artículo 6

Promovida la solicitud de Habeas Corpus el Juez examinará la concurrencia de los requisitos para su tramitación y dará traslado de la misma al Ministerio Fiscal. Seguidamente, mediante auto, acordará la incoación del procedimiento, o, en su caso, denegará la solicitud por ser ésta improcedente. Dicho auto se notificará, en todo caso, al Ministerio Fiscal. Contra la resolución que en uno u otro caso se adopte, no cabrá recurso alguno.

Artículo 7

En el auto de incoación el Juez ordenará a la autoridad a cuya disposición se halle la persona privada de libertad o a aquel en cuyo poder se encuentre, que la ponga de manifiesto ante él, sin pretexto ni demora alguna o se constituirá en el lugar donde aquélla se encuentre.

Antes de dictar resolución, oirá el Juez a la persona privada de libertad o, en su caso, a su representante legal y Abogado, si lo hubiera designado, así como al Ministerio Fiscal; acto seguido oirá en justificación de su proceder a la autoridad, agentes, funcionario público o representante de la institución o persona que hubiere ordenado o practicado la detención o internamiento y, en todo caso, a aquella bajo cuya custodia se encontrase la persona privada de libertad; a todos ellos dará a conocer el Juez las declaraciones del privado de libertad.

El Juez admitirá, si las estima pertinentes, las pruebas que aporten las personas a que se refiere el párrafo anterior y las que propongan que puedan practicarse en el acto.

En el plazo de veinticuatro horas, contadas desde que sea dictado el auto de incoación, los Jueces practicarán todas las actuaciones a que se refiere este artículo y dictarán la resolución que proceda.

Artículo 8 

Practicadas las actuaciones a que se refiere el artículo anterior, el Juez, mediante auto motivado, adoptará seguidamente alguna de estas resoluciones:

1. Si estima que no se da ninguna de las circunstancias a que se refiere el artículo primero de esta Ley, acordará el archivo de las actuaciones, declarando ser conforme a Derecho la privación de libertad y las circunstancias en que se está realizando.

2. Si estima que concurren alguna de las circunstancias del artículo primero de esta Ley, se acordará en el acto alguna de las siguientes medidas:

a. La puesta en libertad del privado de ésta, si lo fue ilegalmente.

b. Que continúe la situación de privación de libertad de acuerdo con las disposiciones legales aplicables al caso, pero, si lo considerase necesario, en establecimiento distinto, o bajo la custodia de personas distintas de las que hasta entonces la detentaban.

c. Que la persona privada de libertad sea puesta inmediatamente a disposición judicial, si ya hubiere transcurrido el plazo legalmente establecido para su detención.

Artículo 9 

El Juez deducirá testimonio de los particulares pertinentes para la persecución y castigo de los delitos que hayan podido cometerse por quienes hubieran ordenado la detención, o tenido bajo su custodia a la persona privada de libertad.

En los casos de delito de denuncia falsa o simulación de delito se deducirá, asimismo, testimonio de los particulares pertinentes, al efecto de determinar las responsabilidades penales correspondientes.

En todo caso, si se apreciase temeridad o mala fe, será condenado el solicitante al pago de las costas del procedimiento; en caso contrario, éstas se declararán de oficio.

( La finalidad de la ley 

es intentar evitar o poner fin a las detenciones ilegales, las practicadas sin cumplimiento de los req. exigidos x la ley (ej.: detención x cometer falta, duración de la detención más allá del plazo permitido, detención practicada sin respetar los dºs del imputado ej. con agresiones físicas…)- se pretende que el ilegalmente detenido sea puesto inmediatamente a dispo. judicial.

Existen tres causas para considerar ilegal una detención:

j) si se practica faltando los requisitos establecidos en la LECr (p.e. que sea el hecho cometido sea constitutivo de falta y no de delito, como establece la Ley)

k) que tenga una duración a la legalmente establecida

l) que se lleve a cabo vulnerando alguno de los Derechos Fundamentales

( Lo puede solicitar: 

          El procedimiento de Habeas Corpus tiene por objeto la inmediata puesta a disposición judicial de la persona  detenida supuestamente ilícitamente. Estará legitimado para instar el procedimiento:

b) el propio detenido

c) la pareja del detenido

d) los familiares del detenido

e) el Abogado del detenido

( Procedimiento: 

Para iniciar el proceso de Habeas Corpus no es necesario Abogado, puede iniciarse incluso oralmente.
Se inicia con una solicitud verbal (consistente en la comparecencia ante el juez de instrucción corresp.) o escrita
Será Juez competente, el del Juzgado de Instrucción del partido judicial del territorio donde esté el detenido, o donde creemos que está, o el del último lugar donde se le vio en libertad. El Juez competente, una vez que recibe la petición, en menos de 24h. ha de dar traslado de la misma al MF( la envía a la Fiscalía) y en apariencia de similitud incoará o no el procedimiento de Habeas Corpus contra el Auto que acuerde tanto la incoación como la no incoación del procedimiento,  no cabe recurso alguno.

El Auto incoando el procedimiento ordena la inmediata puesta a disposición judicial del detenido. El Juez,  celebrará vista en la que oirá:

e) al detenido

f) a su Abogado

g) al Ministerio Fiscal

h) a la Policía

y a continuación  el Juez tiene 24 horas para dictar Auto en que puede acordar:
- el archivo del procedimiento de Habeas Corpus

- la libertad del detenido

- que la detención se adecue a la legalidad

Si el Juez de Instrucción que tramita el procedimiento de Habeas Corpus considera que se ha cometido un delito de detención ilegal, tiene el deber de incoar un procedimiento para investigar si hubo dicho delito.

12.6. LA LIBERTAD PROVISIONAL. DIVERSAS SITUACIONES. 
( Regulación :
 
Está regulada en los artículos 528 a 544 LECr.

Si el juez acuerda la LP, es xq. no considera que concurren los req. xa la PP y tp. cree posible la anulación de la detención: cuando hay motivos xa creer que se ha cometido un delito y el detenido es el imputado XO no hay motivos suficientes xa ordenar la PP.

( Qué es?

Es una medida cautelar alternativa a la prisión provisional o incluso puede ser sustitutoria de ésta, con o sin fianza. (1º se dictó la PP y dp. la LP).
Tiende a garantizar. los mismos fines que la PP y tienen mín. 2 en común:
· evitar el riesgo de fuga sin que existan xo los req. xa la PP
· evitar la reiteración delictiva
Xa evitar que se frustre la investigación de decretará secreto de sumario o PP 
Cuando además de la fuga hay riesgo de reiteración delictiva, la libertad condicional se puede acordar:

f) con prohibición de conducir y retirando el permiso de conducir vehículos a motor (art. 529. bis LECr)

g) con prohibición de acercamiento a la víctima de cualquier delito de violencia contra las personas (art. 544 bis y ter. LECr)

(La LP acordada xa evitar el riesgo de fuga determinará:

· si el riesgo es leve: mera imposición de la obligación de comparecer periódicam. ante el Secretario Jud. (LP con oblig. de comparecer apud acta)

· si el riesgo es mayor: periodicidad semanal

· si el riesgo es menor periodicidad quincenal o mensual

Art.530 LECrim.: El imputado en lib.provisional  con o sin fianza constituirá apud acta obligación de comparecer en los 
días que le fueron señalados en el auto + las veces que es llamado ante el trib.- xa atizarlo puede acordarse motivadam. retirada de pasaporte.

XO se puede acompañar de otra medida/pronunciamiento judicial accesorio: la retirada del pasaporte con prohibición de abandonar el país (art.530 LECrim.) o la exigencia de una fianza si el riesgo de fuga es mayor. Si la fianza no está al alcance eco. del imputado éste lo puede manifestar al juez y acreditar su situación con la docu. indiciaria adecuada- el juez rebajará la fianza (nunca puede haber una pers. en PP x no poder pagar una fianza).

( Si la LP tiene x finalidad tb. evitar la reiteración delictiva, de forma accesoria pueden acordarse otras MC según el delito de que se trate:

· delito contra la seguridad en el tráfico: retirada prov. del carné con prohibición de usar vehículos a motor (art.529 bis LECrim.)

· delito contra las personas: art.544 bis LECrim.

12.7. MEDIDAS CAUTELARES PARA GARANTIZAR LA RESPONSABILIDAD CIVIL
(no entra en el examen)

Está regulado en los arts. 589 a 621 LECr, aunque no sólo se refiere a la prestación de fianza, tiene por finalidad garantizar que si resulta condenado a pena y a una indemnización (responsabilidad pecuniaria), el imputado tenga bienes para hacer frente a la indemnización. Intenta prevenir el alzamiento de bienes.

También es posible la intervención y depósito de los objetos supuestamente sustraídos e incluso de los supuestamente delictivos, aunque la ley no lo regula como medida cautelar, a pesar de ello, de facto, lo es.

El Juez, en primer lugar requerirá para que preste fianza, a continuación, si no la presta procederá al embargo. El embargo se puede alzar si se presta fianza.

-  Responsable civil: art.589 a 621 LECrim.

Tb. cabe como MC el depo. del objeto supuestam. detraído. 

( Procedimiento

Cuando el detenido es puesto a disposición judicial, el Juez le toma declaración y decide sobre la situación personal del detenido. 


1) Si el Juez cree que la detención ha sido incorrecta, dictará Auto dejando sin efecto la detención sin cargos.
2) Si el Juez piensa que puede dejar en libertad al detenido, de oficio, dictará Auto de libertad provisional con obligación de comparecer apud acta  periódicamente (cada día, cada semana, cada quincena, cada mes…), bien ante el Juez que dicta el Auto, bien ante el Juez del domicilio del detenido.

En el caso que acuerde la libertad provisional, el Juez puede, excepcionalmente y de forma motivada, retirar el pasaporte del imputado.

La medida cautelar de la Libertad Provisional puede adoptar dos modalidades:
m) sin fianza: que puede ser acordada incluso de oficio por el Juez de Instrucción ya que no es necesario que sea a instancia de parte
n) bajo fianza: en este caso sí que se requiere comparecencia del Ministerio Fiscal y de las partes con su Abogado y que al menos una de las partes solicite la fianza. El Juez no puede acordarlo de oficio. La cuantía de la fianza la fijará el Juez atendiendo las circunstancias del imputado y del hecho que se le imputa. Pero si el imputado acredita insuficiencia de medios el Juez deberá reducirle la fianza. Para acordar la libertad con fianza, debe solicitarlo alguna de las partes y, además, el Juez deberá valorar si existe más riesgo de fuga que si acordase la libertad sin fianza pero no tanto riesgo como para acordar la prisión provisional o cuando la pena establecida en el Código Penal para el delito de que se trate no sea superior a los dos años de privación de libertad.
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TEMA 13

PROCESAMIENTO, PERIODO INTERMEDIO Y SOBRESEIMIENTO

13.1. AUTO DE PROCESAMIENTO

Forma parte de la fase de instrucción, es un acto procesal de imputación regulado en el art. 384 LECr. (ver el artículo para los recursos que caben contra el auto que acuerda el procesamiento y también contra el que lo deniega)

Sólo se dicta en el Procedimiento Ordinario (sumario), en ningún otro.

Se introdujo con la LECr, en 1882 y hasta 1978, el Auto de Procesamiento era el primer acto procesal formal de imputación, a partir del momento de la notificación del auto, el imputado adquiría derechos, antes no. La Constitución Española de 1978 vino a cambiar lo anterior e introduce el art. 118 LECr (reforma de 1983) que obliga a las autoridades a informar la condición de imputado desde el momento en que se le pueda atribuir la posible participación en unos hechos constitutivos de delito, salvo en los casos de secreto de sumario. Esa misma reforma, introduce, en el art. 520, los derechos del imputado.

Hoy en día, la subsistencia del Auto de Procesamiento no tiene mucho sentido porque se podría prescindir de él.

13.2 AUTO DE CONCLUSIÓN DEL SUMARIO

La conclusión del sumario puede producirse por otros motivos distintos del auto de conclusión, si en cualquier momento se advierte que los hechos son constitutivos de un delito distinto y se puede transformar el procedimiento en el adecuado para la tramitación de las Diligencias Previas, de un procedimiento de la Ley del Jurado, o incluso en uno de Faltas.

El Auto de conclusión de sumario es una resolución que sólo se dicta en sede de procedimiento ordinario. Está regulado en los arts. 622 a 624 LECr. Una vez practicadas las diligencias de investigación el Juez de Instrucción dicta Auto poniendo fin a la instrucción. En ese Auto no se pronuncia sobre si se ha de acudir al juicio oral o no, o si se debe archivar el procedimiento.

Mientras que durante la fase de la instrucción no había ningún plazo establecido, a partir del momento en que se dicta auto de conclusión del sumario, el procedimiento adquiere un orden y comienzan a regir los plazos legalmente previstos. Contra el Auto de conclusión del sumario no cabe recurso alguno.

A continuación se remiten a la Audiencia Provincial las actuaciones y es ésta la que decide sobre lo procedente, es decir, decide si confirma o si por el contrario revoca el auto de conclusión del sumario, y eso lo hace en el periodo intermedio.
13.3. PERIODO INTERMEDIO

Se encuentra regulado en los arts. 626 a 633 LECr.

Las actuaciones elevadas a la Audiencia, irán al turno de reparto por el que se establecerá a qué Sección de la Audiencia corresponde su enjuiciamiento,  y en esa Sección, a su vez, se le asignará a un Ponente.

Una vez que en la Audiencia Provincial se han recibido las actuaciones remitidas por el Juzgado de Instrucción, se emplaza a las partes por 10 días.

En tanto transcurren los 10 días, las actuaciones estarán en poder del Ponente que las estudiará. A continuación, se le dará traslado del expediente al Ministerio Fiscal para que lo estudie, entre 3 y 10 días, tras ello, el Ministerio Fiscal dicta informe sobre si procede, a su juicio, la confirmación o la revocación del Auto de conclusión del sumario.

- Seguidamente se le dará traslado a la acusación, o a las acusaciones en su caso, que también presentarán escrito sobre el auto de conclusión de sumario, y así sucesivamente hasta finalizar con el traslado al procesado (a su representación), este último traslado no está previsto en la LECr, sin embargo el Tribunal Constitucional se pronunció a su favor por considerarlo un derecho del imputado en atención al principio  de igualdad de las partes.

- Evacuado el trámite, el expediente queda en poder del Ponente por tres días para que se pronuncie.
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Si  la Audiencia dicta Auto:

· revocando el auto de conclusión del sumario, indicará cuáles son las diligencias a practicar y ordenará la devolución al Juzgado de Instrucción para la reapertura del sumario

· confirmando el auto de conclusión del sumario, entonces, la Sala en tres días más dicta un nuevo Auto en el que se acuerda:

· el archivo por sobreseimiento, porque de la investigación llevada a cabo no se desprende delito, o responsable, en tal caso terminaría el proceso

· la apertura del juicio oral (remisión al tema 14)

13.4. EL SOBRESEIMIENTO

Regulado en los arts. 634 a 645 LECr.

Podemos hacer dos clasificaciones del auto de sobreseimiento.

Por una parte podemos hablar de sobreseimiento:

· total, cuando el sobreseimiento afecta a todos los imputados

· parcial, cuando sólo afecta a uno o a algunos de los imputados y sobre el resto de ellos continuaría el procedimiento

Pero también podemos hablar de sobreseimiento TOTAL :

· libre:  el art. 637 LECr dice que “procederá el sobreseimiento libre:

· cuando no existan indicios racionales de haberse perpetrado el hecho que hubiere dado motivo a la formación de la causa

· cuando el hecho no sea constitutivo de delito

· cuando aparezcan exentos de responsabilidad criminal los procesados como autores, cómplices o encubridores”

· provisional: el art. 641 LECr dice que “procederá el sobreseimiento provisional:

· cuando no resulte debidamente justificada la perpetración del delito que haya dado motivo a la formación de la causa

· cuando resulte del sumario haberse cometido un delito y no haya motivos suficientes para acusar a determinada o determinadas personas como autores, cómplices o encubridores”

Diferencias entre los dos tipos de sobreseimiento:

( Libre:

· equivale jurídicamente a una sentencia absolutoria sin pasar por el juicio oral, y produce efectos de cosa juzgada, significa el fin del proceso.

· significa el éxito de la investigación

( Provisional:

· no equivale a sentencia, sino a un archivo provisional, no pone fin al proceso sino que lo suspende hasta que se reanuda o hasta que prescribe el delito

· significa un fracaso de la instrucción porque se puede reabrir y todavía no hay juicio

En la práctica es muy difícil que se dé el sobreseimiento libre (concretamente, por la causa tercera del art. 637, no se dan), en cambio, el sobreseimiento provisional es más habitual.

Contra el auto que acuerda el sobreseimiento libre cabe recurso de casación (art. 636 relacionado con el art. 848 LECr)

Contra el auto que acuerda el sobreseimiento provisional no se prevé recurso y no cabe casación, pero aplicando la teoría general cabría súplica ante la propia Audiencia Provincial.

La Audiencia Provincial dictará auto de sobreseimiento si lo solicita el Ministerio Fiscal y si no hubieran personadas acusaciones; pero, la Audiencia, antes de archivar, se dirige a los perjudicados dándoles la oportunidad de pedir la apertura del juicio oral, en el que caso de que no los hubiese, puede dirigirse al Fiscal Jefe para la ratificación de la petición de sobreseimiento.

En cambio, si por el Ministerio Fiscal o por otra acusación se solicita la apertura del juicio oral, la Audiencia Provincial viene vinculada por tal petición, salvo que concurra causa suficiente para el sobreseimiento libre (art. 645 LECr)

TÍTULO II
EL JUICIO ORAL


TEMA 14

PREPARACIÓN DEL JUICIO ORAL. FASE DE ALEGACIONES.
14.1. AUTO DE APERTURA DEL JUICIO ORAL

( Concepto juicio Oral: Se trata de una sucesión ordenada de actos procesales previos del j.oral, que culminan con éste. Se regula en los art.649-749 LECrim. (Libro II).

( Auto de Apertura
      ( regulación: Está recogido en el Libro III de la LECr, concretamente en los artículos 649 a 679, que regulan la celebración del acto del juicio oral y además la preparación del mismo.

Todo el proceso penal propiamente dicho que se desarrolla de forma casi idéntica al proceso civil, se compone de tres fases:
· alegaciones y proposición de prueba, con carácter previo al juicio oral

· práctica de prueba, durante el juicio 

· conclusiones, durante el juicio

( Procedimiento:

  Finalizado el periodo intermedio si la Audiencia Provincial no considera procedente el sobreseimiento de la causa, de las acutaciones, ésta dicta el Auto de apertura de juicio oral, contra el que no cabe recurso alguno.

A partir de ese momento precluye el plazo para la personación de eventuales acusadores y todo el proceso penal deviene público, porque se alza el carácter secreto intrínseco del sumario (atención, es distinto de que el juez declare secreto de sumario,  quiere decir que las actuaciones sumariales, en el periodo de instrucción, se realizan sin publicidad).

Seguidamente, la Audiencia Provincial ordena el traslado del expediente en primer lugar al Ministerio Fiscal, y sucesivamente al resto de acusaciones (acusación particular, a los acusadores personados restantes y finalmente al actor civil con pretensión de resarcimiento) para que en el plazo de 5 días (cada uno de ellos) presenten escrito de calificación, también llamado de conclusiones provisionales. 

14.2. LA CALIFICACIÓN PROVISIONAL DE LAS ACUSACIONES. ALEGACIONES
( La calificación provisional se formula mediante un  escrito en el que se ejerce la acusación, tanto la pretensión punitiva o acción penal como la pretensión de resarcimiento, en su caso. Es un trámite que podríamos llamarle el equivalente a la demanda en el proceso civil.

Este escrito de calificación provisional ( escrito de acusación en el procedimiento abrevido) marca el punto de partida para la posterior sentencia (arts. 650 y 656 LECr). Es la síntesis del contenido del sumario y se articula en varias conclusiones provisionales.
El  escrito  debe, necesariamente, contener:

· 5 conclusiones provisionales de la pretensión punitiva

· 2 conclusiones provisionales de la pretensión de resarcimiento

· la proposición de pruebas

Art.649 LECrim.: Cuando se manda abrir el j.oral se comunica la causa al Fiscal o al acusador privado, si el delito no puede ser perseguido de oficio, xa que en 5d. califiquen los hechos x escrito.

Art.651 LECrim.: Cuando se devuelve la causa x el Fiscal se pasará al acusador particular quien presentará el escrito de calificación firmado x abogado y procurador. Devuelta x el acusador particular, se pasa al actor civil, si hay, xa que presente conclusiones numeradas acerca de los daños y perjucios y los responsables.

a. la pretensión punitiva. Elementos. Pluralidad de pretensiones

La pretensión punitiva da lugar a cinco conclusiones provisionales (art 650 LECrim). El escrito de calificación determina en conclusiones precisas y enumeradas:
· los hechos punibles que resultan del sumario (hechos esenciales y tipificación): día, hora, lugar, acontecimientos…
· la calificación legal (jurídico-penal) de los hechos, determinando el delito que constituyan
· la participación en los hechos del procesado/s (autores, cómplices, …)

· los hechos que resultan del sumario y que constituyen circunstancias atenuantes o agravantes del delito o eximentes de responsabilidad criminal

· la determinación de las penas en que ha incurrido el procesado/s x su respectiva participación en el delito (pena que se solicita)

Los hechos esenciales de la pretensión + los sujetos no podrán ser modificados- así no puede cambiarse la tipificación del delito ni tp. el acusado.

b. la pretensión de resarcimiento. Elementos. Contenidos.

Las conclusiones provisionales de la pretensión de resarcimiento, en el caso de que exista, deben referirse a: (art 650 y 651 LECrim.):
1. determinación cuantitativa en que consiste la responsabilidad civil: la cantidad en que se aprecian los daños y perjuicios causados x el delito, o la cosa que ha de ser restituida (cuantificación o pretensión cuantitativa)

2. identificación de los responsables civiles: la persona/s que aparecen responsables de los daños y perjuicios o de la restitución de la cosa, y el hecho x el cual contrajeron esta respons. (det. de los responsables civiles directos o subsidiarios (art.110-115 CP)).

Diferente e la restitución o indemnización (daño emergente, material, moral o lucro cesante).

En plazo de 5dias (10dias si es un procedimiento abreviado) se comunica la causa a los procesados y terceros civilmente responsables para que manifiesten si están o no conformes con las calificaciones y conclusiones (art.652 LECrim.)

Después el tribunal dicta auto declarando hecha la calificación y mandando que se pase al Ponente, en plazo de 3días, para el examen de las pruebas propuestas (art.658 LECrim.). 

c. la proposición de pruebas

Después de haber dado traslado al Ministerio Fiscal, se da traslado al resto de las acusaciones personadas y finalmente al actor civil, si lo hubiera.

Terminadas las acusaciones, el Tribunal remite el expediente y los escritos con las  calificaciones a cada uno de los acusados para que presenten escrito.

Al formular escrito de calificación, se produce el momento preclusivo para la proposición de pruebas (art. 728 LECr). El art. 729 prevé 3 excepciones en las que se pueden practicar las pruebas que no hayan sido propuestas en el escrito de calificación, y aunque se refiere al Procedimiento Abreviado, en aplicación de la normativa más garantista, también se traslada al procedimiento ordinario. 
Los medios de prueba que se pueden proponer son básicamente los mismos que en el proceso civil:

· interrogatorio del acusado (la ley no exige que se realice en primer lugar)

· interrogatorio de los testigos propuestos

· prueba pericial, solicitando la citación del perito al acto de juicio oral para que se ratifique en el dictamen, a efectos de que tenga valor probatorio, y responda a preguntas de las partes sobre el mismo

· prueba de reconocimiento judicial, por la que el Tribunal examinará algo (dentro del juzgado, o bien fuera de él porque no pueda ser llevado al juzgado, por ejemplo el lugar de los hechos, un local…)

· prueba documental, en la que destacamos tres modalidades

· lectura de folios del sumario

· aportación de documentos junto al escrito de calificación

· que el Tribunal requiera a terceros para que aporten antes del acto del juicio oral determinados documentos

El momento preclusivo xa proponer pruebas- art.628 y 629 LECrim.- caben medios de prueba siempre que se aporten en el acto del juicio. Tb. puede proponerse prueba anticipada si hay temor de que no pueda practicarse en el acto del juicio o de que su práctica suponga la suspensión de éste (ej.: reconocimiento del acusado x el médico forense)
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14.3. CONFORMIDAD DEL ACUSADO
En el escrito, a la vista de los escritos de calificación, el acusado puede CONFORMARSE

Esta figura tiene regulación en todos los procesos penales con sus particularidades.

(En el Procedimiento Ordinario está regulada en dos momentos del proceso:

· en la fase de calificación de la defensa, debiendo presentarse por escrito con la firma del Letrado y del acusado y además deberá ratificarse en la misma
· en el acto del juicio oral, al inicio: si a preguntas del Magistrado Presidente  dice que se considera culpable, se le tiene por conformado y finaliza ahí el juicio, salvo que su abogado considere perjudicial para su defendido la conformidad y manifieste que considera necesario continuar el juicio

-   (En la práctica, la conformidad se produce mediante una negociación entre el Abogado defensor y el Ministerio Fiscal. Cuando el Abogado considera, junto con su defendido, que éste va a ser condenado, se entrevista el Abogado con el Ministerio Fiscal antes del día del juicio para intentar pactar la pena de la manera más beneficiosa para su defendido. En caso de que lleguen a un acuerdo, así lo manifiestan el día del juicio al Tribunal que dictará sentencia de conformidad sin necesidad de la realización del juicio oral).

( Vinculación de la Conformidad al Juez

La conformidad vincula al Juez y  simplifica el proceso porque pone fin al mismo. El Tribunal dictará, en ese caso, sentencia de conformidad.

Para que la conformidad sea vinculante para el Juez, deben de darse los siguientes requisitos:
· la conformidad debe ser absoluta (en cuanto a la pretensión punitiva) y con la mayor de las penas solicitadas por las partes acusadoras. En el caso de que se conformara con la pretensión punitiva, pero no estuviera conforme con la pretensión de resarcimiento, entonces se continuaría el juicio, pero sólo en relación a la pretensión de resarcimiento.
· que el abogado del acusado manifieste que no estima necesaria, bien la celebración, bien la continuación del juicio
· que la pena mayor de las solicitadas no sea superior a 6 años de prisión

· ha de tratarse de una conformidad total, es decir, prestada por la totalidad de los acusados
· además, el artículo 699 LECr impide que el Tribunal homologue una conformidad cuando no existan pruebas materiales del delito.

La Sala puede no aceptar la conformidad si considera que se califican los hechos con manifiesto error.

14.4. ARTÍCULOS DE PREVIO PRONUNCIAMIENTO
Regulación: 

Se encuentran regulados en los arts. 666 a 679 LECr. 
Concepto: 

Se trata de cuestiones procesales previas que establece taxativamente la ley que si se plantean en ese momento y son estimadas, ponen fin al proceso. Son sólo objeto de artículos de previo pronunciamiento las cuestiones o excepciones siguientes (art.666 LECrim.):

· prescripción del delito

· falta de jurisdicción o de competencia ( mediante declinatoria se alega)
· cosa juzgada

· litispendencia

· indulto o amnistía (hoy en día no podría darse, porque el indulto no puede   darse antes de dictar sentencia, y no hay amnistías)

· falta de autorización administrativa para procesar cuando sea necesaria (ej// falta del suplicatorio ante las Cortes en caso de procesamiento de Diputados o Senadores)
Estas cuestiones deben ser propuestas dentro de los tres primeros días de los cinco concedidos al acusado para formular el escrito de alegaciones. 
- Cuando se propone una cuestión de previo pronunciamiento deben aportarse las pruebas que lo sustentan y entonces se inicia un incidente, dándose traslado a la parte contraria que si no lo admite, da lugar a la práctica de prueba dentro del incidente. Transcurrido el término de prueba, el tribunal señalará día para la vista y en el día siguiente a éste, dictará auto resolviendo sobre las cuestiones (art.673 y 674 LECrim.): 
· Si estima las excepciones art.666.2, 3 y 4 habrá sobreseimiento libre y el procesado será puesto en lib.

· Si estima la excepción de declinatoria mandará remitir los autos al trib. competente y se abstendrá de resolver sobre las demás. Si no estima suficientemente probada la declinatoria, declara no haber lugar a ella confirmando su competencia xa conocer del delito. Si no estima las otras declara no admitirlas mandando continuar la causa.

· Si estima la excepción de la falta de autorización, mandará subsanarla quedando mientras suspendida la causa. Si la autorización se deniega habrá sobreseimiento libre.

Si no se estima el acusado tiene 2d. xa formular escrito de defensa (correlativo al escrito de acusaciones). 5 conclusiones- Fórmula:

· niego el correlativo escrito de acusación (no se explican los hechos)

· niego el correlativo escrito de acusación, x hechos no constitutivos de delito ni falta alguna

· niego el correlativo escrito de acusación ya que mi representado no es autor de los hechos

· con cter. subsidiario concurriría circunstancia eximente prevista

· niego el correlativo escrito de acusación no existiendo delito ni responsabilidad penal de mi defendido

14.5. CALIFICACIÓN PROVISIONAL DE LA DEFENSA
El escrito de alegaciones del acusado equivale al escrito de contestación de la demanda en el proceso civil. Y debe ser realizado de forma paralela al escrito de las acusaciones, es decir, de modo correlativo, primero sobre la versión de los hechos, a 5. 

continuación la calificación de los mismos… y así sucesivamente, igualmente en cuanto a la pretensión de resarcimiento. En cambio, en lo relativo a la proposición de prueba, el escrito de alegaciones es libre.

(Una estrategia utilizada habitualmente es negar la correlativa y suele acudirse a ella cuando el Abogado no puede contactar con su defendido, cuando existen pluralidad de acusados, o bien si no se quieren dar pistas sobre la línea de la defensa)

Del escrito de alegaciones se dará traslado a los responsables civiles, si los hay.

14.6. Auto sobre admisión de pruebas y señalamiento de juicio

Regulado en el art. 659 LECr.

El trib. dicta auto declarando hecha la calificación y mandando que se pase al Ponente, en plazo de 3d., xa el examen de las pruebas propuestas (art.658 LECrim.).Devuelta la causa el trib. examina las pruebas propuestas y dicta auto admitiendo las que considera pertinentes (art.659 LECrim.) y señala día y hora para la celebración del juicio oral
-  Contra la admisión de los medios de prueba no cabe recurso. 
-  Contra la inadmisión de las pruebas propuestas cabe únicamente protesta. Al inicio del acto del juicio se puede reiterar la petición de la prueba y en caso de que fuera denegada reiterar la protesta. Ambas protestas son necesarias, porque en el caso de que la sentencia fuera recurrida en casación, se puede alegar la inadmisión de pruebas.
Admitidas las pruebas pertinentes la AP citará a las partes y ordenará la excarcelación del acusado xa presenciar el acto del j.oral (art.786 LECrim.)

14.7. ACTIVIDADES PREVIAS A LA CELEBRACIÓN DEL JUICIO
La Audiencia Provincial debe ordenar los preparativos tendentes a asegurar la celebración del juicio el día y a la hora señalados, por tanto:

· debe acordar lo necesario para la práctica de las pruebas propuestas y admitidas con carácter anticipado
· citar en forma para juicio a:

· acusados

· testigos

· peritos
· en caso de que los acusados estuviesen en el Centro Penitenciario, solicitar su excarcelación y conducción al Tribunal el día y hora señalados

· en caso de que los acusados fueran extranjeros, citar a traductor o intérprete jurado para el acto del juicio oral
· notificar a la víctima la fecha del juicio si no fuera ni parte ni testigo
· ordenar el traslado de las piezas de convicción a la Sala donde se celebra el juicio.
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TEMA 15

EL ACTO DEL JUICIO ORAL. PRUEBA Y CONCLUSIONES.

15.1. INICIO Y CUESTIONES PREVIAS

Regulación: La celebración del juicio oral se encuentra regulada en el Título III del Libro III de la LECr. Los  arts. 680 a 749  comprenden la fase probatoria y la fase alegatoria.

Quien interviene en el juicio?
El día del juicio oral,  en la Sala donde se celebra el mismo, además del Tribunal, para que esté válidamente constituido debe contar con la presencia indispensable, por lo menos, de:

· 3 Magistrados, 
· Magistrado Presidente: uno de ellos, el que se sienta en el centro del Tribunal, es el Magistrado Presidente, es el que ordena el desarrollo del juicio, es la Autoridad en la Sala. Tiene función gobernativa o de policía. Dirige el debate (impide dicusiones inecesarias), concede y retira la palabra y puede intervenir en cualquier mto.xa reestablecer el orden en la Sala (art.683 y 684 LECrim.)

· Magistrado Ponente de la Causa: Otro de los Magistrados, que puede coincidir o no con el Presidente, es el Magistrado Ponente de la causa, este Magistrado será el encargado de redactar la sentencia y exponerla al parecer de la Sala, en caso de que estuvieran conformes, firmarán la sentencia, en caso de disconformidad podría plantearse un voto particular si el que está disconforme mantuviera su posición en minoría frente a los otros dos Magistrados
· El Secretario Judicial, levanta acta de lo que ocurre en el juicio; hace una síntesis/resumen de cada parte. Tiene atribuida la fé pública registral- lo que dice que ha ocurrido se convierte en verdad indiscutible. En el ámbito civil hay videocámaras que facilitan su labor; en el penal todavía no están plenam. instaladas.
· El Ministerio Fiscal, ejerciendo la acusación pública (las demás acusaciones, particular, popular… no son imprescindibles, pero en el caso de que las hubiere también se sentarían en la misma mesa de las acusaciones, junto con el Ministerio Fiscal)
· El Abogado defensor, habrá tantos como acusados, salvo que algunos de ellos compartan defensa
· El acusado, sin su presencia  no se puede celebrar el juicio, por lo que si no es habido habrá que suspender (cabe la excepción en el Procedimiento Abreviado si la pena es inferior a dos años de privación de libertad o de seis años en cualquier otro tipo de pena y consta en la causa que  el imputado ha señalado un domicilio para notificaciones en su primera comparecencia ante el Juzgado y en el momento de la citación a juicio, observados los requisitos legales, no ha sido hallado en el mismo)
· También encontramos al Agente Judicial, funcionario que auxilia al Tribunal dando traslado de la documentación de una de las partes a  la otra, o al propio Tribunal, por ejemplo acercando el pasaporte o documento nacional de identidad de los testigos al Secretario para que así conste en acta, u ordenando el acceso a la Sala del juicio de los testigos, peritos, etc.

Durante todo el acto del juicio rige el principio de publicidad, consagrado en el artículo 120 de la Constitución, con las excepciones que prevea la ley y salvo los casos en que en atención a circunstancias excepcionales de la causa (menores, violaciones, altercados entre los asistentes…) el Tribunal acuerde la celebración del mismo a puerta cerrada.

Procedimiento en el Juicio Oral: 
1) apertura de la sesión: En el día señalado se colocarán en el local del tribunal las piezas de convicción que se recogieron y el Presidente declarará abierta la sesión: mandará a todos ponerse en pie y el Secretario Judicial leerá los escritos de acusación y defensa ( los escritos de calificación); preguntará a los acusados si saben xq. están allí.

2) cuestiones previas: A continuación, cualquiera de las partes puede alegar cuestiones previas. Las cuestiones previas están legalmente tasadas y recogidas en el artículo 786.2 LECr, que aunque se encuentra en sede del Procedimiento Abreviado, al establecer mayores garantías se aplican también al resto de los procesos. Así, las partes pueden alegar seis posibles causas:

1. sobre la competencia del órgano judicial

2. sobre la vulneración de algún derecho fundamental

3. sobre la existencia de artículos de previo pronunciamiento

4. sobre causas de la suspensión del juicio oral

5. sobre la nulidad de actuaciones

6. sobre el contenido y finalidad de las pruebas propuestas o que se propongan para practicarse en el acto.

Las cuestiones previas deben resolverse oralmente en el acto por el Presidente contra la resolución no cabe recurso alguno, sin perjuicio de la pertinente protesta y de que la cuestión pueda ser reproducida, en su caso, en el recurso frente a la sentencia.

14.2. PRÁCTICA DE LA PRUEBA
      Una vez resueltas las cuestiones previas, o no habiendo sido planteadas las mismas, se procede a la práctica de la prueba, regulada en los arts. 688 a 703.1 bis LECr.

Comienza la fase de prueba por: 
( El Interrogatorio
Si hay un acusado ppal. se empieza preguntándole si está conforme con la pena que se le imputa- normalmente dirá que no.

Interrogatorio del 1r acusado: 

1) si se conformase se finaliza el procedimiento

2) si no se conformara, se continúa el juicio oral, respondiendo el acusado a las preguntas que le formule:

· a) el Ministerio Fiscal: Se concede la palabra al MF que empieza con la interrogación. Si el juez considera que las preguntas no son relevantes puede impugnarlas a lo que el fiscal puede protestar.
· B) a continuación a preguntas del resto de los acusadores (si los hay)

· C) a preguntas de las defensas finalizando por el turno de preguntas de su propio abogado defensor.

Lo mismo vuelve a hacerse con el 2º acusado, sin pedirle que jure.

Una vez que el acusado o los acusados, en su caso, respondan a las preguntas de todos, comienza la fase testifical.
( Fase Testifical

Cuando el juicio debe continuar x falta de conformidad de los acusados con la acusación, el Secretario da cuenta del hecho que motivó la formación de la causa, lee los escritos de calificación y las listas de testigos y peritos que se han presentado, haciendo relación de las demás pruebas propuestas y admitidas. 

Se practican las diligencias de prueba y el examen de los testigos
Primero se interroga a los testigos propuestos por las acusaciones y a continuación a los propuestos por las defensas: empezando con los del MF, continuando con los de los demás actores y finalmente los del procesado/s.
Serán interrogados en primer lugar por la parte que los hubiera propuesto, y en caso de que hubieran sido propuestos por más de una parte comienza el interrogatorio el Ministerio Fiscal.

 Proceso: El Agente Judicial llamará al 1r testigo que se sentará en el lugar del acusado. Jurará decir verdad y se le advierte de que tiene el deber y que en caso contrario incurrirá en delito de falso testimonio. Primero deberá  responder a las preguntas generales (relación con el acusado, etc.) de quien le propuso Si un testigo se contradice con lo declarado en la instrucción, se procederá a la lectura del documento en el que conste esa primera declaración para poner de manifiesto las contradicciones (art. 714 LECr), a continuación, el Presidente invitará al testigo a que explique la diferencia o contradicción que entre sus declaraciones se observe.
Dp. el testigo puede quedarse en Sala o ausentarse. Se le puede tb. pedir que se quede xa no contactar fuera con los otros testigos.

( Fase Pericial

Finalizado el interrogatorio de los testigos, se inicia la fase pericial (arts. 723 a 726 LECr)

El Agente Judicial llamará a los peritos (2 en el p.ord.) que tb. tienen la obligación de declarar verazmente (art.459-461 CP). El orden de interrogatorio es igual que en los testigos

Dictamen pericial será emitido para que pueda constituir prueba.

Puede realizarse también una inspección ocular (art. 727 LECr), excepcionalmente el Tribunal se desplazará a un lugar para su inspección, aunque lo usual es que sea una inspección realizada como prueba preconstituida con la presencia del Secretario Judicial que levantará acta.

( Fase Documental

La última prueba es la documental: El Presidente dice “¿documental?”, si el MF no contesta dirá “por reproducida” y si le interesa puede interesar la lectura de algún folio del sumario.
 El art.730 LECrim. permite dar lectura a las declaraciones que se prestaron x testigos/peritos que no han podido comparecer en el acto del juicio oral. Si esa declaración fue prestada en la instrucción y no se citó al testigo xa que acudiera, la defensa puede oponerse a que se lea la hoja de testigo que no han podido interrogar- si no se protestan entonces, ya no puede decirse luego que se ha condenado en base a prueba ilícta.

15.3. CONCLUSIONES DEFINITIVAS
Finalmente, comienza la fase de las conclusiones (art. 732 LECr) en la que las partes concretan de forma definitiva sus pretensiones, que si coinciden con las del escrito de calificación, mediante la fórmula “a definitivas” dan por reproducidas las ya expuestas en su momento. 

-  En el caso de que  modificasen la calificación deberán redactar por escrito los cambios especificando cual de sus pretensiones modifica y en qué sentido, debiendo tener en cuenta que no pueden variarse los hechos esenciales del escrito inicial ni tampoco puede añadirse un nuevo acusado.

-  Si la variación en la acusación fuese en perjuicio del acusado, o sea, que  ahora a la vista de lo acontecido en el acto del juicio se solicitase una pena mayor a la  solicitada inicialmente, entonces, la defensa puede solicitar al Tribunal la interrupción del juicio por un plazo de 10 días para preparar la defensa. Si esa solicitud no fuese atendida, contra la decisión del Tribunal sólo cabría protesta, en ningún caso recurso.

15.4. EVENTUAL TESIS DEL TRIBUNAL
Es una posibilidad que se encuentra regulada en el artículo 733 LECr para el Procedimiento Ordinario y también lo está para el Procedimiento Abreviado en el art. 788.3,2.

Si a la vista de las pruebas y conclusiones de las partes, considera el Tribunal que los hechos han sido calificados con manifiesto error, el artículo 733 LECr permite que el Presidente del Tribunal lo plantee a las partes. Puede también plantear que les ilustre si concurre alguna circunstancia eximente. En ese caso, si las partes no se consideran suficientemente preparadas sobre la respuesta, pueden solicitar la suspensión del juicio por un día.

Artículo 733:

“Si juzgando por el resultado de las pruebas entendiere el Tribunal que el hecho justiciable ha sido calificado con manifiesto error, podrá el Presidente emplear la siguiente fórmula: “ Sin que sea visto prejuzgar el fallo definitivo sobre las conclusiones de la acusación y la defensa, el Tribunal desea que el Fiscal y los defensores del procesado (o los defensores de las partes cuando fuesen varias) le ilustren acerca de si el hecho justiciable constituye el delito de…. o si existe la circunstancia eximente de responsabilidad a que se refiere el número…. del artículo … del Código Penal”.

Esta facultad excepcional, de que el Tribunal usará con moderación, no se extiende a las causas por delitos que sólo pueden perseguirse a instancia de parte, ni tampoco es aplicable a los errores que hayan podido cometerse en los escritos de calificación, así respecto de la apreciación de las circunstancias atenuantes y agravantes, como en cuanto a la participación de cada uno de los procesados en la ejecución del delito público que sea materia de juicio.

Si el Fiscal o cualquiera de los defensores de las partes indicaren que no están suficientemente preparados para discutir la cuestión propuesta por el Presidente, se suspenderá la sesión hasta el día siguiente.”

Artículo 788.3:

“3. Terminada la práctica de la prueba, el Juez o Presidente del Tribunal requerirá a la acusación y a la defensa para que manifiesten si ratifican o modifican las conclusiones de los escritos inicialmente presentados y para que expongan oralmente cuanto estimen procedente sobre la valoración de la prueba y la calificación jurídica de los hechos.

El requerimiento podrá extenderse a solicitar del Ministerio Fiscal y de los letrados un mayor esclarecimiento de hechos concretos de la prueba y la valoración jurídica de los hechos,  sometiéndoles a debate una o varias preguntas sobre puntos determinados.”

Podemos observar alguna diferencia:

· en el Procedimiento Ordinario la Tesis únicamente se puede plantear por dos motivos (la calificación del delito y la circunstancia eximente) mientras que en sede de Procedimiento Abreviado no existen motivos tasados por los que plantear una eventual Tesis

· en el Procedimiento Ordinario aunque ninguna de las partes acoja la Tesis planteada por el Tribunal, éste puede dictar sentencia por el delito y/o con la eximente planteados por el Tribunal; en cambio, en el Procedimiento Abreviado si el Tribunal hiciera lo mismo (dictar sentencia en base a su propia tesis sin que ninguna de las partes la hubiese acogido) en el caso de que contra sentencia dictada se interpusiera recurso, la sentencia sería anulada.

La doctrina se plantea una posible inconstitucionalidad de la Tesis por considerarla una vulneración del principio acusatorio que debe regir el proceso penal.

15.5. INFORME ORAL
Regulado en los arts. 734 a 738 LECr.

Una vez practicada la prueba, realizadas las conclusiones por las partes y planteada por el Tribunal la tesis (en su caso), el Presidente invita al Ministerio Fiscal y a las demás partes (al defensor del acusador particula, si lo hay. Dp. se concede la palabra al defensor del actor civil, si hay, y a los defensores de los procesados para que formulen su informe oral. Finalm. a los civilmente responsables si no se defienden junto a los procesados. Dp. de estos informes, las partes ya sólo podrán rectificar hechos y conceptos (art.734-738 LECrim.)
-  Este informe consiste en un resumen de la parte, de lo acontecido en el acto del juicio tendente a conseguir la convicción del Tribunal de que han quedado probados los hechos que avalan sus respectivas pretensiones.

En el informe oral es donde mejor se puede apreciar y valorar la capacidad del Abogado.

15.6. DERECHO A LA ÚLTIMA PALABRA
Este derecho está recogido en el artículo 739 LECr, que textualmente dice:

“Terminadas la acusación y la defensa, el Presidente preguntará a los procesados si tienen ago que manifestar al Tribunal.” 

Al que contestare afirmativamente le será concedida la palabra.

El Presidente cuidará de que los procesados, al usarla no ofenda la moral ni falten al respeto debido al Tribunal, ni alas consideraciones correspondientes a todas las personas, y que se ciñan a lo que sea pertinente, retirándoles la palabra en caso necesario.”

En cumplimiento del mismo, si el Tribunal no preguntase al acusado o no le dejara hacer uso de su palabra, el Abogado del mismo debe protestar por ello, esa vulneración del derecho a la última palabra es un posible motivo de casación de la sentencia desfavorable.

Finalmente, el art. 740 LEcr. dice: “Después de hablar los defensores de las partes y los procesados en su caso, el Presidente declarará concluso el juicio para sentencia.”
A continuación, se firma el acta por el Ministerio Fiscal, el Presidente, los Magistrados, y los Abogados asistentes, concluyendo  el levantamiento del acta con  la firma del Secretario Judicial.

15.7. SUSPENSIÓN E INTERRUPCIÓN DEL JUICIO
El Capítulo V del Libro III de la Ley de Enjuiciamiento Criminal  se intitula “de la suspensión del juicio oral”, y comprende los artículos del 744 al 749.

En la Ley, esta institución está regulada terminológicamente mal, comenzando por el propio título del Capítulo que correctamente debería ser de la interrupción del juicio oral.

X ello con carácter supletorio a éstos se aplica la LEC donde se distingue:
· Solicitud de nuevo señalamiento: si el señalamiento es comunicado al abogado y a éste le coincide con otra cosa que ya tenía señalada, solicita que se sustituya el señalamiento x otro; si no se lo conceden protestará o no acudirá.
Suspensión es la que se produce antes de iniciar el juicio o en el momento inicial del mismo (arts. 183, 188, 193 LECr), y puede ser objeto de nuevo señalamiento sin límite temporal, más que el imprescindible para no vulnerar el derecho a un proceso sin dilaciones indebidas.

· Suspensión de la vista/juicio: llegado el día previsto, si existe cusa que impide la celebración del juicio, éste puede suspenderse (ej.: no ha comparecido el acusado o algunos testigos de cargo- art.746 LECrim.)
· Interrupción de la vista/juicio (art.193 LEC): supone que el juicio ha sido iniciado xo es nece. su interrupción x causas del art.746 LECrim. (ej.: al llamar un testigo éste no aparece y la parte que lo llama no renuncia a su intervención). La reanudación del juicio debe darse máx. en 1m.- sino será nece. iniciar un nuevo juicio x el ppio. de concentración y inmediación (juicios celebrados en un único acto xa visión conjunta)

- Con respecto al Procedimiento Ordinario dice  el art. 749 LECr que  si la interrupción se demora por un tiempo  demasiado largo, habrá que dejar sin efecto lo actuado, sin concretar cuánto es “un tiempo demasiado largo ”, 
-  En cambio, para el Procedimiento  Abreviado, la LECr establece un plazo máximo de un mes para la reanudación del juicio. Si puede señalarse nuevo día para la continuación antes del mes fijado como plazo máximo, o si no hubiese transcurrido “un tiempo demasiado largo”,  el juicio se reanudará en el momento procesal en que hubiese sido interrumpido.  Más allá de ese tiempo previsto deberá quedar sin efecto lo actuado y comenzar de nuevo el acto del juicio oral desde el principio en atención a los principios de oralidad y concentración que deben regir el proceso penal y siempre que sea ello posible, en unidad de acto.

Art. 746:

“Procederá además la suspensión del juicio oral en los casos siguientes:

1º. Cuando el Tribunal tuviere que resolver durante los debates alguna cuestión incidental que por cualquier causa fundada no pueda decidirse en el acto.

2º. Cuando con arreglo a este Código el Tribunal o alguno de sus individuos tuviere que practicar alguna diligencia fuera del lugar de las sesiones y no pudiere verificarse en el tiempo intermedio entre una y otra sesión.

3º. Cuando no comparezcan los testigos de cargo y de descargo ofrecidos por las partes y el Tribunal considere necesaria la declaración de los mismos.

Podrá, sin embargo, el Tribunal acordar en este caso la continuación del juicio y la práctica de las demás pruebas; y después que se hayan hecho, suspenderlo hasta que comparezcan los testigos ausentes.

Si la no comparecencia del testigo fuere por el motivo expuesto en el artículo 718, se procederá como se determina en el mismo y en los dos siguientes.

4º. Cuando algún individuo del Tribunal o el defensor de cualquiera de las partes enfermare repentinamente hasta el punto de que no pueda continuar tomando parte en el juicio ni pueda ser reemplazado el último sin grave inconveniente para la defensa del interesado.

Lo dispuesto en este número respecto a los defensores de las partes se entiende aplicable al Ministerio Fiscal.

5º. Cuando alguno de los procesados se halle en el caso del número anterior, en términos de que no pueda estar presente en el juicio.

La suspensión no se acordará por esta causa, sino después de haber oído a los Facultativos, nombrados de oficio para el reconocimiento del enfermo.

6º. Cuando revelaciones o retractaciones inesperadas produzcan alteraciones sustanciales en los juicios, haciendo necesarios nuevos elementos de prueba o alguna sumaria instrucción suplementaria.

No se suspenderá el juicio por enfermedad o incomparecencia de alguno de los procesados citados personalmente, siempre que el Tribunal estimare, con audiencia de las partes y haciendo constar en acta del juicio las razones de la decisión, que existen elementos suficientes para juzgarles con independencia.”
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TEMA 16

LA SENTENCIA PENAL

Una vez finalizada la fase del juicio oral, el tribunal tiene un plazo de 3 días para dictar sentencia en el proceso ordinario. Este plazo se establece en el art. 203 LECr, aunque en la práctica los tribunales emplean el tiempo que estiman necesario para dictar la sentencia con garantías.

1. Forma y motivación

( Sentencia: La sentencia es una resolución definitiva que de ordinario pone fin al proceso en la instancia, es la resolución definitiva en la que se hace efectivo el derecho a la tutela judicial, derecho fundamental reconocido en el art. 24.1 de la CE.

-  En la sentencia se plasma el juicio jurisdiccional de legalidad, a que se refiere el art. 25 de la Constitución, y es en el que el tribunal expresa cuáles son las conclusiones a las que han llegado en torno, tanto a la pretensión punitiva como, en su caso, a la pretensión de resarcimiento.

En definitiva, la sentencia debe de decidir y declarar la culpabilidad o la inocencia del acusado, debe de absolverle o de condenarle y únicamente para el caso de condena, o para el caso de apreciar la existencia de delito, además el tribunal se pronunciará sobre la existencia de otros responsables civiles, además del propio acusado, y  sobre la extensión y el alcance de esa responsabilidad civil.
( Forma:

 En el proceso ordinario, la sentencia únicamente puede dictarse de forma escrita. Únicamente previsto para el procedimiento ordinario, en los otros procedimientos, o incluso en el ordinario cuando se trate de sentencia de conformidad, la sentencia puede dictarse de forma oral, sin perjuicio del deber que hay de acabar escribiéndola  y de notificarla por escrito a las partes.

Es decir,  en el procedimiento ordinario la sentencia será siempre por escrito salvo en caso excepcional de sentencia de conformidad. En ese caso, si ya se ha llegado a un acuerdo, la sentencia puede dictarse de forma oral según lo acodado y establecido con anterioridad por las partes.

El art. 142 LECr  establece cual debe ser el contenido de la sentencia penal y el art. 248.3 de la LOPJ establece cual debe ser la estructura de la sentencia penal, 

( Contenido:

Art. 142 LECr:

“Las sentencias se redactarán con sujeción a las reglas siguientes:

1. se principiarán expresando el lugar y la fecha en que se dictaren, los hechos que hubieren dado lugar a la formación de la causa, los nombres y apellidos de los actores particulares, si los hubiere, y de los procesados los sobrenombres o apodos con que sean conocidos, su edad, estado, naturaleza, domicilio, oficio o profesión, y en su defecto todas las demás circunstancias con que hubieren figurado en la causa, y además el nombre y apellido del Magistrado ponente

2. se consignarán en resultados numerados los hechos que estuvieren enlazados con las cuestiones que hayan de resolverse en el fallo, haciendo declaración expresa y terminante de los que se estimen probados

3. se consignarán las conclusiones definitivas de la acusación y de la defensa y la que en su caso hubiese propuesto el Tribunal, en virtud de lo dispuesto en el artículo 733

4. se consignarán también en párrafos numerados, que empezarán con la palabra considerando:

a. los fundamentos doctrinales y legales de la calificación de los hechos que se hubiesen estimado probados

b. los fundamentos doctrinales y legales determinantes de la participación que en los referidos hechos hubiese tenido cada uno de los procesados

c. los fundamentos doctrinales y legales de la calificación de las circunstancias atenuantes, agravantes o eximentes de responsabilidad criminal en caso de haber concurrido

d. los fundamentos doctrinales y legales de la calificación de los hechos que se hubiesen estimado probados con relación a la responsabilidad civil en que hubiesen incurrido los procesados o las personas sujetas a ella a quienes se hubiere oído en la causa, y correspondientes a las resoluciones que hubieren de dictarse sobre costas, y en su caso a la declaración de querella calumniosa

e. la cita de las disposiciones legales que se consideren aplicables, pronunciándose por último el fallo, en el que se condenará o absolverá, no sólo por el delito principal y sus conexos, sino también por las faltas incidentales de que se hubiere conocido en la causa, reputándose faltas incidentales las que los procesados hubiesen cometido antes, al tiempo o después del delito como medio de perpetrarlo o encubrirlo.

También se resolverán en la sentencia todas las cuestiones referentes a la responsabilidad civil que hubieren sido objeto del juicio, y se declarará calumniosa la querella cuando procediere.”

Art. 248.3 LOPJ:

“Las sentencias se formularán expresando, tras un encabezamiento, en párrafos separados y numerados, los antecedentes de hecho, hechos probados, en su caso, los fundamentos de derecho y, por último, el fallo. Serán firmadas por el Juez, Magistrado o Magistrados que las dicten:”

El primer precepto, art. 142 LECr,  data de 1882, y el  art. 248.3 LOPJ,  data de 1985, ambas redacciones no coinciden y en algunos puntos pueden parecer incluso discordantes, sin embargo la jurisprudencia ha tenido que hacer una interpretación sistemática de ambos preceptos y ha venido a ensamblar los distintos apartados de los artículos mencionados  y haciendo esa mezcla, la forma de la sentencia sería la siguiente:

( Toda sentencia penal se inicia con el encabezamiento en el que consta la identificación de todos los sujetos intervinientes, tanto  partes como órganos jurisdiccionales.

(La segunda parte de la sentencia  son los antecedentes de hecho, en ellos el tribunal transcribe o bien resume las conclusiones definitivas formuladas por las partes en el proceso y en su caso, si se planteó la tesis por el tribunal también la transcribe. A veces se hace un breve resumen de los acontecimientos  procesales que se han sucedido desde que se inició el proceso hasta el final del juicio si  hubo alguna incidencia que pudiera tener alguna influencia y ser relevante para el contenido final de la sentencia.
( A continuación, se hacen constar los hechos probados. En este apartado el tribunal se limita a hacer un resumen de los hechos justiciables esenciales que considera que han quedado demostrados tras la celebración del juicio oral. Seria el equivalente del tribunal a la conclusión definitiva primera de las partes.

La versión de los hechos de la que ha quedado convencido por la práctica de la prueba del juicio oral el tribunal, sin explicar en este apartado como ha llegado a ello.

( La Motivación:

(Seguidamente, se citan en la sentencia los fundamentos de derecho, en este apartado se contiene la motivación de la sentencia, es decir, es el apartado donde el tribunal expresa y explicita sus razonamientos, donde se plasma el juicio jurisdiccional del tribunal, juicio actividad lógica intelectual de enjuiciamiento, que tiene un triple contenido, histórico, jurisdiccional lógico jurídico en el que se contiene como juzga el tribunal qué calificación jurídica le merecen los hechos y también un juicio crítico o valorativo. 

Dentro de los  fundamentes de derechos, la motivación debe recaer concretamente sobre los siguientes elementos:
· el tribunal deberá de motivar en virtud de qué medios de prueba el tribunal ha quedado convencido de que los hechos ocurrieron tal y como han quedado plasmados en el apartado anterior (el de hechos probados) además el tribunal debe explicar porqué da mayor credibilidad a unos medios de prueba  que a otros, así como porqué considera que los hechos probados merecen una determinada calificación jurídica (constitutivos de un delito de tal… y no otro de tal….)
· en caso de sentencia condenatoria, razonará suficientemente porqué impone una pena y no otra e incluso porqué dentro de la impuesta la establece en una determinada extensión,  no sólo la pena sino su duración. 
· Finalmente, en caso de condena, si se hubiera ejercitado conjuntamente con la pretensión punitiva  también la pretensión  de resarcimiento, el tribunal deberá motivar a quién está considerando responsable civil y debe justificar también cuál es la responsabilidad a la que condena, bien al acusado bien a un tercero responsable civil.

( La parte final de la sentencia contiene el fallo, término que proviene del latín (fallar, de hallar),  en esta parte, el tribunal “halla” cuál es la solución final a adoptar en el caso concreto. 

El deber de motivar las sentencias viene impuesto por el art. 120.3 CE, y su importancia es tal que el Tribunal Constitucional ha acabado  estableciendo que ese deber de motivar forma parte a su vez del derecho que tiene el ciudadano a la tutela judicial efectiva. Este derecho contiene, entre otros, el derecho a una decisión motivada sobre el fondo. Es esta construcción jurisprudencial sobre el fondo lo que permite combatir una sentencia  que consideramos desfavorable, incluso a acudir en amparo ante el Tribunal Constitucional. Si no se hubiera considerado este derecho, jamás se podría haber acudido al amparo denunciando la falta de motivación de una sentencia penal.

16. 2. LA VALORACIÓN DE LA PRUEBA

En nuestro ordenamiento procesal penal rige el principio de libre valoración de la prueba que viene plasmado en otras palabras en el art. 741 LECr:

“El Tribunal, apreciando según su conciencia, las pruebas practicadas en el juicio, las razones expuestas por la acusación y la defensa y lo manifestado por los mismos procesados, dictará sentencia dentro del término fijado en esta ley.

Siempre que el Tribunal haga uso del libre arbitrio que para la calificación del delito o para la imposición de la pena le otorga el Código Penal, deberá consignar si ha tomado en consideración los elementos de juicio que el precepto aplicable de aquél obligue a tener en cuenta.”
Apreciando según su conciencia viene a significar apreciando libremente la prueba practicada en el acto del juicio oral.

De este artículo destacamos el sistema de libre valoración de la prueba y que la única prueba que puede valorar libremente el tribunal es la practicada válidamente en el acto del juicio oral.

No valorar: El tribunal no puede valorar a la hora de dictar sentencia ni el atestado judicial, que tiene el valor de simple denuncia, ni puede valorar tampoco, en principio las diligencias de investigación practicadas durante la fase de instrucción. El principio de inmediación es el que exige que el tribunal únicamente pueda basar su sentencia en las pruebas que han sido practicadas a su presencia y además únicamente en el acto del juicio oral y a presencia del tribunal  que es donde las pruebas pueden practicarse con todas las garantías y en especial con la necesaria contradicción, con la posibilidad de que los abogados de todas las partes puedan someter las pruebas a contradicción. 

· Excepcionalmente el tribunal podría llegar a valorar alguna diligencia de investigación como prueba documental (p. e. declaración testifical de un testigo, informe del médico forense) sin embargo para que el tribunal la pueda valorar como medios de prueba es necesario que las mismas hayan sido practicadas con todas las garantías; entre ellas, la garantía más importante es el derecho de defensa del acusado.

Ello comporta que si un testigo que ha prestado declaración durante la instrucción  y no acude al acto del juicio oral,  porque ha sido imposible, se debe de proceder a su lectura  en voz alta en el acto del juicio oral, así lo establece el  art. 730 LECr:

“Podrán también leerse a instancia de cualquiera de las partes las diligencias practicadas en el sumario, que, por causas independientes de la voluntad de aquéllas, no puedan ser reproducidas en el juicio oral.”

No obstante el Tribunal Constitucional exige que esas diligencias sumariales hayan sido practicadas con todas las garantías.
(  Además de la prueba practicada en el juicio oral, el tribunal debe también valorar las pruebas de presunciones. Es una prueba que no es propuesta por las partes, la presunciones son una actividad lógica intelectual deductiva que lleva a cabo el tribunal partiendo de hechos que han quedado probados durante el juicio oral y que no son los hechos esenciales que son llamados indicios para, con base en ellos, llegar a la convicción que también se produjo otro  hecho sobre el que no existe una prueba directa, no se puede probar que se produjera y  al que llamamos hecho presumido o presunción. A partir de dos o más indicios poniéndolos en relación lógica y directa entre sí, conforme a las reglas del sentido común, se puede construir una presunción.

16.3. CARGA DE LA PRUEBA; IN DUBIO PRO REO Y PRESUNCIÓN DE INOCENCIA

1) Antes de 1978, antes de promulgar la Constitución, si el tribunal a la hora de dictar sentencia albergaba alguna duda sobre cómo habían ocurrido los hechos,  o sobre la autoría de esos hechos, debía absolver al acusado en virtud del principio in dubio pro reo, en caso de duda, fallo a favor del reo. 

2) Tras la promulgación de la Constitución Española y en concreto de su art. 24.2 se reconoce y se intenta garantizar el derecho fundamental a la presunción de inocencia, este derecho fundamental se ha acabado convirtiendo en la regla general en materia de carga de la prueba dentro del proceso penal.

(  Presunción de inocencia Vs Ppio In dubio Pro Reo: 

La presunción de inocencia no es lo mismo que el principio in dubio pro reo. 
a) Según la presunción de inocencia, toda persona es inocente salvo que se declare su culpabilidad en una sentencia penal condenatoria y firme;  y únicamente abarca a la presunción de no autoría si el acusado no ha negado la autoría de los hechos se le presume no autor de los mismos, una vez reconocida o demostrada dicha autoría ya no entra en juego la presunción de inocencia. Corresponde a la acusación la carga de la prueba, por tanto demostrar y convencer al juez sobre los hechos constitutivos de su pretensión.

-  El tribunal para condenar al acusado únicamente puede basarse en la prueba válidamente practicada en el acto del juicio oral. Esto significa que el tribunal debe valorar en su sentencia la existencia de una mínima prueba de cargo (inculpatoria) suficiente como para desvirtuar la presunción de inocencia. Esa prueba tiene además que ser lícita en términos constitucionales y a este respecto debemos remitirnos al art. 11.1 LOPJ. 

Si el tribunal condenara sin tener en consideración estos puntos la sentencia condenatoria será contraria al derecho fundamental  a la  presunción de inocencia y cabría contra ella casación e incluso recurso de amparo.
b) La perversión del principio  in dubio pro reo radicaba en que no existía ninguna forma de controlar si esa duda del tribunal sobre la inocencia del acusado era o no razonable, en cambio, a través de los anteriores parámetros se puede controlar la razonabilidad de las posibles dudas que pueda tener el tribunal. Por tanto constituye un plus a favor del reo la presunción de inocencia.

16.4. CORRELACIÓN ENTRE ACUSACIÓN Y SENTENCIA. CONGRUENCIA
Congruencia: A la correlación que debe existir entre acusación y sentencia se le denomina congruencia. También debe mediar congruencia entre el fallo y la fundamentación de la sentencia, es decir: es necesaria la relación entre la parte dispositiva del fallo y las conclusiones definitivas de la acusación: congruencia fundamento del fallo – sentencia.

Art.742 LECrim. establece que la stc. debe resolver todo pto. objeto de alegación x las partes (las conclusiones). El art.851.3 LECrim. determina que cabe recurso de casación x no resolución en la stc. de todos los ptos. objeto de controversia (x incongruencia o falta de motivación).

-  El art. 742 LECr, establece el deber del tribunal de resolver en su sentencia sobre todas las cuestiones que han sido objeto del juicio oral, del proceso. Todo punto objeto de alegación por las partes (las conclusiones)

- En caso contrario, si la sentencia dejara de pronunciarse y de resolver sobre alguna de las cuestiones planteadas por las partes ( por incongruencia o falta de motivación), la sentencia sería incongruente, incurriría en incongruencia omisiva y podría ser objeto de recurso de casación al amparo del art. 851.3 LECr.
(  Además, y en virtud del principio acusatorio, para que la sentencia sea congruente debe de existir en la sentencia:

· una correlación entre por un lado las conclusiones definitivas de las partes acusadoras y por otro lado el fallo o parte dispositiva de la sentencia
( El tribunal comete incongruencia si: 

· si el tribunal impusiese una pena superior a la que había sido objeto de acusación, bien si el tribunal no había planteado tesis (art. 733 LECr) o habiéndola planteado ninguna de las partes la hubiera hecho suya, contra la misma cabría casación en virtud del art.  851.4 LECr
· el tribunal incurriría en incongruencia cuando condenara por un delito distinto a aquel que hubiera sido objeto de acusación, pero ello no en todo caso sino únicamente cuando ese delito distinto por el que condena el tribunal afectara a bienes jurídicos distintos de los bienes jurídicos a los  que afectara el delito sostenido por la acusación o bien ese delito distinto por el que acaba condenando el tribunal supusiera una mutación esencial del hecho enjuiciado (art. 789.3 LECr)
· también se incurriría en incongruencia cuando existiera una desconexión entre la motivación contenida dentro de los fundamentos de  derecho de la sentencia y la decisión contenida dentro del fallo o parte dispositiva de la sentencia.

16.5. LAS COSTAS PROCESALES
Regulación: Toda stc. penal y otras resoluciones penales finales deben contener un razonamiento sobre costas procesales. Xa decidir si imponer su pago y cuáles: art.239-246 LECrim. y 123 CP.

- Si el acusado goza de justicia gratuita, aunque se le impongan costas quedará exento de pagarlas a non ser que llegue a mejor fortuna en los plazos indicados (L1/1996)

· Si la sentencia es condenatoria las costas procesales se imponen siempre al acusado condenado,  
· si la sentencia fuera absolutoria en principio no se imponen las costas a nadie, es decir no existe condena en costas.

* Excepción: Sin embargo, excepcionalmente, en caso de sentencia absolutoria, el tribunal impondrá las costas a la acusación particular o acusación popular (a cualquier acusación excepto al Ministerio Fiscal) si aprecia temeridad en su actuación, es decir, si considera que ha acusado sin razón ni fundamento al acusado, temerariamente.

La condena a costas en ppio. incluye honorarios de abogado, aranceles del procurador y la acusación particular. Si la acusación particular solicitaba una pena superior a la del fiscal XO la stc. no ha estimado su pretensión, no se le exige el pago de costas de acusación particular, aunque se condene al imputado.

16.6. NOTIFICACIÓN Y FIRMEZA DE LA SENTENCIA
Clasificamos primero los posibles fallos que puede tener:

· Condenatoria.

· Culpa. Declara una culpa penal. Si que vincula a un juez civil, ya que la penal es más grave que la civil. 

· Antijuricidad. Vincula al juez civil. 

· Participación de los imputados. Vincula. Si el juez penal declara la participación entonces es que si. 

· Relación de causalidad entre hechos y daños. Si que vincula. 

· Absolutoria. 

· Culpa. No vincula al juez civil porque a lo mejor en el ámbito civil si hay algún tipo de culpa. 

· Antijuricidad. No vincula, que no haya delito no quiere decir que el hecho no sea reprochable en el ámbito civil. 

· Participación de los imputados. No vincula, no sabemos porque el juez declara la absolución. Es posible celebrar un proceso civil sobre esos mismos hechos. 

· Relación de causalidad entre hechos y daños. Si que vincula según su opinión, pero la jurisprudencia dice que no vincula, esto es lo que importa. 

Sólo hay un caso muy claro en el cual la LECriminal dice que la sentencia penal vincula a la sentencia civil: art 116. Dice que si el juez penal declara la inexistencia del hecho entonces el juez civil no podrá decir nada. 

Una vez dictada sentencia, el mismo día o como máximo al día siguiente, ésta debe ser notificada a las partes normalmente a través de su representación procesal, su procurador, pero si se trata de sentencia condenatoria debe ser notificada, además personalmente al condenado. 
- contenido de la notificación: Cuando se notifica una sentencia en la misma diligencia de notificación se hace saber, es una exigencia legal, qué recursos caben contra la misma, en qué plazo deben presentarse y ante que órgano (248.4 LOPJ).

- si no se recurre: Una vez notificada la sentencia si se ha dejado pasar el plazo para recurrir o se han desestimado o inadmitido los recursos interpuestos contra la misma, esta cobra firmeza, la stc deviene firme: Es irrevocable y sólo caben excepcionalmente procesos de amparo o de revisión.
La stc. firme adquiere el valor de cosa juzgada: los hechos ya no pueden ser juzgados de nuevo y lo declarado vincula a los demás órg.jurisdiccionales (hasta cierto límite ya que cabe x ej. un ulterior P.Civil sobre los hechos cuando se reservó la acción civil- art.111-114 LECrim.)- ¿hasta qué punto. los hechos probados x el juez penal vinculan al civil?...debería distinguirse si la declaración de culpabilidad vincula o no )la mayoría de la doctrina dice que no).

16.7. LA COSA JUZGADA PENAL. CONCEPTO, FUNDAMENTO Y CONTENIDO
La cosa juzgada penal comporta la imposibilidad de volver a juzgar a una misma persona por unos mismos hechos con posterioridad. Es una expresión del principio non bis in idem,  sólo en caso de que se le hubiera condenado, si se le hubiera absuelto no sirve ese principio, sino que esa imposibilidad de volver a juzgar  viene dada por el principio de seguridad jurídica proclamado art. 9.3 de la Constitución Española.

16.8. EFICACIA DE LA SENTENCIA PENAL EN OTROS ÓRDENES JURISDICCIONALES
- Se intenta plantear hasta qué punto el contenido de una sentencia penal firme vincularía a un tribunal de otro orden jurisdiccional (civil, laboral,…) en un proceso ante dicho orden.

La declaración de hechos probados es lo único que en principio vincula; todo lo demás que contiene la sentencia no vincula.  Pero, si a través de la prueba practicada el tribunal del otro orden considera que los hechos han ocurrido de forma distinta no le vincularía sin perjuicio de los efectos de la existencia de dos sentencias contradictorias sobre unos mismos hechos,  seguramente, se podría acudir al proceso de revisión.

                         16/12/08
TEMA 17

PROCEDIMIENTO ABREVIADO

En defecto de disposiciones especiales se aplica el procedimiento ordinario. 
El Procedimiento Abreviado es uno de los procesos especiales que regulados en el Libro IV, Título II de la LECr, en sus artículos del 750 al 846.

Concretamente el Procedimiento Abreviado comprende los artículos del 757 al 794.

17.1. ÁMBITO

- Desde 1882 a 1980, el Procedimiento Ordinario era el único procedimiento penal. 
-  En 1988, tras derogarse el Procedimiento Urgente, el legislador crea el Procedimiento Abreviado: como proceso especial para la instrucción y enjuiciamiento de delitos de menor gravedad, aquellos cuyos delitos tengan una pena prevista en el Código Penal no superior a 9 años en el caso de tratarse de pena privativa de libertad, o que se trate de otra pena de distinta naturaleza a la privación de libertad con independencia de la cuantía (delitos castigados con pena de  multa) o de su duración (inhabilitación para el ejercicio de cualquier derecho : ej// tenencia y uso de armas cualquiera que sea su duración).

-    A pesar de pertenecer al Libro IV, aquel que regula los procesos especiales, en poco tiempo, en la práctica, se convirtió desde su implantación en el procedimiento por el que se tramitan la inmensa mayoría de los delitos hasta hace poco. Ahora  podríamos decir que es el más habitual hoy en día pero ya no hablamos del 70 % y poco sino que absorbería un 50 y pico % de los procedimientos. 
*  Como su nombre indica (abreviado), el legislador, con este procedimiento pretendió una tramitación más rápida y más ágil que en el procedimiento ordinario, sin embargo, en la práctica la investigación y el enjuiciamiento de los procedimientos abreviados dura igual o más que las del procedimiento ordinario, ello se debe a que la duración de la investigación no depende de la gravedad del delito sino que está relacionada  con el número de imputados o con la complejidad de los hechos o la cantidad de diligencias necesarias y no con la pena más o menos grave que se pueda imponer.
Al ser una regulación más actual en el tiempo, se introdujeron en su regulación más garantías, por ello, la gran mayoría de las especialidades del procedimiento introducidas por el legislador para el Procedimiento Abreviado (al suponer más garantías) ya son de aplicación directa también para el Procedimiento Ordinario.

17. 2. ESPECIALIDADES DE LA INSTRUCCIÓN. DILIGENCIAS PREVIAS

El procedimiento ordinario se aplica con carácter supletorio. 

En este sub-epígrafe vamos a destacar únicamente las particularidades del Procedimiento Abreviado en la fase de instrucción. En lo que no está regulado, la generalidad es supletoria.

            Durante la instrucción, las especialidades introducidas para este procedimiento tienden a dotar la investigación de una mayor rapidez y agilidad que la instrucción del procedimiento ordinario. Otra diferencia es que la fase de instrucción recibe el nombre de Diligencias Previas. (en el procedimiento ordinario recibe el nombre de sumario)
Podemos destacar dos clases de especialidades:

· relativas a los sujetos: tenemos que diferenciar: 
1) verdaderas especialidades que solo se dan singularmente en el abreviado: 
2) falsas especialidades: aquellas reguladas dentro del capitulo relativo a la instrucción del p. abreviado como si fueran algo especial del abreviado pero en realidad, en la practica se está haciendo lo mismo en el resto de procesos

3) las especialidades del procedimiento abreviado que constituyendo mayores garantías procesales se han trasladado en su aplicación también al procedimiento ordinario por vía jurisprudencial. 
Las especialidades son: 

· la Policía Judicial tiene en este procedimiento una mayor intervención en el procedimiento abreviado de la que se le reconoce en el ordinario, más libertad de actuación (arts. 769 a 772 LECr) es una de las falsas especialidades.  
· al Ministerio Fiscal (es verdadera) se le permiten y se le atribuyen ciertas funciones instructoras para tramitar y dirigir la investigación con carácter provisional y limitado ( limitadas en cuanto al sujeto y en cuanto al tiempo), así se establece en el artículo 773 LECr:

 “1. El Fiscal se constituirá en las actuaciones para el ejercicio de las acciones penal y civil conforme a la Ley. Velará por el respeto de las garantías procesales del imputado y por la protección de los derechos de la víctima y de los perjudicados por el delito.

               En este procedimiento corresponde al Ministerio Fiscal, de manera especial, impulsar y simplificar su tramitación sin merma del derecho de defensa de las partes y del carácter contradictorio del mismo, dando a la Policía Judicial instrucciones generales o particulares para el más eficaz cumplimiento de sus funciones, interviniendo en las actuaciones, aportando los medios de prueba de que pueda disponer o solicitando del Juez de Instrucción la práctica de los mismos, así como instar de éste la adopción de medidas cautelares o su levantamiento y la conclusión de la investigación tan pronto como estime que se han practicado las actuaciones necesarias para resolver sobre el ejercicio de la acción penal.

El Fiscal General del Estado impartirá cuantas órdenes e instrucciones estime convenientes respecto a la actuación del Fiscal en este procedimiento, y en especial, respecto a la aplicación de lo dispuesto en el apartado 1 del artículo 780.

Tan pronto como se ordene la incoación del procedimiento para las causas ante el Tribunal del Jurado, se pondrá en conocimiento del Ministerio Fiscal, quien comparecerá e intervendrá en cuantas actuaciones se lleven a cabo ante aquél.

2. Cuando el Ministerio Fiscal tenga noticia de un hecho aparentemente delictivo, bien directamente o por serle presentada una denuncia o atestado, practicará él mismo u ordenará a la Policía Judicial que practique las diligencias que estime pertinentes para la comprobación del hecho o de la responsabilidad de los partícipes en el mismo. El Fiscal decretará el archivo de  las actuaciones cuando el hecho no revista los caracteres de delito, comunicándolo con expresión de esta circunstancia a quien hubiere alegado ser perjudicado u ofendido, a fin de que pueda reiterar su denuncia ante el Juez de Instrucción. En otro caso instará del Juez de Instrucción la incoación del procedimiento que corresponda con remisión de lo actuado, poniendo a su disposición al detenido, si lo hubiere, y los efectos del delito.

El Ministerio Fiscal podrá hacer comparecer ante si a cualquier persona en los términos establecidos en la Ley para la citación judicial, a fin de recibirle declaración, en la cual se observarán las mismas garantías señaladas en esta Ley para la prestada ante el Juez o Tribunal.

Cesará el Fiscal en sus diligencias tan pronto como tenga conocimiento de la existencia de un procedimiento judicial sobre los mismos hechos.”
Desde 1882 el legislador ha tenido la intención de acabar atribuyendo la investigación al MF pero por falta de medios materiales y económicos no se ha hecho nunca. Con introducción del art. 773 se quiere hacer una prueba piloto: que MF lleve a cabo la investigación en procedimiento abreviado. Se permite que la gente ponga una denuncia y si fiscalía recibe denuncia que puede ser constitutiva de delito que empiece a instruir el fiscal. No obstante, en cuanto el fiscal tenga conocimiento de que los mismos hechos han sido puestos en conocimientos de un juez instrucción por denuncia y querella el fiscal ha de remitir lo que tenga al juzgado del que tenga constancia. 

· cuando termina la investigación el fiscal debe presentar una querella al juzgado de instrucción competente del territorio junto con la investigación realizada. 

· la instrucción que lleva a cabo el fiscal es una instrucción secreta a diferencia de la que lleva un juez de instrucción porque no se permite ver el archivo a ninguno de los interesados mientras esta en la fiscalía y tampoco se entrega copia de su declaración a quien ha ido a declarar a la fiscalía. 

· el imputado, (verdadera especialidad del abreviado) durante la tramitación de las Diligencias Previas, (durante la fase de instrucción) no requiere estar representado por Procurador, aunque no está prohibido, es decir, que si el imputado quiere puede ser representado por un Procurador de su elección, debiendo abonar sus servicios, pero en caso contrario, si no lo nombrase, tampoco le sería nombrado uno de los del turno de oficio (como sí sucedía en el Procedimiento Ordinario) porque no es preceptivo. Entonces al abogado hará su función de defensa y también hará las funciones propias del procurador. 

· Otra especialidad del Procedimiento relativa al imputado recogida en el artículo 775 LECr, es que en su primera comparecencia será requerido para que designe un domicilio a efectos de notificaciones, bajo apercibimiento de  que  durante el proceso debe poner en conocimiento del Juzgado cualquier cambio de domicilio. En el caso de no ser hallado, tras haber sido legalmente citado, en el domicilio que dio en su comparecencia, establece el artículo 786 para  el caso de que la pena a imponer fuera menor a dos años de privación de libertad o menor a 6 años si fuera de cualquier otra naturaleza, la ley prevé que pueda ser juzgado en su ausencia.  Para el caso de que la ausencia fuese justificada, contra la sentencia dictada en el Procedimiento Abreviado cabría el recurso de anulación regulado en el artículo 793 LECr.
· el Médico Forense puede sustituir al Juez en la diligencia de levantamiento de cadáver: esto puede tener cierta justificación pq si hay un cadáver normalmente es por un accidente de tráfico, no será nunca por homicidio o por asesinato;  y también se le otorga cierta discrecionalidad, que no existe en el procedimiento ordinario, sobre si se practica o no la autopsia al muerto  (art. 778.4 y 6 LECr)
· es obligada la notificación de lo actuado a la víctima (especialidad del abreviado que se ha hecho extensivo al ordinario) (art. 779.1 LECr), se le debe comunicar el eventual auto de archivo aunque no sea parte del proceso. Pero al constituir un grado mayor de garantía en el procedimiento penal en general,  también se aplica al Procedimiento Ordinario, y deja, por tanto, de ser especialidad del Procedimiento Abreviado.
· en enjuiciamiento tb hay especialidad de comunicarle la stc a la víctima: tb se ha trasladado en el procedimiento ordinario. 

( relativas a las diligencias de instrucción:
1. los artículos 759 y 762 establecen especialidades tendentes a agilizar ciertas diligencias de investigación, a agilizar la instrucción. En el artículo 759 se regulan las cuestiones de competencia y su resolución que es más ágil que en el Procedimiento Ordinario. En el artículo 762 LECr se regulan los actos de comunicación, al tratarse de una regulación actualizada al año 2003, en ella se contemplan los nuevos avances tecnológicos (utilización de fax y correo electrónico) y estas reglas también son aplicadas al Procedimiento Ordinario (algunos juzgados lo hacen y otros no en el procedimiento ordinario)
2. en el Procedimiento Abreviado se regula por primera vez las pruebas preconstituidas, en el artículo 777.2 LECr; posibilidad que ante el riesgo de que una diligencia de investigación no pueda ser reproducida en el juicio oral por el estado de salud de un testigo, por defunción o desaparición se practica con unos formalismos para q valga como prueba en el juicio (esto también se aplica al Procedimiento Ordinario)
3. los dictámenes periciales en sede de diligencias previas del procedimiento abreviado pueden ser emitidos por un solo perito (art. 778.1 LECr), mientras que el Procedimiento Ordinario se exige que sean por lo menos dos (cada dictamen debe ser emitido conjuntamente por dos peritos). y una autopsia es innecesaria cuando el médico forense puede det. sin necesitar de ella la causa de la muerte- se hace extensivo al procedimiento ordinario
4. en el artículo 765 se contemplan  especialidades en la investigación para supuestos en los que se investigan hechos derivados del uso y circulación de vehículos a motor: en realidad y tras la introducción del juicio rápido en la LECrim en la práctica esas especialidades previstas ya no pueden tener lugar en el abreviado porque estos hechos derivados del uso y circulación de vehículos a motor acaban siendo instruidos y enjuiciados en el juicio rápido.  
17. 3. TERMINACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN Y PREPARACIÓN DEL JUICIO ORAL
Existen diferencias entre el procedimiento ordinario y el abreviado:

p. abreviado: en las Diligencias Previas no se dicta Auto de Procesamiento ni Auto de Conclusión del Sumario (como el que vimos en el procedimiento ordinario) ni tampoco existe Periodo Intermedio.

( Terminación: 

Cuando el Juez de Instrucción considera que ya ha terminado la investigación,las actuaciones posibles dicta Auto que pone fin a las Diligencias Previas ( a la fase de instrucción), que es distinto del Auto de Conclusión del Sumario de Procedimiento Ordinario, básicamente por tres notas:
( no hay para ello período intermedio y no debe ser necesariamente ratificado (no necesita una ulterior confirmación) por la Audiencia Provincial 
( contra dicho auto que dicta el juez de instrucción en p. abreviado cabe recurso de reforma en un plazo de 3 días ante mismo juez de instrucción y resuelto ante el mismo juez de instrucción y  recurso de apelación  a interponer en 5 días ante el mismo juez de instrucción pero resuelto por la Audiencia provincial.(art.779.1 LECrim.).
( en este Auto del Procedimiento Abreviado, el Juez de Instrucción decide lo que hay que hacer, el cauce a seguir y los pasos a seguir (art. 779 LECr), puede decidir sobre dictar un:
· auto de sobreseimiento

· libre/provisional

· total/parcial
- esto sin perjuicio que contra este auto de sobreseimiento cabe recurso de reforma y de apelación. (en cambio cuando en p. ordinario lo dicta la AP únicamente en el caso de sobreseimiento libre cabía recurso)
· Auto de archivo de la instrucción y auto de incoación de juicio de faltas: cuando no es constitutivo de delito (la pericial determina que no llega a delito y se queda en falta) se reputan los hechos como falta, en ese caso dictará auto de incoación de faltas (incoa juicio de faltas) que serán resueltas por el mismo Juez (aunque el apartado 11 del art. 219 de la LOPJ establece como posible causa de abstención o de recusación la participación en la investigación del Juez que ha de enjuiciar: contraviene este artículo)
· Si el juez instrucción considera que hechos son competencia de la jurisdicción militar o que la persona que los ha cometido era menor de edad entonces dictará auto de inhibición a favor de la fiscalía de menores o de la Jurisdicción penal militar , porque no sea competente al tratarse por ejemplo de otra jurisdicción distinta (menores, militar…), o bien puede que se trate de otro órgano ( Audiencia Nacional….)
· dictar auto de adecuación o de conversión de las diligencias previas en sumario o bien en procedimiento ante el tribunal del jurado si considera que lo que está instruyendo debe ir por otro procedimiento, es decir lo adecua a otro procedimiento. 
· El juez de instrucción si al realizar la instrucción cree que no hay motivos para sobreseer dictará Auto transformando las Diligencias Previas en Procedimiento Abreviado, lo que supone la preparación al juicio oral (art. 780 LECr) este Auto se le notificará a las partes y se las emplazará para que en el plazo común de 10 días para todas las acusaciones realicen alguna de las siguientes actuaciones:

· soliciten la práctica de más diligencias (nuevas diligencias o otras que habían sido denegadas o que habían sido admitidas pero no se habían practicado)
· las propias acusaciones soliciten el sobreseimiento ya sea libre o provisional. 
· Pueden pedir la apertura del juicio oral: presenten escrito de acusación (igual que el escrito de acusación del Procedimiento Ordinario) y en ese caso soliciten que se dicte Auto de apertura de juicio oral. Se formula la pretensión punitiva y si es el caso de resarcimiento y la proposición de prueba anticipada.
-  El Juez de Instrucción debe acordar y dictar Auto de apertura de juicio oral salvo que concurran las causas previstas en el artículo 783 LECr.

Se notifica el Auto al imputado y se le da 3 días para que nombre Abogado (normalmente el que ya tenía) y Procurador (si no lo hiciera, ahora sí, se le nombraría de oficio) una vez nombrado se concede un plazo común de 10 días para que presente escrito de defensa en el que caben tres posibilidades:
· presentar la conformidad

· la inactividad (no realizar nada, ni presentar escrito: equivale a negativa de los hechos y disconformidad con la acusación)

· formular escrito de defensa con proposición de prueba

No pueden proponerse aquí, sí en el ordinario, artículos de previo pronunciamiento (debe hacerse al inicio del juicio oral como cuestión previa x falta de competencia, vulneración dºfundam.,…)

Transcurrido el plazo el Juzgado de Instrucción remite todo lo actuado al órgano competente para el enjuiciamiento que será:

( el Juzgado de lo Penal, cuando la pena sea inferior a 5 años de privación de libertad

( la Audiencia Provincial cuando la pena sea superior a 5 años de privación de libertad, aunque la acusación concreta que se formule pida solo 4 años pero si es una pena que en el CPenal se puede imponer pena superior a 5 años enjuiciará la AP. 
Llegadas las actuaciones al órgano competente, éste dictará Auto de admisión de pruebas (o de inadmisión en su caso) y señalará día y hora para el inicio de las sesiones del juicio oral. 
17. 4. ACTO DEL JUICIO ORAL Y SENTENCIA
(Es igual que el ordinario)
El acto del juicio oral se desarrolla conforme a lo ya estudiado para el Procedimiento Ordinario y la sentencia, que se dictará en el plazo de cinco días, tiene la particularidad que puede dictarse en forma oral, sin perjuicio de realizarse posteriormente por escrito para su notificación. ( persiste el deber de plasmarlo por escrito y dar traslado a las partes para que puedan recurrir)
Esta stc se notifica a la víctima aunque no sea parte. 
Contra la sentencia cabrá:
· recurso de apelación ante la AP en el plazo de diez días, si la dictó el Juzgado de lo Penal
· recurso de casación ante el Tribunal Supremo, con preparación en el plazo de cinco días, si la dictó la Audiencia Provincial, la cual, tras su admisión, emplazará a las partes ante el Tribunal Supremo en un plazo de 15 días (el plazo para el emplazamiento, variará según el lugar del territorio en el que se encuentre la Audiencia Provincial, Península, Baleares, Canarias, Ceuta o Melilla)

TEMA 18

EL JUICIO RÁPIDO

( Antecedentes
La Ley de Enjuiciamiento Criminal es de 1882, en el año 1992 el legislador introduce los juicios rápidos como una especialidad dentro del Procedimiento Abreviado con motivo de los eventos que en dicho año tuvieron lugar en España (las Olimpiadas de Barcelona y la Exposición Universal en Sevilla), y a los efectos de dar una buena imagen, de modernidad, de cara al exterior. Esa introducción se realizó mediante la LO 10/1992 de 30 de abril, para delitos menos graves, a fin de que pudieran ser instruidos con mayor agilidad.

Tras la celebración de los acontecimientos mencionados, la utilización de ese procedimiento cayó en desuso (en el 2000), debido tal vez a que adolecía de una regulación un tanto deficiente. Pero, a partir del año 2003 se impulsó nuevamente este procedimiento, aunque esta vez fuera del Procedimiento Abreviad,  de forma autónoma, en el Libro IV, Título III, “del procedimiento para el enjuiciamiento rápido de determinados delitos”, artículos del 795 al 803 LECr.

Los llamados juicios rápidos se prevén para la instrucción y el enjuiciamiento de delitos menos graves de investigación sencilla.

Los Juicios Rápidos existen porque el Procedimiento Abreviado nunca funciona tan rápido como debería- x ello la poli. instruye estos casos menos complejos.

18.1. PRESUPUESTOS
Para que un procedimiento penal se pueda tramitar como Juicio Rápido deben de darse los siguientes presupuestos: (795LCrim)
      (    que la investigación se inicie o  que se incoe en virtud de un atestado policial y que la policía lleve a presencia judicial al imputado (la poli. lo inicia y en máx.72h. debe realizar todas las diligencias).

· que los hechos sean aparentemente constitutivos de delito susceptible de ser enjuiciado por los Juzgados de lo Penal, es decir,  que su castigo lleve aparejada una de estas dos posibilidades: 

· pena de privación de libertad hasta 5 años

· pena de distinta naturaleza hasta 10 años

(   que la investigación se prevea a priori sencilla:  que la poli. estime ab initio que la investigación de los hechos vaya a ser sencilla (juicio de valor inicial).

· que no existan delitos conexos con éste enjuiciable por el procedimiento del juicio rápido, con pena superior a 5 años de prisión o 10 años de otra pena o cuya investigación se intuya no tan sencilla (delitos de instrucción más compleja) En caso contrario sí que se podrían acumular

· que no proceda acordar es secreto de sumario respecto a esa investigación.

Artículo 795 LECr:

“1. Sin perjuicio de lo establecido para los demás procesos especiales, el procedimiento regulado en este Título se aplicará a la instrucción y al enjuiciamiento de delitos castigados con pena privativa de libertad que no exceda de cinco años, o con cualesquiera otras penas, bien sean únicas, conjuntas o alternativas, cuya duración no exceda de diez años, cualquiera que sea su cuantía, siempre que el proceso penal se incoe en virtud de un atestado policial y que la Policía Judicial haya detenido a una persona y la haya puesto a disposición del Juzgado de guardia o que, aun sin detenerla, la haya citado para comparecer ante el Juzgado de guardia por tener la calidad de denunciado en el atestado policial y, además, concurra cualquiera de las circunstancias siguientes:

1ª. Que se trate de delitos flagrantes. A estos efectos, se considerará delito flagrante el que se estuviese cometiendo o se acabare de cometer cuando el delincuente sea sorprendido en el acto. Se entenderá sorprendido en el acto no sólo al delincuente que fuere detenido en el momento de estar cometiendo el delito, sino también al detenido o perseguido inmediatamente después de cometerlo, si la persecución durare o no se suspendiere mientras el delincuente no se ponga fuera del inmediato alcance de los que le persiguen. También se considerará delincuente in fraganti aquel a quien se sorprendiere inmediatamente después de cometido un delito con efectos, instrumentos o vestigios que permitan presumir su participación en él.

2ª. Que se trate de alguno de los siguientes delitos:

a) Delitos de lesiones, coacciones, amenazas o violencia física o psíquica habitual, cometidos contra personas a que se refiere el artículo 173.2 del Código Penal

b) Delitos de hurto.

c) Delitos de robo.

d) Delitos de  hurto y robo de uso de vehículos.

e) Delitos contra la seguridad del tráfico.

f) Delitos de daños referidos en el artículo 263 del Código Penal.

g) Delitos contra la salud pública previstos en el artículo 368, inciso segundo del Código Penal.

h) Delitos flagrantes relativos a la propiedad intelectual e industrial previstos en los artículos 270, 273, 274 y 275 del Código Penal.

3ª. Que se trate de un hecho punible cuya instrucción sea presumible que será sencilla.

2. El procedimiento regulado en este Título no será de aplicación a la investigación y enjuiciamiento de aquellos delitos que fueren conexos con otro  u otros delitos no comprendidos en el apartado anterior.

3. No se aplicará este procedimiento en aquellos casos en que sea procedente acordar el secreto de las actuaciones conforme a lo establecido en el artículo 302.

4. En todo lo no previsto expresamente en el presente Título se aplicarán supletoriamente las normas del Título II  de este mismo Libro, relativas al procedimiento abreviado.”

18.2. INSTRUCCIÓN POLICIAL Y JUDICIAL. DILIGENCIAS URGENTES. 
Esta fase recibe el nombre de Diligencias Urgentes y consta de dos partes:

* Fase Policial:

La instrucción debe iniciarse siempre policialmente. La policía, en un máximo de 72 horas elaborará el atestado, para ello, la policía:
· Llevará a cabo las diligencias de investigación que considere necesarias o urgentes (testificales, pruebas periciales…)
· Acordará y ordenará  a otros organismos oficiales la práctica de las diligencias periciales  que considere necesarias o urgentes y que no pueda llevar a cabo. Esta es una competencia de la policía únicamente en los Juicios Rápidos

· Informará:

· Al imputado de sus derechos y deberes

· A la víctima de sus derechos

· A los perjudicados, si los hubiere, de sus derechos
· Citará, documentara la citación y la entregará al imputado, testigos y péritos para que comparezcan ante el Juez de Guardia en día y hora determinados (requiere perfecta coordinación entre la oficina judicial y la Comisaria) y si tema que el imputado no comparecerá lo llevará detenido.
· documentar la citación y entregarla a imputado, testigos y peritos xa que comparezcan ante el J.Guardia en día y hora det. (requiere perfecta coord. Oficina Judicial-Comisaría). Si teme que el imputado no comparecerá lo llevará detenido.

· Remitirá todo lo actuado al Juzgado de Instrucción en funciones de guardia  (no va a reparto)

Dado que la policía realiza todas estas actuaciones sin necesidad de autorización judicial, podemos afirmar que en este tipo de procedimientos es la propia policía la que decide si los hechos sucedidos se pueden tramitar por el procedimiento de los Juicios Rápidos.

* Fase Judicial:

Esta es la segunda fase de la instrucción y se lleva a cabo en los Juzgados de Instrucción en funciones de guardia, durante la guardia.

Una vez que llega al Juzgado el expediente con el atestado policial, el Juzgado deberá determinar si concurren los requisitos para su tramitación como Juicio Rápido, para ello tiene dos opciones:

· confirmar lo actuado por la policía, en ese caso dictará Auto (irrecurrible) incoando las Diligencias Urgentes  y en el que acordará:

· recabar los antecedentes penales del imputado

· practicar las diligencias acordadas por la policía que no estén finalizadas y aquellas que considere necesarias

· llevará a cabo el interrogatorio del imputado, de la víctima y de los perjudicados

· practicará de forma anticipada o de forma preconstituida las pruebas que estime necesarias y que considere que por cualquier circunstancia no podrán llevarse a cabo más adelante (en soporte audiovisual o mediante acta)

· revocar lo actuado por la policía en caso de que no concurran los requisitos para su tramitación por el procedimiento de Juicio Rápido, en cuyo caso dictará Auto incoando las Diligencias Previas del Procedimiento Abreviado.

18.3. PREPARACIÓN DEL JUICIO. COMPERECENCIA Y CONFORMIDAD
1) Llegado el J.Guardia el atestado policial y estando a presencia el imputado y las víctimas, el juez de instrucción debe completar la investigación llevando a cabo éstas diligencias:

a) Realiza un nuevo juicio de valor decidiendo si puede acudirse al J.Rápido (si considera que la valoración de la poli. es acertada incoará diligencias urgentes de J.Rápido- sino: diligencias previas o sumario). En el auto de diligencias urgentes el juez acuerda tb. la práctica de las diligencias de investigación pendientes y/u otras que considera indispensables; contra este auto no cabe rec.

b) Dp. el juez averiguará los antecedentes penales del imputado y finalm. tomará declaración al mismo y a testigos. En su caso practicará de forma anticipada o preconstituida las pruebas indispensables respecto de las cuales hay riesgo de no poder practicarse en el j.oral.

c) El Juez debe convocar a las partes rápidamente a una comparecencia, dado que debe hacerlo mientras está de guardia, citando a las partes, es decir, al Ministerio Fiscal, al imputado y a las acusaciones.

Convoca a las partes a comparecencia durante el servicio de guardia (pocos días)-mejor si están todavía presentes de la declaración. Entonces el juez decide mediante auto dictado de forma oral contra el cual sólo cabe protesta (no rec.) y en el que toma una de las siguientes decisiones: 
· el archivo de las actuaciones, en el caso de que considerase que los hechos no son constitutivos ni de delito ni de falta o que no queda acreditada su perpetración. Puede dictar  sobreseimiento libre, o bien, sobreseimiento provisional.

· dictar Auto de adecuación a fin de incoar Diligencias Previas de Procedimiento Abreviado, o bien incoar Sumario en el Procedimiento Ordinario, si considera que los hechos no pueden seguir el procedimiento de los Juicios Rápidos

· incoar procedimiento de juicio de faltas si considerase que los hechos no son constitutivos de delito, en cuyo caso señalaría día y hora para el juicio citando a las partes a fin de que comparezcan

· inhibirse, para el caso de que considere que los hechos no son de su competencia (menores, jurisdicción militar, Audiencia Nacional…)

· transformar las Diligencias Urgentes en Juicio Rápido, si considera  que la tramitación ha sido la correcta y que ha terminado la investigación. Este Auto es irrecurrible. Inmediatamente da la palabra a las partes (primero siempre al Ministerio Fiscal) para que soliciten, bien el archivo de las actuaciones, bien la apertura del juicio oral.
  (  Auto incoando diligencias previas x frustración del J.Rápido si la poli. valoró que cabía éste y el J.Guardia tb. XO durante la investigación hubo deficiencias y cabe realizar más diligencias O no vino el imputado.

Si se solicita la apertura del juicio oral se inicia el proceso penal propiamente dicho y se concede la palabra a las partes para que formulen acusación.

Si en Ministerio Fiscal fuera la única acusación, debe presentar su acusación por escrito, con la posibilidad de proposición de prueba.

Si además se  hubiera personado  acusación particular, el Juez puede conceder un plazo de dos días para que presente su acusación por escrito, en el que, igualmente, también puede proponer prueba.

Una vez formulada acusación, y propuesta, en su caso, prueba, se da traslado a la defensa, el Abogado del acusado puede en ese acto formular defensa, o bien solicitar un plazo, que será como máximo de 5 días, para presentar el escrito de defensa y proponer pruebas, en su caso.

Cabe también la posibilidad de que el acusado se conforme con la acusación. Esta conformidad vinculará al Juez, siempre que la mayor de las penas solicitadas no supere los tres años de privación de libertad o 10 años de otro tipo de pena. En ese caso, el Juez de Instrucción dictará sentencia en la que por imperativo legal deberá reducir en 1/3 la pena privativa de libertad (art. 801 LECr). La finalidad de esta obligación impuesta al Juez de Instrucción de que sea vinculante la conformidad del acusado, es la de suprimir juicios que no sean estrictamente necesarios.

18. 4. ACTO DEL JUICIO ORAL Y SENTENCIA
El Acto del Juicio:

En caso de que no haya conformidad, después de la comparecencia, el Juez de Instrucción señala día y hora para la celebración del juicio y cita a las partes para que comparezcan en el plazo de 5 días ante el Juzgado de lo Penal al que remite el expediente.

El día señalado para la celebración del juicio, el Juez de lo Penal se pronuncia sobre la admisión de los medios de prueba propuestos por las partes (dicta un auto de viva voz sobre la admisión o inadmisión de las pruebas). Las partes no saben si sus pruebas se admiten o no hasta el día del juicio oral.

-   contra la inadmisión de prueba sólo cabe protesta (para poder recurrir en su día la sentencia desfavorable).
El resto del juicio se desarrolla tal y como se ha estudiado anteriormente: funciona como en el Procedimiento Abreviado
La particularidad del J.Rápido está en que en la comparecencia (regulada en art.798-800 LECrim.) donde se formula la acusación, el imputado puede optar x defenderse o x conformarse- si se conforma, lo hace en ese mto., ante el juez de instrucción y no ante el que llevará el j.oral. Si la pena solicitada x la acusación no supera los 3a. de privación de lib. la pena se reduce x conformidad en 1/3. 

En la práctica las conformidades son muy útiles ya que realmente suele rebajarse la pena excepto en el caso de reincidentes.

La stc. es dictada a viva voz o x escrito en plazo de 3d. Contra ella cabe rec. de apelación (art.790, 793 y 794 LECrim. con la especialidad de que se le da una tramitación preferente en la 2ª instancia- art.802 y 803 LECrim.).

TEMA 20

JUICIO DE FALTAS

El Libro VI de la LECr está dedicado al Juicio de Faltas y comprende los artículos del 962 al 977.

20.1. CONCEPTO, FUNDAMENTO Y AUSENCIA DE GARANTIAS PROCESALES

(  Concepto: 

El Juicio de Faltas es el procedimiento utilizado para el enjuiciamiento sin instrucción de aquellas infracciones penales menos graves o más leves.  

-   Estas infracciones leves se encuentran reguladas en los artículos 617 y siguientes del Código Penal y la pena a imponer en cualquiera de ellas no lleva aparejada la privación de libertad.

Será competente para su conocimiento el Juez de Instrucción, también puede ser competente en determinados casos el Juez de Violencia contra la Mujer y, otras veces, también puede ser competente  el Juez de Paz  (lego en Derecho).

Es un procedimiento que adolece de falta de garantías, pero esa falta de garantías, según el Tribunal Constitucional, es soportable dada la levedad de la pena con que se castigan.

El Juicio de Faltas carece de garantías procesales en tanto que:
· el mismo Juez que recibe la denuncia ( juez de instrucción) es el que instruye y enjuicia, lo que constituye infracción del derecho fundamental a un Juez imparcial establecido en el artículo 24.2 de la Constitución Española
· no se exige Abogado que defienda a las partes ( para el imputado y acusación particular) las cuales pueden actuar por sí mismas; aunque si lo desean pueden, a su costa, contratar Abogado que las defienda, con ello puede darse desigualdad entre las partes y, además, se vulnera el derecho a la defensa en su vertiente de justicia gratuita. la respons.civil que se disputa puede XO ser tan o más grave que la de un p.ord. o abreviado…

· es un proceso penal inquisitivo, se sigue el procedimiento sin previa acusación ( el MF o acusación particular no han formulado acusación) ya que la acusación se formula después de la prueba, es en el juicio en el que después de las explicaciones y de la práctica de las pruebas se califican los hechos. Esto constituye una vulneración del derecho fundamental de defensa porque el que comparece al juicio no sabe de qué se le acusa de antemano, por tanto no puede preparar su defensa. 
· En el artículo 969.2  se establecen supuestos en los que el Ministerio Fiscal estará exento de acudir al procedimiento de Juicios de Faltas. En esos casos, la declaración del denunciante  en el juicio afirmando los hechos denunciados tendrá valor de acusación, aunque no los califique ni señale pena. Por lo tanto se está vulnerando el derecho a la garantía de legalidad, ya que es el Ministerio Fiscal el garante de la misma.

20.2. INICIO. EL JUICIO DE FALTAS RÁPIDO Y EL COMÚN
( Competencia: Con cter.general es competente xa el J.Faltas el J.Instrucción (excepcionalm. xa faltas más leves el J.Paz aunque en la práctica éstas tb. son llevadas x los J.Instrucción)- art.14.1 LECrim.

(  Inicio: El Juicio de Faltas se puede iniciar por:

· atestado policial

· parte médico

· denuncia de un particular

· querella

* Cuando se inicia por atestado policial por la comisión de faltas recogidas en el artículo 962 LECr (617, 623.1 y 620  en conexión con el art. 173.2 del Código Penal), la propia policía convoca a las partes a Juicio de Faltas Rápido, citando a las partes ante el Juzgado de guardia, apercibiéndoles de que podrá celebrarse el juicio de faltas de forma inmediata en el Juzgado, incluso aunque no comparezcan y que han de comparecer con los medios de prueba de que intenten valerse. Al denunciado se le dará copia de la denuncia. Se distingue:
· juicio de faltas ordinario (remisión del atestado al juzgado donde se incoa J.Faltas)
· juicio de faltas inmediato (xa faltas del art.962 y 964 LECrim. como lesiones, maltratos simples, hurtos flagrantes y faltas del art.620 CP- tomadas declaraciones, la poli. cita a las partes xa su comparecencia ante el J.Instrucción advirtiéndoles de que el día señalado tb. puede celebrarse el juicio)

En los demás casos, los atestados se remiten al Juzgado de Instrucción y el Juez incoa juicio de faltas sin necesidad de diligencias de investigación (salvo supuestos en los que sea necesaria su práctica, como por ejemplo el  reconocimiento del médico forense para determinar si las lesiones son constitutivas de falta o de delito, o en casos de robo o de hurto en los que no queda claro el valor de los sustraído y  el perito deba valorar los bienes para determinar  si estamos ante delito o falta) y a continuación cita a las partes en el plazo de 7 días indicando día y hora para que comparezcan a su presencia para la celebración del juicio oral, con las pruebas de que intenten valerse. Junto a la citación se entregará copia de la denuncia (por lo menos al denunciado).

20.3. ACTO DEL JUICIO
El día del juicio, la Sala estará válidamente constituida con la presencia del Juez y del Secretario Judicial, y si no excento el MF. Si no acude:

· el demandante, si era una prueba de cargo se dictará sentencia de absolución

· el demandado, se dictará sentencia condenándolo en lo solicitado por el demandante.  Si el demandado viviera fuera del Municipio donde se celebra el juicio, en caso de incomparecencia puede presentar su defensa por escrito

Forma de celebración: El acto del juicio se celebra en forma algo diferente de los otros procedimientos. 
a) Se inicia con la lectura, por parte del Secretario, de la denuncia. 

b) Seguidamente se le toma declaración al denunciante sobre si se ratifica en la denuncia, a preguntas del Juez, del Ministerio Fiscal, del Abogado del denunciante y del Abogado del denunciado y se practican las pruebas admitidas de las  propuestas por el denunciante.

c) A continuación se interroga al denunciado y responde a las preguntas que le realizan todas las partes y se practican las pruebas que hayan sido admitidas de las propuestas por el denunciado.

D) Finalizado lo anterior, el Juez de Instrucción pregunta al denunciante si quiere que sea castigado el denunciado, si dice que no termina el juicio; si dice que sí quiere que se le castigue, a efectos legales, esta declaración constituye acusación.

Si hubiere asistido el Ministerio Fiscal, se le dará la palabra para informe oral y acusación.  A continuación, se le dará la palabra al Abogado del denunciante y finalmente se actuará del mismo modo para el caso de que hubiera Abogado del denunciado para que emita informe oral y defensa.

e) Si no los hubiera, el Juez dictará sentencia con base a la denuncia y ratificación del denunciante.

20.4. SENTENCIA Y RECURSO
La sentencia puede:

1)dictarse oralmente en el mismo acto, sin perjuicio de su trascripción por escrito para su notificación

2) o bien dentro de los tres días siguientes a la celebración del juicio de forma escrita.
Recursos: Contra la sentencia cabe recurso de apelación dentro de los cinco días siguientes a su notificación. Deberá interponerse ante el mismo Juzgado que dicte la sentencia, pero resolverá:

· si la dictó el Juzgado de Paz, resolverá el Juzgado de Instrucción correspondiente

· si la dictó el Juzgado de Instrucción, resolverá la Audiencia Provincial, pero en Sala constituida por un solo Magistrado (art. 790 a792 LECr) 
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